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4. COLOMBIA FRENTE A LAS CUARENTA  RECOMENDACIONES DEL GRUPO GAFI Y EL REGLAMENTO MODELO DE LA CICAD-OEA.

4.1.  ASPECTOS PENALES

4.1.1.
Tipificación del delito

El Grupo Acción Financiera (GAFI), a  su vez,  aconseja   a  los  países miembros que  se amplíe la cobertura  del  delito  de lavado  de activos a  los delitos graves y a aquellos que producen una gran cantidad de dinero (la Convención de Viena de 1988 ONU, recomienda la penalización del lavado de activos de bienes provenientes del narcotráfico), en el entendido que cada país determinara   cuáles  delitos  corresponden  a esa categoría penal.  La tipificación del lavado de activos se menciona en las (Recomendaciones  4, 5 y 6 del GAFI) recomendando adicionalmente la responsabilidad penal de las personas jurídicas. El GAFI recomienda tipificar el lavado de activos intencional (es decir, doloso), en el entendido que elemento intencional puede inferirse de las circunstancias de hecho objetivas.

Se  considera  en este documento (40 Recomendaciones del GAFI) como una herramienta valiosa para combatir el lavado de dinero y los delitos conexos, que en la legislación de cada país se acoja la figura de la extradición, teniendo el buen juicio de reglamentarla  bajo parámetros sencillos  de aplicación. (Recomendación 40)   

De otra parte, el Reglamento Modelo de la CICAD-OEA, dentro de su articulado establece una clara guía para que los países miembros tipifiquen el lavado de activos, recomendando ampliar esta figura a los delitos graves (artículo 1)
Colombia ha recogido en su ordenamiento penal las recomendaciones de dicho Reglamento como se pasa a ver a continuación. 

En este país se  tipificó inicialmente el lavado de activos en el  Estatuto Anticorrupción (Ley 190 de 1995) como el delito de receptación, legalización y ocultamiento de bienes provenientes de actividades ilegales.

Posteriormente, con la Ley 365 de 1.997, esta conducta quedó contemplada en el artículo 247A del Código Penal bajo su denominación más conocida: “lavado de activos”.

En Colombia, mediante la ley 599 del 2000,la cual entró en  vigencia el 24 de julio del año 2001, se  expidió un nuevo  Código Penal, que introdujo algunas modificaciones a las normas que regulan el lavado de activos en los artículos 323 y siguientes. 

Mediante  el artículo 8 de  la Ley 747 del 19 de julio  de 2002, se modifico  el artículo 323 de la ley 599 del 2000,  que establece que incurre en el delito de lavado de activos quien adquiera, resguarde, invierta, transporte, transforme, custodie o administre bienes que tengan su origen mediato o inmediato en actividades de tráfico de migrantes, trata de blancas, extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, rebelión, tráfico de armas, delitos contra el sistema financiero, la administración pública, o vinculados con el producto de los delitos objeto de un concierto para delinquir, relacionadas con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, o les dé a los bienes provenientes de dichas actividades apariencia de legalidad o los legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre tales bienes, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito. Por esa sola conducta incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años y multa de quinientos (500) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales

La misma pena se aplica cuando las conductas descritas se realicen sobre bienes cuya extinción de dominio haya sido declarada.

En Colombia el lavado de activos es punible aun cuando las actividades de que provinieren los bienes, o los actos penalizados se  hubiesen realizado, total o parcialmente, en el extranjero.

Las penas privativas de la libertad previstas se aumentan de una tercera parte (1/3) a la mitad (1/2) cuando para la realización de las conductas se efectuaren operaciones de cambio o de comercio exterior, o se introdujeren  mercancías al territorio nacional.

Este aumento de pena también se aplica cuando se introducen mercancías de contra​bando al territorio colombiano. Es circunstancia específica de agravación, según el artículo 324 de la ley  599 de 2000, el que la conducta sea desarrollada por quien pertenezca a una persona jurídica, una sociedad o una organización dedicada al lavado de activos, en cuyo caso las penas privativas de la libertad se aumentan de una tercera parte a la mitad. Igualmente, constituye circunstancia de agravación el que las conductas sean desarrolladas por los jefes, administradores o encargados de las referidas personas jurídicas, sociedades u organizaciones. En este evento, se aumentarán  las penas de la mitad a las tres cuartas partes.

Se incurre en el delito de omisión de control (artículo 325 de la ley 399 del 2000), cuando un empleado o director de una institución financiera o de cooperativas que ejerzan actividades de ahorro y crédito, que con el fin de ocultar o encubrir el origen ilícito del dinero, omite el cumplimiento de alguno o todos los mecanismos de control establecidos por el ordenamiento jurídico para las transacciones en efectivo (artículo 102 y siguientes del Decreto 663 de 1993). En este evento la pena será de dos (2) a seis (6) años de prisión y multa de cien (100) a diez mil (10.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Incurre en testaferrato (artículo 326 de la ley 599 del 2000), quien preste su nombre para adquirir bienes con dineros provenientes del delito de narcotráfico y conexos. La pena en tal caso es de  prisión de 6 a 15 anos y multa de 500 a 50.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes, sin perjuicio del decomiso de los respectivos bienes. 

En Colombia también se ha consagrado la figura del enriquecimiento ilícito de particulares (artículo 327 de la citada ley), para quien de manera directa o por interpuesta persona obtenga, para sí o para otro, incremento patrimonial no justificado, derivado en una u otra forma de actividades delictivas. Por dicha conducta incurre en prisión de 6 a 10 años y multa correspondiente al doble del valor del incremento ilícito logrado sin que se supere el equivalente a 50.000 salarios mínimos legales vigentes.

La legislación colombiana (artículo 65 de la ley 600 del 2000) consagra la cancelación de personería jurídica de sociedades u organizaciones dedicadas al desarrollo de actividades delictivas, o cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público, indicando que en cualquier momento del proceso el funcionario judicial, cuando  encuentre demostrado que se han dedicado total o parcialmente personas jurídicas, sociedades u organizaciones al desarrollo de actividades delictivas, ordenará a la autoridad competente que, previo el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para ello, proceda a la cancelación de su personaría jurídica o al cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público.

Con la expedición de la ley 733 de 2002,  se incluyo  el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos  como conductas fuente   de los delitos  de  concierto para delinquir (artículo 340  de la Ley 599 de 2000),  omisión de denuncia de particular (articulo 441 de la  Ley 599 de 2000), modalidad culposa (articulo 450 de la Ley  599 de 2000).
En Colombia el delito de lavado de activos es monosubjetivo, es decir, puede ser realizado por una sola persona; es así mismo, un delito de sujeto activo indeterminado.
En este país, el delito de lavado de activos ha sido tipificado como delito autónomo, al no exigirse que el sujeto responsable  haya participado en el ilícito que produjo los recursos correspondientes o se haya declarado judicialmente la existencia del delito fuente, basta con demostrar que el sujeto conocía el origen ilícito de los recursos.

Son circunstancias de agravación que el agente del delito pertenezca a una organización dedicada al lavado de activos o que se desempeñe como su gerente, administrador o director.

En Colombia el interés jurídico tutelado es el orden económico y social.

En la legislación colombiana el delito sólo se puede cometer bajo la modalidad de dolo, de suerte tal que para que exista responsabilidad penal se requiere que se participe en la conducta intencionalmente, es decir, que conociendo la ilicitud del origen de los recursos.

No obstante, las autoridades en ocasiones han equiparado el dolo eventual a la figura de la ceguera intencional, propia de los países anglosajones, cuyas características ya han sido mencionadas en el primer capítulo, razón por la cual nos remitimos a ese aparte del presente trabajo.
Los verbos rectores previstos en este tipo penal, son diversos; tanto en el actual Código Penal, como en el que entrará en vigencia próximamente, los verbos rectores son adquirir, resguardar, invertir, transportar, transformar, custodiar o administrar, con los significados y connotaciones que se han puesto de presente en el primer capítulo. 

El nuevo Código Penal consagró como delitos fuente, la extorsión, el enriquecimiento ilícito, el secuestro extorsivo, la rebelión y los delitos relacionados con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, el   tráfico de armas, los  delitos contra el sistema financiero, los delitos contra la administración pública y los delitos objeto de un concierto para delinquir. Mediante  la ley 747 de 2002, se adiciona a los anteriores delitos, el tráfico de migrantes y la trata de blancas.

De la anterior forma se siguen los parámetros establecidos en el Reglamento Modelo de la CICAD - OEA, al contemplar como delitos fuente los delitos graves, no limitándose al delito de tráfico de estupefacientes.

Para ampliar la información aquí contenida, pueden consultarse las siguientes disposiciones: artículos  324, 325, 326 y 327 de la ley 599 del 2000; artículo 65, 66, 340, 441, 450  de la ley 600 del 2000, artículo  8   de la ley   747 de 2002, artículos 8,9, 10 de  la Ley 733 de 2002, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones  4, 5, 6, 40), Reglamento Modelo ( articulo 1)
4.1.2. Medidas cautelares

En las Cuarenta Recomendaciones del GAFI se  invita a los países a adoptar las medidas cautelares o provisionales consagradas  en la Convención de Viena que permitan el congelamiento o embargo para impedir la comercialización, transferencia o disposición de bienes vinculados al proceso por lavado de activos. (Recomendación  7) 

De igual manera, uno de los aspectos que debe contener una política integral contra el lavado de activos, de acuerdo con lo consagrado en el Reglamento Modelo de la CICAD -OEA, (artículo 4), es el de establecer medidas cautelares (incautación, embargo preventivo) para preservar la disponibilidad de bienes o activos relacionados con los delitos fuente del lavado de activos.

En Colombia, el artículo 19 de la Ley 333 de 1.996 o ley de extinción de dominio, consagra la posibilidad para el demandante, desde la presentación de la demanda y en cualquier estado del proceso, de pedir la práctica de  medidas cautelares de los bienes sobre los cuales se pretende la extinción de dominio lo cual debe efectuarse observando las reglas contenidas en el libro IV, título XXXV, del Código de Procedimiento Civil.

Para contrarrestar el poder de las bandas de criminales, la legislación colombiana adopto medidas inmediatas que agilizaran el procedimiento de extinción de dominio sobre los bienes y recursos provenientes, directa o indirectamente, de actividades ilícitas, por lo que  el  ejecutivo  dicta el  decreto número 1975  del 3 de septiembre de 2002, mediante el cual se suspende la ley 333 de 1996 y se regulan la accion y tramite  de la extincion del dominio

Como se observa, Colombia da pleno cumplimiento a lo dispuesto en el Reglamento Modelo de la CICAD- OEA, al establecer la posibilidad de que sobre los bienes en relación con los cuales se  debate su origen ilícito, sean procedentes las medidas  cautelares.

Para mayor información consultar: Artículo 19 de la ley 333 de 1996, Decreto numero 1975 de 2002, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  7), Reglamento  Modelo , articulo 4 

4.1.3. Decomiso de bienes, productos o instrumentos. Extinción del dominio

La (recomendación 7 del GAFI)  aconseja a los países adoptar medidas que permitan el decomiso de los bienes lavados, el producto de los mismos, los instrumentos utilizados o que se pensaba utilizar en la comisión del delito o de bienes equivalentes. Adicionalmente, consagra que deberían implantar sanciones económicas y civiles  y   explorar en la búsqueda  de  procedimientos o figuras jurídicas tendientes  a lograr la anulación de aquellos contratos  efectuados por las partes, cuando éstas sean conocedoras que frente al tipo contractual, el Estado no puede iniciar  acciones que le permitan   resarcir los daños. 

Además de las medidas cautelares, el Reglamento Modelo de la CICAD – OEA, recomienda a los Estados miembros, incluir en sus legislaciones internas el decomiso de bienes, productos o instrumentos relacionados con los delitos (artículo 5). 

En Colombia, además del posible decomiso se creó la figura de la extinción de dominio. Es así como la Ley 333 de 1.996 o ley de extinción de dominio, sobre bienes adquiridos de forma ilícita, al respecto dispone en su artículo  1º que  se entiende por extinción del dominio la pérdida de este derecho en favor del Estado, sin contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para su titular. De igual manera la ley en comento en su artículo segundo enuncia las causales que originan la extinción del dominio. 

Establece el citado artículo que por sentencia judicial se puede declarar la extinción del derecho de dominio de los bienes provenientes directa o indirectamente del ejercicio de las siguientes actividades o de aquellos que hayan  sido utilizados como medios o instrumentos necesarios para la realización de las mismas: 

1. Enriquecimiento ilícito de servidores públicos, de  particulares.
2. Perjuicio del Tesoro Público que provenga de delitos de peculado, interés ilícito en la celebración de contratos, de contratos celebrados sin requisitos legales, emisión ilegal de moneda o de efectos o valores equiparados a moneda, ejercicio ilícito de actividades monopolísticas o de arbitrio rentístico, hurto sobre efectos y enseres destinados a seguridad y defensa nacionales; delitos contra el patrimonio que recaigan sobre bienes del Estado; utilización indebida de información privilegiada; utilización de asuntos sometidos a secreto o reserva.
3. Grave deterioro de la moral social, entendiendo por tal los hechos que configuran los delitos contemplados en el Estatuto Nacional de Estupefacientes, el  testaferrato, el lavado de activos, los delitos contra el orden económico y social, los delitos contra los recursos naturales, la  fabricación y tráfico de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas militares, la concusión, el cohecho, el tráfico de influencias, la rebelión, sedición, asonada o provenientes del secuestro, secuestro extorsivo o extorsión.

En el mismo sentido se encuentra el artículo 14 de la ley de extinción del dominio(Ley 333 de 1996), el cual modificó el artículo 340 del Código de Procedimiento Penal.

Por su parte, el nuevo Código de Procedimiento Penal (Ley 600 del 200), el cual entrará a regir el 24 de julio del año 2001, en su artículo 68 dispone que la extinción del dominio de bienes, salvo los casos previstos en este Código se rigen por el procedimiento establecido en la citada ley.

La legislación colombiana faculta a sus autoridades de policía para decomisar los bienes objeto del delito de lavado de activos o el producto de tal hecho punible. Incluso, el decomiso puede derivar en la extinción del dominio sobre tales bienes o extenderse a bienes de valor equivalente, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe. Estas medidas facultan a la autoridad competente para:

1. Identificar, localizar y evaluar los bienes objeto de decomiso. 

2. Adoptar medidas provisionales, tales como el congelamiento y el embargo,  para impedir su comercialización, transferencia o disposición.

3. Adoptar las medidas de investigación pertinentes.

Las facultades otorgadas por la ley permiten anular contratos por objeto y causa ilícita, cuando tal condición es previamente conocida por las partes o podría haber sido razonablemente deducida por ellas; o cuando pretenden desviar la capacidad del Estado para conseguir el decomiso o la imposición de las multas u otras sanciones. 

La extinción del dominio es una figura novedosa que va mas allá del decomiso, la cual parte de la base de que los bienes adquiridos de manera ilícita continúan siéndolo de manera indefinida sin que el transcurrir del tiempo ni su traspaso a cualquier título puedan eliminar esta característica. Así las cosas, el Estado puede, en cualquier tiempo, iniciar las acciones pertinentes para extinguir el dominio sobre tales bienes, teniendo como única limitante los derechos de los terceros de buena fe.

Para una mayor información sobre el tema tratado consultar las siguientes disposiciones: Ley 600 del 2000 (artículo 67 comiso, 68 extinción del dominio); Ley 333 de 1996 (extinción del dominio), Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  7), Reglamento Modelo de la CICAD-OEA , articulo 5

4.1.4. Terceros de buena fe.

La recomendación 7 del GAFI, consagra que las medidas cautelares y de decomiso deben practicarse  respetando los derechos de los terceros de buena  fe.

A este respecto, el Reglamento Modelo de la CICAD-OEA, también recomienda proteger a los terceros de buena fe de la imposición de medidas cautelares y decomiso de bienes (artículo 6)

Respecto a la protección a los terceros de buena fe en Colombia, la Ley 333 de 1.996 por la cual se establecen las normas de extinción de dominio sobre los bienes adquiridos de forma ilícita, establece en su artículo 4 que, respecto de los bienes transferidos por acto entre vivos, procederá la extinción del dominio cuando un tradente los haya adquirido en los casos contemplados en el artículo segundo de esa misma ley y los adquirentes hubieren actuado con dolo o culpa grave respecto del conocimiento de las causales allí contempladas.
En los casos en que se hubiere constituido fiducia o encargo fiduciario sobre los bienes respecto de los cuales se pretenda la extinción de dominio, bastará para su procedencia que alguna de las causales señaladas en el artículo segundo sea predicable del encargante o constituyente, sin perjuicio de los derechos de la fiduciaria a su remuneración  y de los  derechos de beneficiarios y terceros que no hubieren actuado con dolo o culpa grave.
Las disposiciones de la ley de extinción de dominio no afectan los derechos que con arreglo a las leyes civiles se deriven de los negocios jurídicos válidamente celebrados ni de los de su invalidez, nulidad, resolución, rescisión e ineficacia para las partes y terceros, ni los inherentes al pago de lo no debido ni al ejercicio de las profesiones liberales.

En concordancia con lo anterior, el artículo 12 de la ley en comento consagra la protección de los derechos de los terceros de buena fe al expresar que no podrá declararse la extinción del dominio en los siguientes casos: 

1. En detrimento de los derechos de los titulares legítimos y terceros de buena fe.

2. Si no estuvieren probadas las circunstancias contempladas en la ley.

3. Si no se hubiere garantizado el debido proceso y el derecho de defensa.

4. En todos los casos se respetará el principio de la cosa juzgada.

Los titulares de derechos o los poseedores de bienes objeto de la acción de extinción de dominio, así como los terceros, pueden comparecer al proceso dentro de las oportunidades procesales previstas en la ley antes mencionada para el ejercicio de su derecho de defensa.

Como se observa de lo antes anotado, en  esta materia Colombia da cabal cumplimiento a las recomendaciones plasmadas en el Reglamento Modelo de la CICAD - OEA, al proteger plenamente los derechos de los terceros de buena fe.

Para mayor información consultar: Ley 333 de 1996, artículos 4 y 12, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  7) Reglamento  Modelo , articulo  6 
4.1.5. Destino de los bienes, productos o instrumentos decomisados

En la nota interpretativa de la recomendación 38 del GAFI, se recomienda la creación de fondos para destinar los activos decomisados a fines de salud, educación, represión u otros pertinentes. Así mismo, se aconseja la adopción de medidas para el reparto de los bienes decomisados entre los países que hayan participado en acciones operativas coordinadas.

Las recomendaciones internacionales, especialmente las contenidas en el Reglamento Modelo de la CICAD -OEA, consagran que los bienes, productos o instrumentos sean destinados a las entidades públicas que hayan participado en el decomiso o para programas de rehabilitación o reinserción social. Para la administración de estos bienes se recomienda la creación de Fondos Especiales.

En Colombia, el artículo 26 de la ley de extinción de dominio (Ley 333 de 1995), en punto de la destinación de los bienes sobre los cuales se ha declarado la extinción de dominio, indica que los bienes y recursos sobre los cuales se declare la extinción del dominio, sin excepción alguna ingresarán al fondo para la rehabilitación, inversión social y la lucha contra el crimen organizado y serán asignados por el Consejo Nacional de Estupefacientes, de conformidad con los reglamentos, para:

a) Financiar programas y proyectos en el área de educación, recreación y deporte. Así mismo los programas que prevengan el consumo de la droga, como los que atiendan a la rehabilitación y la promoción de la cultura de la legalidad;

b) Financiar programas de desarrollo alternativo para la erradicación de cultivos ilícitos;

c) Financiar programas para prevenir, combatir y erradicar la corrupción administrativa en cualquiera de sus manifestaciones;

d) Financiar programas de reforma agraria y de vivienda de interés social para los desplazados por la violencia y los involucrados en los programas de erradicación de cultivos ilícitos;

e) Reembolsar en la hipótesis de que trata esta ley, los daños causados a los nacionales titulares y terceros de buena fe. Para ello financiará la contratación de seguros que cubran los riesgos por actos terroristas súbitos y violentos y los perjuicios en que pueda incurrir la población civil por esos mismos actos , cuando no estén amparados por el Gobierno Nacional mediante pólizas de seguros. Igualmente garantizar mediante la contratación de pólizas expedidas por compañías de seguros, la protección de los bienes sobre los cuales esté vigente una medida cautelar o sobre aquéllos que sean objeto de extinción de dominio;

f) Financiar programas que ejecute el deporte asociado, con el objeto de fomentar , masificar y divulgar la práctica deportiva. Igualmente, apoyar programas recreativos, formativos y social comunitarios;

g) Financiar la inversión en preparación técnica y tecnológica, en soportes logísticos, adquisición de equipos y nueva tecnología, y en general, en el fortalecimiento de las acciones del Estado de su lucha contra el delito del narcotráfico. Los bienes culturales e históricos serán asignados a las entidades estatales pertinentes para los efectos consagrados en la legislación sobre la materia;

h) Financiar programas de rehabilitación, educación, capacitación y microempresas para la población carcelaria;

i) Financiar programas de reubicación dentro de la frontera agrícola, a colonos asentados en la Amazonía y la Orinoquía colombiana;

j) Financiar todos los aspectos atinentes al cumplimiento de las funciones que compete al Consejo Nacional de política Criminal;

k) Para financiar programas de nutrición a la niñez de estratos bajos, a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar;

l) Para financiar en parte la administración de Justicia a través del Consejo Superior de la Judicatura;

m) Financiar los programas de las mujeres cabeza de familia, menores indígenas tercera edad;

n) Para financiar el programa de bibliotecas públicas de Santafé de Bogotá;

o) Para financiar la asignación de recursos al fondo de seguridad de la rama Judicial y del Ministerio Público;

p) Financiar programas de desarrollo humano sostenible en las regiones de ecosistemas frágiles en los cuales se han realizado cultivos ilícitos;

q) Los bienes y recursos que se encuentren dentro de la Jurisdicción del departamento archipiélago de san Andrés, Providencia y Santa Catalina y cuya extinción de dominio se haya decretado, conforme a la presente ley, serán asignados por el Consejo Nacional de Estupefacientes instituto de tierras del archipiélago, para el cumplimiento de sus fines, consagrados en la legislación correspondiente.

Mientras se crea el instituto de tierras del archipiélago el Consejo Nacional de Estupefacientes asignará los bienes a programas de vivienda de interés social, reforma agraria, obras públicas o para financiar programas de educación en el archipiélago y promover su cultura;

r) Financiar programas para población de los discapacitados físicos, psíquicos y       sensoriales;

s) Financiar programas de recreación y cultura de pensionados y la tercera edad;

t) Implementación de programas de vivienda de interés social, y

u) Financiar programas para erradicar la indigencia en el país.

Las tierras aptas para la producción y que ingresen al fondo que se crea en la presente ley, se adjudican a los campesinos e indígenas  que cumplan los requisitos establecidos. La adjudicación se hará de conformidad con lo dispuesto en la Ley 160 de 1.994. Los desplazados por la violencia y los involucrados en los programas de erradicación de cultivos ilícitos tienen prioridad para la adjudicación. 

Los bienes incautados son puestos por la Fiscalía a órdenes de la Dirección Nacional de Estupefacientes, para que a través de un fondo especial se destinen para fortalecer las actividades relacionadas con la prevención, a las autoridades que combaten los delitos fuente y a entidades dedicadas a labores de rehabilitación.

Como se observa de lo antes anotado, en este punto, la legislación colombiana sigue de manera estricta las recomendaciones establecidas en el Reglamento Modelo de la CICAD- OEA.

Para mayor información: Ley 333 de 1996, articulo 26, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  38), 

4.2.
ASPECTOS ADMINISTRATIVOS

4.2.1.
Sujetos obligados

En las (recomendaciones 8 y 9) el GAFI establece que además de los bancos deberían tener la calidad de “sujetos obligados”, las instituciones financieras no bancarias que estén supervisadas, como las casas de cambio. Además, recomienda considerar aplicar las medidas de prevención exigidas a las entidades financieras a empresas o profesiones que realizan actividades vulnerables (las cuales relaciona en el anexo de las 40 recomendaciones).

De conformidad con el (artículo 10) del Reglamento Modelo de la CICAD OEA son consideradas instituciones financieras, entre otras, las siguientes: bancos comerciales, compañías fiduciarias, asociaciones de ahorro y crédito, asociaciones de construcción y crédito, bancos de ahorro, bancos industriales, cooperativas de crédito, y demás instituciones o establecimiento de ahorro autorizado por la legislación bancaria interna, sean de propiedad pública, privada o mixta. 

Así las cosas, los países miembros deben determinar quienes son los integrantes del sector financiero con el fin de establecer su calidad de sujetos obligados al cumplimiento las normas sobre lavado de activos.

En Colombia, el  numeral 1° del artículo 102 del Decreto 663 de 1.993 o Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, mediante un enunciado general establece la  obligación de adoptar para las entidades financieras controles a actividades delictivas.

Las instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria están obligadas a adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento, en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas, o para dar apariencia de legalidad a las actividades activas o a las transacciones o fondos vinculados con las mismas.

Las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, a que hace referencia la disposición mencionada son las siguientes:

· Establecimientos bancarios

· Corporaciones financieras

· Corporaciones de ahorro y vivienda

· Compañías de financiamiento comercial

· Cooperativas financieras

· Sociedades fiduciarias

· Almacenes generales de depósito

· Organismos cooperativos de grado superior de carácter financiero

· Sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantías 

· Cooperativas de seguros

· Sociedades de reaseguro

· Sociedades de capitalización

· Corredores de seguros y reaseguros

· Agencias colocadoras de seguros

· Sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantías

· Compañías de seguros

· Oficinas de representación de organismos financieros del exterior

· Casas de cambio

Adicionalmente, entidades pertenecientes a otras actividades igualmente deben adoptar tales mecanismos, como se enuncia en el capítulo correspondiente a “otros obligados”.

Para mayor información consultar: artículo 102 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciónes  8,9), Reglamento  Modelo , articulo 10 
4.2.2. Obligaciones de los sujetos obligados

El GAFI recomienda exigir reglas de identificación del cliente y conservación de documentos. (Recomendaciones 10, 11, 12 y 13)  

Mas concretamente pide: prohibir cuentas anónimas o con nombres ficticios; obligación de identificar clientes habituales y ocasionales; registrar la identificación; comprobar la existencia de las personas jurídicas (morales) y demás aspectos relacionados con la dirección y poderes de los directores (recomendación 10); tomar medidas razonables para obtener información acerca de la persona a nombre de quine se abre cuenta; (recomendación 11); registrar y conservar por lo menos por cinco años la información relacionada con sus clientes (recomendación 12).   

Las obligaciones que el Reglamento Modelo CICAD-OEA, recomienda establecer para las entidades financieras (y demás sujetos obligados), son las de identificar a los clientes y mantener registros (artículo 11), disponibilidad de tales registros para las autoridades (artículo 12), registro y notificación de transacciones en efectivo (artículo 13) y comunicación de transacciones sospechosas (artículo 14). 

Además tal como se expresa más adelante, deben adoptar programas de cumplimiento obligatorio (artículo 16)

4.2.3. Identificación de los clientes y mantenimiento de registros.

Las  Cuarenta  Recomendaciones dan alcance a la presente obligación  enfatizando  que  las instituciones financieras  tienen el deber  de  identificar  siempre  a sus clientes ocasionales o habituales  sobre la base de un documento oficial o  de identificación fiable  y establecer  medidas  que permitan  aclarar la  verdadera identidad  del cliente (recomendaciones  10 y 11)   

Pone  de  presente  la Recomendación numero 13 del documento en mención que los países deben  considerar   las   nuevas  tecnologías  informáticas que favorezcan  el anonimato  del cliente, para  reglamentar  las acciones que impidan su  aplicación en el sistema financiero. (recomendación 13)
El Reglamento Modelo de la CICAD – OEA (artículo 11) recomienda que las instituciones financieras deben abrir cuentas nominativas y no abrir cuentas anónimas ni que figuren bajo nombres ficticios o inexactos. Así mismo, deben registrar y verificar la identidad de sus  clientes, actualizar y conservar la información de éstos. También recomienda mantener registros que permitan la reconstrucción de transacciones.

El numeral segundo del artículo 102 del precitado Estatuto Orgánico del Sistema Financiero establece que las entidades financieras deberán adoptar mecanismos y reglas de conducta las cuales deberán observar sus representantes legales, directores, administradores y funcionarios, con los siguientes propósitos:

a) Conocer adecuadamente la actividad económica que desarrollan sus clientes, su magnitud, las características básicas de las transacciones en que se involucran corrientemente y en particular, la de quienes efectúan cualquier tipo de depósitos a la vista, a término o de ahorro, o entregan bienes en fiducia o encargo fiduciario; o los depositan en cajillas de seguridad;

b) Establecer la frecuencia, volumen y características de las transacciones financieras de sus usuarios;

c) Establecer que el volumen y movimientos de fondos de sus clientes guarde relación con la actividad económica de los mismos

d) Reportar de forma inmediata y suficiente a la unidad de información y análisis financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, pueda conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas

e) Las demás que señale el gobierno nacional.

La legislación colombiana exige a las instituciones financieras, a las bursátiles y organizaciones cooperativas y a otros sujetos obligados, a  tomar todas las medidas razonables para verificar la identidad de los clientes y la clase de  actividad económica que ellos llevan a cabo. Particularmente, los organismos de supervisión y control,  han sido estrictos en exigir la implementación de mecanismos de control adecuados para obtener un amplio conocimiento del cliente.

La Superintendencia Bancaria estableció con carácter de norma de obligatorio cumplimiento la política de “conocimiento del cliente”, originalmente adoptada como “Acuerdo Interbancario” por las entidades afiliadas a la Asociación Bancaria de ese país, lo cual ha sido extendido a otros sectores de la economía por parte de las respectivas autoridades de control y vigilancia

La obligación de conocimiento del cliente y del mercado, es ampliamente desarrollada por la Circular Básica Jurídica expedida por la Superintendencia Bancaria, cuyo texto, en el aparte pertinente, puede ser consultado en el anexo. 

Dicha Circular fue modificada el 10 de junio del año 2003, mediante la Circular 25 expedida por este mismo organismo. La Circular Básica Jurídica incluida en el anexo, cuenta con las modificaciones pertinentes.

La orientación de la circular en comento es la de otorgarle a las entidades vigiladas una mayor libertad en el diseño y aplicación de sus propios SIPLA.

En relaciòn con el conocimiento del cliente, la Circular 25 establece nuevos casos para los que resulta innecesario diligenciar el formulario y obtener información documental. Estos casos son los siguientes: 

· La vinculación a entidades administradoras del sistema general de pensiones en los productos propios de dicho sistema..

· La constitución de fiducias de administración y pagos de obligaciones pensionales

· Los seguros relativos a la seguridad social.

· Los seguros de cumplimiento cuando se celebren para garantizar el cumplimiento de contratos con entidades de carácter público.

· Los seguros de accidentes personales en vuelo. 

· Los títulos de capitalización colocados mediante mercadeo masivo o bancapitalización, siempre que el pago de las cuotas se haga mediante descuento directo de cuenta de ahorros, cuenta corriente o tarjeta de crédito y que el cliente haya autorizado expresamente el traslado.

Adicionalmente, la norma  radica en cabeza de las entidades la responsabilidad de determinar -en función de aspectos tales como el nivel de exposición al riesgo de lavado por el tipo de producto o servicio que se ofrece, el nicho de mercado al que  pertenece o el tipo de cliente de que se trate- qué documentos deben solicitar.  

Igualmente, la Circular precisa que los funcionarios de las entidades que  tengan a su cargo la responsabilidad de desarrollar el mecanismo de conocimiento del cliente, pueden ser responsables administrativamente si como consecuencia de ello la entidad queda desprotegida contra el riesgo de lavado.  Por ello, la norma indica la necesidad de que los manuales de procedimiento señalen de manera clara quienes son los funcionarios que tienen tal facultad de decisión. 

Esta previsión, segùn se establece en esta misma circular,  reconoce que no le corresponde a la autoridad administrativa determinar qué tipo de documentos deben exigir las entidades para la vinculación de un cliente, por ser ello un  asunto propio de la gestión de este riesgo.

Así, la Circular, señala, sólo a título de guía, una lista de documentos que se consideran adecuados para ayudar al proceso de conocimiento del cliente, sin perjuicio, tal como se indicó, de que la entidad determine la necesidad de exigir unos distintos o incluso decida eximir de tal requisito. 

Igualmente la norma en comento señala que la entrevista presencial para la vinculaciòn del cliente resulta innecesaria en los casos en que no es obligatorio el diligenciamiento del formulario de vinculación. 

Se indica que las entidades no están obligadas a obtener el formulario ni a realizar entrevista a las personas que gozan exclusivamente de la calidad de beneficiarios de algún producto o servicio.
Para mayor información consultar: E.O.S.F. (artículo 102); Acuerdo Interbancario de Conocimiento del Cliente (junio de 1996), Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones  10,11,  y 13 ) , Reglamento Modelo de la CICAD – OEA, articulo 11, Circular Bàsica Jurìdica con las modificaciones introducidas por la Circular 25 de 2003.

4.2.4.Disponibilidad de registros

A  la luz  de las Cuarenta Recomendaciones  del  Grupo  GAFI, el plazo mínimo de conservación de los documentos, soporte  de las transacciones, es de cinco (5) años. Esos documentos  que permiten la reconstrucción de operaciones  y pueden constituirse en  pruebas en casos  de lavado, deben estar  a disposición de las autoridades competentes en cada país, (Recomendación  12)      

El Reglamento Modelo de la CICAD – OEA (Artículo 12) establece que los "sujetos obligados" deben atender las solicitudes de información de las autoridades competentes, la cual, conforme a derecho, debe ser compartida con otras autoridades locales o extranjeras.

En Colombia, de conformidad con el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, (artículo 105), los sujetos obligados, sin perjuicio de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero la información a que se refiere a la letra d) del numeral 2º del artículo 102,  sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo solicite la Unidad Especial de Información y Análisis para el Control del Lavado de Activos del Ministerio de Hacienda y los directores regionales o seccionales de la Fiscalía General de la Nación. 

Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a que se refieren los artículos anteriores deben mantener reserva sobre los mismos.

Las entidades y sus funcionarios no pueden dar a conocer a las personas que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Unidad de Información y Análisis Financiero información sobre las mismas, y deben guardar reserva sobre dicha información. 

Por su parte, la Circular Externa Básica Jurídica en su título 1º Capítulo 9º artículo 6.8, en relación con la conservación de documentos, establece que con el propósito de garantizar un mayor grado de colaboración con las autoridades, las entidades deben conservar los documentos relativos a la prevención de lavados de activos por un período no menor de 10 años. 

Para mayor información consultar las siguientes normas: artículos 102 y 105 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria., Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  12), Reglamento  Modelo , articulo 12.
4.2.5. Registro y notificación de transacciones en efectivo

Las  Cuarenta  Recomendaciones del GAFI,  al respecto contemplan   los siguientes  aspectos:

· La vigilancia y control  del transporte  transfronterizo  de dinero  en efectivo e  instrumentos  negociables  al portador, sin que  se restrinja de ninguna  manera el movimiento  de los capitales (recomendación   22)

·  El  estudio y viabilidad  de un sistema central al cual las entidades  financieras reporten toda operación superior  a la suma que se estime conveniente, la cual cuente  con una base de datos que puedan accesar las autoridades competentes en lavado. (recomendación 23) 

· La estimulación y promoción del uso  de medios de pago diferentes  al dinero en efectivo (recomendación 24).

El Reglamento Modelo de la CICAD-OEA (artículo 13) recomienda dejar registros de las transacciones en efectivo que superen el monto fijado por la autoridad competente. Dichos registros deben contener información básica sobre la persona que realice la transacción, sobre el tipo de operación, fecha y monto. Estos registros deben estar debidamente conservados y estar a disposición de las autoridades competentes.
En Colombia este aspecto está recogido en el artículo 103 de Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, de conformidad con el cual toda institución financiera debe dejar constancia, en formulario especialmente diseñado al efecto, de la información relativa a las transacciones en efectivo que realice, en moneda legal o extranjera cuyo valor sea superior  a las cuantías que periódicamente señale la Superintendencia Bancaria.

Estos formularios deben contener, por lo menos:

a)  (Ley 365 de 1997 artículo 24) La identidad, la firma y dirección de la persona que físicamente realice la transacción. Cuando el registro se lleve en forma electrónica, no se requiere la firma.

b) La identidad y la dirección de la persona en nombre de la cual se realice la transacción.

c) La identidad del beneficiario o destinatario de la transacción, si la hubiere.

d) La identidad de la cuenta afectada por la transacción, si existe.

e) El tipo de transacción de que se trata (depósitos, retiros, cobro de cheques, compra de cheques o certificados, cheques de cajero u órdenes de pago, transferencias etc.).

f) La identificación de la institución financiera en la que se realizó la transacción.

g) La fecha, el lugar, la hora y el monto de la transacción.

Las transacciones múltiples en efectivo, tanto en moneda legal como extranjera que en su conjunto superen cierto monto, serán consideradas como una transacción única si son realizadas por o en beneficio de determinada persona durante el día o en cualquier otro plazo que fije la Superintendencia Bancaria.

Las transacciones realizadas entre instituciones financieras sujetas a control y vigilancia, no requerirán de registro especial.

Cuando el giro ordinario de los negocios de un cliente determinado implique la realización corriente de numerosas transacciones en efectivo, la entidad financiera respectiva puede llevar un registro de transacciones en efectivo en lugar del formulario individual, en el cual se debe anotar toda la información que debe consignarse en el formulario individual. Las entidades financieras que decidan llevar dichos registros deben informar mensualmente a la Superintendencia Bancaria las personas que sean objeto de este procedimiento.

Toda institución financiera debe informar periódicamente a la Unidad de Información y Análisis Financiero UIAF, la  totalidad de transacciones en efectivo a las que se refiere el artículo anteriormente mencionado de conformidad con las instrucciones que al efecto imparta la Superintendecia Bancaria (artículo 104 del Decreto 663 de 1.993, modificado por el articulo 27 de la ley 795 de 2003).
La normatividad interna de Colombia establece el deber de las instituciones financieras, hoy extendido a las casas de cambio, aseguradores y agentes del mercado de capitales, de exigir información adicional sobre todas las transacciones de moneda nacional y extranjera que superen la cuantía fijada periódicamente por la autoridad de supervisión.

Esta información adicional consiste en datos sobre la persona que realiza la operación y su beneficiario. Tal información debe trasmitirse a la Unidad de Información y Análisis Financiero, conforme a las instrucciones que para el efecto imparta la Superintendecia Bancaria.

Por su parte la Circular 25 de 2003, modificatoria de la Circular Bàsica Jurìdica, determinò que el reporte de operaciones en efectivo debe remitirse directamente a la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF). por lo cual a partir de su expediciòn las entidades no deben enviar a dicha unidad un reporte consolidado de transacciones en efectivo, sino que lo deberán remitir mensualmente de manera individual por cada transacción que supere los montos establecidos en la norma. 

Para las casas de cmabio, dicha circular establece el deber de remitir a la UIAF la información relativa a la totalidad de las operaciones de cambio que realicen.
Con la expedición de la Circular  Reglamentaria Externa DCIN-30 del  5 de julio de 2002, dirigida a  los intermediarios del mercado cambiario, personas naturales y jurídicas que efectúen operaciones de cambio,  se estableció  que la información que  deben recolectar  de sus  clientes por operaciones iguales o superiores a  quinientos dólares (U$ 500 ) debe  ser puesta  a disposición de la UIF, DIAN y todas las autoridades competentes.

Igualmente la circular 25 establece que, para los efectos propios del régimen de responsabilidad administrativa,  las entidades deben indicar en el manual de procedimientos el cargo que dentro de la estructura organizacional tiene la función de evaluar la conveniencia de exonerar a determinados clientes del diligenciamiento del formulario de transacciones en efectivo. 

Se indica además que a partir de su expediciòn no es necesario efectuar control de transacciones múltiples, sobre las transacciones en efectivo que se realicen en ventanilla para el simple cambio de moneda (billetes o monedas metálicas) en pesos de una denominación por otra.
Para mayor información consultar las siguientes normas: E.O.S.F. (artículos. 103 y 104); artículo 27 de la Ley 795 de 2003; Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria, modificada por la Circular 25 de 2003, Circular DCIN-30 del 5 de julio de 2002 del Banco de la República, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones 22, 23,24), Reglamento Modelo, articulo  13 
4.2.6. Comunicación de transacciones financieras sospechosas

Las Cuarenta Recomendaciones del GAFI invitan a los países a prestar especial atención  a  las operaciones  complejas, inusualmente grandes que no tengan una causa económica o licita aparente y adoptar programas de prevención para detectar y reportar operaciones sospechosas.  (Recomendaciones 14 a 18.)  

Aconseja analizar con detalle las operaciones inusuales y reportar a las autoridades competentes las operaciones sospechosas que se detecten (recomendación 14 y 15) 

Se recomienda incluir normas que exoneren de todo tipo de responsabilidad por el reporte, que prohíban a las entidades que reportan el informar al cliente o a terceros que se ha suministrado información y además establece que las autoridades deben impartir instrucciones precisas para el cumplimiento de estas obligaciones  (recomendación 16, 17 y 18).  

Se trata  igualmente en este documento la necesidad que los países de modo bilateral o multilateral fijen criterios para el intercambio de información sobre operaciones sospechosas (recomendación 32) 

El Reglamento Modelo CICAD-OEA recomienda el reporte de "transacciones sospechosas" a las autoridades competentes. Los sujetos obligados a reportar tales transacciones no pueden poner en conocimiento de persona alguna el hecho de que una información ha sido solicitada o proporcionada a la autoridad competente. El reporte de buena fe exime de responsabilidad penal, civil y administrativa.

En Colombia existe el deber de reportar a la Unidad de Información y Análisis Financiero, las operaciones en las cuales la institución financiera tenga una sospecha razonable sobre el origen de los fondos con que las mismas se realizan. 

Esta obligación se encuentra prevista en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, artículo 102, literal d). Según esta disposición,  las entidades financieras deben reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas.

Este reporte en Colombia no equivale a  denuncia penal  y,  por consiguiente, no implica la iniciación de un proceso de esta índole en relación con la información suministrada. La Unidad de Información y Análisis Financiero UIAF, destinataria del reporte, lo evalúa, y, si considera que existen elementos de juicio suficientes para deducir la existencia de una actividad delictiva, remite su análisis a la Fiscalía General de la Nación para que este organismo inicie la investigación penal respectiva. 

En Colombia el reporte de una operación sospechosa, efectuada de buena fe, no genera responsabilidad civil ni penal para las entidades financieras, sus directores o sus empleados.  

La Circular 25 de 2003, modificatoria del a Circular Bàsica Jurìdica, establece, en relaciòn con el seguimiento y monitoreo general de las operaciones que realizan los usuarios, que las entidades deben estar en capacidad de monitorear, únicamente operaciones que realicen sus usuarios a través de su red de cajeros automáticos o través de otros sistemas electrónicos, de modo que, por medio de señales de alerta, se puedan eventualmente identificar operaciones inusuales. 

La norma indica que le corresponde a cada entidad establecer, en función del nivel de exposición al riesgo de lavado, la necesidad de efectuar este tipo de monitoreo, u otros similares, respecto de operaciones de usuarios que utilicen medios distintos.  

Para mayor información consultar las siguientes normas: E.O.S.F. (artículos. 102 y ss); Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria modificada por la Circular 25 de 2003 y  Convenio de Cooperación Asobancaria – Fiscalía; Ley 526 de 1999, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendaciones 14 a 18, 32).
4.2.7. Programa de cumplimiento obligatorio

Se  establece en   las Cuarenta  recomendaciones del Grupo  GAFI, que los programas de contra  el lavado  de dinero (adopción de procedimientos y controles internos, nombramiento de un oficial de cumplimiento al nivel de dirección, procedimientos adecuados de selección de empleados, programas de capacitación y sistemas de control para verificar el funcionamiento del sistema) implementados  por las instituciones financieras sean supervisados por las autoridades competentes, para garantizar  que dichos programas  sean adecuados  para evitar el lavado. Deben entonces las instituciones financieras  asegurarse que tales principios se apliquen a sus sucursales y filiales en el extranjero. (recomendaciones 19, 20 y  21)  

El Reglamento Modelo de la CICAD-OEA (Artículo 16), recomienda que se le exija a los "sujetos obligados" adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir el lavado de activos, tales como: procedimientos que garanticen la integridad del personal; programas de capacitación; mecanismos de auditoría; designar funcionarios para verificar el cumplimiento de las normas de prevención (oficial de cumplimiento).

La legislación colombiana recoge la obligación de adoptar dicho programa de cumplimiento en los numerales 3º y 4º  del Artículo 102 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. De acuerdo con las citadas normas las entidades financieras  deben diseñar y poner en práctica procedimientos específicos y designar funcionarios responsables de verificar el adecuado cumplimiento de dichos procedimientos (oficiales de cumplimiento). 

Los mecanismos de control y auditoría que adopten las instituciones deben ser informados a la Superintendencia Bancaria.

Este organismo puede en cualquier tiempo formular observaciones a las instituciones cuando juzgue que los mecanismos adoptados no son suficientes a fin de que éstas introduzcan los ajustes correspondientes.

Los mecanismos de control y auditoria, pueden versar exclusivamente sobre las transacciones, operaciones o saldos cuyas cuantías sean superiores a las que se fijen como razonables y suficientes. Tales cuantías se establecerán en el mecanismo que adopte cada entidad atendiendo al tipo de negocios que realiza, amplitud de su red, los procedimientos de selección de clientes, el mercadeo de sus productos, capacidad operativa y nivel de desarrollo tecnológico.

La Circular Básica Jurídica (Circular 07 de 1996) de la Superintendencia Bancaria, dispone en su numeral 6.1. en punto de la responsabilidad de las entidades vigiladas, que  independientemente de que pertenezcan a un mismo grupo financiero, están en la obligación de implementar un sistema integral para la prevención de lavado de activos (SIPLA).

Este sistema integral debe comprender medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de cualquier operación e efectivo, documentaria, de servicios financieros y otras, sean utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento, en cualquier forma, de dinero u otros bienes provenientes de actividades delicitivas, o para dar apariencia de legalidad a las transacciones y fondos vinculados con las mismas. 

La normatividad colombiana es clara en exigir que el “Sistema Integral para la Prevención del Lavado de Activos - SIPLA” se encuentre estructurado, por lo menos, con los siguientes elementos:

* Código de ética o de conducta

* Manual de prevención de lavado de activos

* Establecimiento y desarrollo de la política de  conocimiento del cliente

* Conocimiento y segmentación de mercado y el correspondiente seguimiento  automatizado de  operaciones

* Registro de operaciones y conservación de documentos

* Registro y reporte de operaciones en efectivo

* Registro y reporte de operaciones sospechosas

* Capacitación permanente

* Establecimiento de señales de alerta

* Designación de  un oficial de cumplimiento

De conformidad con la Ley 795 de 2003, los Oficiales de Cumplimiento deben posesionarse y tomar juramento ante la Superintendecia Bancaria. Los funcionarios que desempeñen estas funciones que no se encuentren posesionados  ante la Superintendecia Bancaria, deben hacerlo en los 6 meses siguientes a la fecha de entrada en vigor de dicha ley. 

La Circular 25 de 2003, modificatoria de la Circular Bàsica Jurìdica establece que para que una misma persona pueda desempeñarse como oficial de cumplimiento en varias entidades vigiladas (máximo cinco), la junta directiva de cada una de ellas debe designarlo expresamente para tales fines y asignarle el equipo de trabajo humano y técnico adecuado, debiendo reportar por separado a la junta directiva de cada entidad vigilada en la que se desempeñe como tal.

Para mayor información consultar las siguientes normas: E.O.S.F. (artículos 102, 209 y 211); Artículo 75 de la ley 795 de 2003 y Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria, modificada por la Circular 25 de 2003,  Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones  19, 20,21) , Reglamento Modelo, articulo 16

4.2.8. Extensión de las obligaciones a otros sujetos

De conformidad con  las Cuarenta Recomendaciones, es conveniente que  todas  aquella obligaciones propias  de los sujetos obligados sean  extendidas  a todas  las instituciones financieras no bancarias  y al ejercicio de la actividad financiera autorizada  por parte de empresas  y  profesiones que no sean instituciones financieras, por ejemplo, las casas de cambio (Recomendaciones  8 y 9).

subir
En  el documento que nos ocupa esta consignada la lista de actividades a las que el GAFI aconseja extender las medidas de prevención a que se alude en el párrafo anterior, la cual puede ser consultada en el anexo de las 40 recomendaciones Por su parte, establece el Reglamento Modelo de la CICAD-OEA, que  cuando la autoridad competente lo estime conveniente extenderá la aplicación de las disposiciones relacionadas con las entidades financieras a otros sectores o actividades económicas que puedan ser utilizadas para el lavado de activos (artículo 17).

Colombia ha acogido estas recomendaciones y es así como se consideran "sujetos obligados", además de las entidades financieras, las personas naturales o jurídicas que realizan las siguientes actividades:

* Cooperativas financieras

* Compañías aseguradoras

* Bolsas de valores

* Corredores de bolsa

* Sociedades administradoras de fondos de cesantías y pensiones

* Fondos de inversión

* Importadores y exportadores

* Casinos y juegos de suerte y azar

* Agencias de aduana (nacionalización de mercancías)

* Sociedades de intermediación aduanera

* Sociedades de certificación internacional

* Sociedades portuarias

* Usuarios de operadores de zonas francas

* Empresas transportadoras

* Empresas de mensajería

* Casas de cambio

* Depósitos

Como se observa, la legislación colombiana ha extendido de manera paulatina las obligaciones de adopción de mecanismos de prevención y control de lavado de activos, que inicialmente estaba a cargo exclusivo de las entidades financieras, a un sinnúmero de actividades económicas.

Para mayor información consultar las siguientes disposiciones: Estatuto Orgánico del Sistema Financiero - E.O.S.F. (artículos 102 a 107); Ley 190/95 (artículo 39, extiende el control a las personas sometidas a la Superintendencia de Valores); Ley 365 de 1997 (artículo 23, extiende a cooperativas); Ley 383 de 1997; Ley 526 de 1999; Decreto 1851/97 (somete a las cooperativas a vigilancia de la Superintendencia Bancaria - S.B. ); Circular Externa 39/97 S.B. (compra y venta de inversiones); Circulares Externas 14/95 y 3/97 Superintendencia de Valores;  

Circulares Externas 11/96 y 7/97 Departamento Nacional de Cooperativas – DANCOOP  y Circular 88 de 1999 expedida por la DIAN  ( extiende las obligaciones a los depósitos, las sociedades de intermediación aduanera, las sociedades de certificación internacional, las sociedades portuarias, los usuarios de zonas francas, las empresas transportadoras, las empresas de mensajería y las casas de cambio.), Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI  (recomendaciones  8 y 9), Reglamento Modelo de la CICAD-OEA, articulo 17.
4.2.9. Responsabilidad de los sujetos obligados

El GAFI (recomendación 26) establece que las entidades supervisadas deben asegurase que los “sujetos obligados” han adoptado programas adecuados para evitar el lavado de activos. 

La responsabilidad administrativa de los sujetos obligados a adoptar mecanismos de prevención de lavado de dinero, está recogida en el artículo 15 del Reglamento Modelo de la CICAD-OEA. De acuerdo con dicho Reglamento los empleados de entidades financieras que participen en el delito de lavado de activos deben estar sujetos a las sanciones más severas, y las instituciones financieras deben ser objeto de drásticas multas, la prohibición temporal de realizar operaciones o la suspensión o revocación de la licencia de funcionamiento.

Colombia tiene un régimen sancionatorio drástico en materia de lavado de activos.

En relación con la responsabilidad administrativa, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, , impone a las entidades financieras y a su funcionarios sanciones por el incumplimiento de los programas de prevención y control de lavado de activos.  

En relación con la  responsabilidad administrativa, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (EOSF) modificado por la ley 795 de 2003, consagra la posibilidad de imponer a las entidades financieras y a su funcionarios sanciones por el incumplimiento de los programas de prevención y control de lavado de activos. (Artículo 107 del Decreto 663 de 1993). Estas sanciones son más drásticas que las contempladas para otro tipo de infracciones y pueden ser de carácter institucional o personal. 
subir
El Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, modificado por la Ley 795 de 2003, determina un régimen de responsabilidad personal e institucional.

Es así como, en el artículo 209 de dicho ordenamiento, se establecen sanciones administrativas personales, a los directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros funcionarios o empleados que incumplan sus deberes y obligaciones legales, ejecuten o autoricen actos que resulten violatorios de la ley o incumplan con las órdenes, normas o requerimientos de la Superintendecia Bancaria. Dichos funcionarios, adicionalmente son civil y personalmente responsables de las pérdidas que cualquier persona natural o jurídica sufra por razón de tales infracciones.

En cuanto a la responsabilidad institucional se establece de manera específica que, tratándose de violación a las normas de prevención y control de lavado de activos, la multa que podrá imponerse será hasta de $ 1.742.000.000 de 2002.

Igualmente el Superintendente Bancario podrá ordenar que el establecimiento multado destine una suma adicional equivalente para la implementación de mecanismos correctivos de carácter interno que debe acordar con este organismo de control.

La Circular 25 de 2003, la cual modificò la Circular Bàsica Jurìdica, señala, en la materia, cuáles son los deberes mínimos en materia de SIPLA a cargo de las juntas directivas y del nivel administrativo de las entidades. Indica que las mismas deben señalar en su manual de procedimientos quién, dentro de la estructura organizacional, está facultado para exonerar clientes del diligenciamiento del formulario de transacciones en efectivo. Asì mismo determina que deben señalar claramente en el manual las funciones, responsabilidades y facultades de los administradores y demás  funcionarios de la entidad en materia de prevención del lavado de activos y el deber que tienen tales funcionarios de dejar expresa constancia de que conocen el manual y que se responsabilizan de su cumplimiento.
En el aspecto penal, como se expresó en el primer capítulo de este estudio, se tipifica la omisión de control como delito autónomo, por el no cumplimiento de los mecanismos de control establecidos para el reporte de operaciones en efectivo y se tienen importantes sanciones penales para quien incurra en el delito de lavado de activos.

Con lo anterior, se siguen los parámetros consagrados en el Reglamento Modelo de la CICAD - OEA.

Para una mayor información consultar: E.O.S.F, modificado por la ley 795 de 2003 . artículos 107, 209, 210 y 211  y ley 599 del 2000,  artículos 323, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI, recomendación 26, Reglamento Modelo de la CICAD-OEA, articulo 15, Circular Básica Jurídica, modificada por la Circular 25 de 2003.

4.3.
AUTORIDADES COMPETENTES Y SUS FACULTADES

4.3.1. Autoridades de supervisión y regulación

En las Recomendaciones del GAFI, se resalta el papel de las autoridades  competentes  de cada país, como entes  garantizadores  de la eficaz aplicación de la Cuarenta Recomendaciones. En el mismo sentido, son estas autoridades las llamadas  a establecer  directrices para  la detección de comportamientos sospechosos de los clientes de sus entes vigilados (recomendaciones 26, 27, 28, 29, 31) 

Las autoridades de supervisión deben colaborar con otras autoridades nacionales en la prevención y represión del lavado de activos (recomendación 26). La supervisión a otras profesiones o actividades que manejen dinero en efectivo (recomendación 27). Las autoridades deben dictar directrices que ayuden a las entidades financieras a detectar operaciones sospechosas (recomendación 28). Las autoridades deben evitar que posibles delincuentes participen en el capital de las entidades financieras (recomendación 29). 

El Reglamento Modelo CICAD-OEA en su artículo 19, establece las facultades que deben tener las autoridades para regular la prevención del lavado de dinero y supervisar su cumplimiento. Las autoridades competentes en cada país deben cumplir las siguientes funciones, facultades y obligaciones: suspender o cancelar licencias; adoptar medidas para que personas no idóneas controlen o participen en la dirección de una institución financiera; reglamentar y vigilar el cumplimiento de las normas de prevención de lavado de activos; prestar cooperación con otras autoridades locales o extranjeras. 

La facultad de supervisión y control en relación con los mecanismos de prevención de lavado de activos, tratándose de las entidades financieras, recae en Colombia en la Superintendencia Bancaria, organismo que goza de amplias atribuciones en la materia. En relación con las entidades pertenecientes a otros sectores económicos, tal función la cumple el ente encargado de su vigilancia (Superintendencia de Valores, Superintendencia de Sociedades,  etc.)

La Superintendencia Bancaria ha expedido numerosas circulares modificatorias de la Circular Básica Jurídica (07 de 1996) entre ellas la 61, 72, 74, 75, 81 y 84 de 1996, 05 y 52 de 1997, 12 de 1999 y 25 de 2003. En estas  se contempla un Sistema Integral para la Prevención de Lavado de Activos  (SIPLA), el cual incluye la necesidad de conocer suficientemente al cliente, la implementación de un adecuado desarrollo tecnológico para dicho efecto, la especialización y la ampliación de los controles adoptados por cada entidad, y la obligatoriedad de expedir manuales antilavado y códigos de ética.

La facultad reguladora recae en el Gobierno Nacional de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual señala que compete al Gobierno modificar las disposiciones contenidas en tal estatuto relacionadas con los requerimientos y procedimientos sobre prevención y control de lavado de activos. 

Para mayor información consultar artículo 106 del E.O.S.F. y Circular Básica Jurídica (Circular 007 de 1996), Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendaciones  26,27,28,29, 31), Reglamento Modelo, articulo  19.

4.3.2. Unidades de Inteligencia Financiera

En  la recomendación 31   del GAFI se  expresa que las autoridades internacionales y nacionales competentes (supervisores bancarios) deberían estar facultadas para recopilar y divulgar entre las instituciones financieras de cada país información que permita  actualizar  y  perfeccionar  los conocimientos  y técnicas en torno  al lavado.

También recomienda el intercambio internacional de información sobre transacciones, personas o empresas involucradas en operaciones sospechosas de lavado.  (recomendación 32)

El Reglamento Modelo de la CICAD-OEA (Artículo 9) recomienda a los países miembros la creación de Unidades que se encarguen de recibir, solicitar y analizar la información financiera que suministren los "sujetos obligados".

En Colombia, con la expedición de la Ley 526 de 1999,  se  creó la Unidad de Información y Análisis Financiero. Dicha Unidad cumple con los requerimientos y funciones consagradas en el Reglamento Modelo. Su naturaleza y principales funciones están recogidas en los artículos 1° y 3° de la citada ley: 

La ley 526 de 1999, creó la  Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF), como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio independiente y regímenes especiales en materia de administración de personal, nomenclatura, clasificación, salarios y prestaciones, de carácter técnico, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, cuyas funciones son de intervención del Estado con el fin de detectar prácticas asociadas con el lavado de activos.

La Unidad tiene como objetivo la detección, prevención y en general la lucha contra el lavado de activos en todas las actividades económicas, para lo cual centraliza, sistematiza y analiza la información recaudada en desarrollo de lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, las normas tributarias, aduaneras y demás información que conozcan las entidades del Estado o privadas que pueda resultar vinculadas con operaciones de lavado de activos (artículo 3 de la citada ley).

Dichas entidades están obligadas a suministrar, de oficio o a solicitud de la Unidad, la información de que trata el presente artículo. Así mismo, la Unidad puede recibir información de personas naturales. 

La Unidad, en cumplimiento de su objetivo, comunica a las autoridades 
competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio cualquier información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra el lavado de activos y las actividades descritas en el artículo 2º de la Ley 333 de 1996.

La Unidad puede hacer el seguimiento de capitales en el extranjero en coordinación con las entidades de similar naturaleza en otros Estados.

Colombia, en esta materia, sigue de cerca las recomendaciones del  Reglamento Modelo de la CICAD – OEA, el cual dispone como necesaria la implementación de una entidad que realice las funciones de centralización y análisis de la información proveniente de los reportes efectuados como consecuencia de los mecanismos de control y prevención de actividades delictivas. Igualmente, estos organismos hacen las veces de filtro de la información, de suerte que sólo remiten a las autoridades competentes aquellos datos que resulten útiles en las investigaciones que estos adelantan.

Teniendo en cuenta que para la realización de sus funciones la UIAF, requiere  de la colaboración de las entidades publicas y privadas, el articulo 1 del Decreto 1497 de 2002, expresa  que las Superintendencias y  Dirección de Impuestos Nacionales, DIAN, deben informar  a la UIAF de las operaciones vinculadas  al lavado de las que tengan conocimiento. Igual deber  se hace extensivo a las  siguientes personas jurídicas:

· Las entidades publicas  y privadas pertenecientes  a sectores económicos diferentes  al financiero, asegurador y de valores.

· Personas jurídicas  o naturales que se dediquen en forma profesional a la compra y venta de divisas.

· Entidades que administren sistemas de tarjetas de crédito.

Se  consagra  en el articulo 6 del decreto 1497 de 2002, que la UIAF, podrá abstenerse  de entregar información  autoridades diferentes  a la Fiscalía General de la Nación, no obstante  dichas autoridades desarrollen funciones relacionadas  con el lavado de activos. 

Para mayor información consultar la ley 526 de 1999, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendaciones 31, 32), Reglamento Modelo, articulo 9,  Decreto 1497 del 19 de julio de  2002, artículos 1, 25, 6.
4.3.3. Cooperación internacional

Este principio es desarrollado ampliamente por las Cuarenta Recomendaciones, de la siguiente forma;

· Todo  programa  eficaz  de lucha contra el lavado se basa en la colaboración multilateral y la asistencia legal mutua (recomendación 3)

· El mejoramiento del intercambio internacional espontaneo o por previa solicitud  entre  las autoridades competentes de cada país. (recomendación 32)

· Los países deberían ratificar y aplicar los convenios internacionales sobre  lavado de  dinero (recomendación 35) 

· Se  alienta  a los países  apoyar a  la entrega vigilada  de bienes, productos  del delito  de lavado (recomendación  36)

· Se deben implementar procedimientos  para  la asistencia mutua en cuestiones penales y coercitivas (recomendación 37)

· Deben  adoptarse mecanismos que permitan respuestas  y acciones rápidas entre países con relación a decomiso, identificación de bienes, extradición de nacionales, etc..(recomendaciones 38, 39 , 40)

En relación con la necesidad de cooperación internacional que debe existir entre los estados miembros para luchar contra el lavado de activos, en el artículo 20 del Reglamento Modelo de la CICAD-OEA, se recomienda la asistencia mutua relacionada con el delito de lavado de activos y para la incautación y decomiso de bienes El artículo 3 de la ley 526 de 1999, indica sobre el particular que la  Unidad puede celebrar convenios de cooperación con entidades de similar naturaleza de otros Estados y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar, sin perjuicio de las obligaciones consagradas en dicha ley.

Por su parte, el Nuevo Código de Procedimiento Penal, ley 600 del 2000 indica en su artículo 499 que en materia de cooperación internacional son principalmente aplicables las normas internacionales y subsidiariamente las internas. Así mismo, el artículo 500 señala que la Fiscalía General de la Nación puede celebrar con sus homólogos extranjeros, actos dirigidos al intercambio de tecnología, experiencia y coordinación de cooperación judicial, capacitación o cualquier otro con similares propósitos.   

Como se observa, Colombia, en punto a la cooperación internacional, sigue de cerca las recomendaciones del Reglamento Modelo de la CICAD - OEA.

La Unidad de Información y Análisis Financiero -UIAF, está facultada, mediante la Ley 526 de 1999, para suscribir acuerdos con entidades homólogas para facilitar el intercambio de información.

Así mismo, Colombia ha suscrito acuerdos bilaterales de cooperación con diversos estados de América y Europa, para el intercambio de pruebas y para fines de extradición, la cual es permitida por el  artículo 35 de la Constitución Política. 

Los exhortos se tramitan a través de los canales diplomáticos; y las cartas rogatorias, a través de la Fiscalía General de la Nación.

Para mayor información consultar las siguientes normas: a) Extradición: Constitución Política (artículos 35 y 29); Nuevo Código de  Procedimiento Penal (artículos 499 y 500) , ley 526 de 1999Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI, recomendaciones  3, 32, 36 a 40 Reglamento Modelo, articulo 20 
4.3.4. Secreto o reserva bancaria 

En las Cuarenta Recomendaciones  del Grupo GAFI, se resalta que las leyes  de reserva bancaria de las instituciones financieras no pueden ser óbice para la aplicación de dichas recomendaciones  (recomendación 2)  
El Reglamento Modelo CICAD – OEA establece que el secreto o reserva bancaria  no debe ser un impedimento para el cumplimiento de las disposiciones del citado Reglamento ( artículo 21).

En Colombia, la  Circular Básica Jurídica define la reserva bancaria como  el deber que tienen los funcionarios de las entidades financieras y aseguradoras de guardar reserva y discreción sobre los datos de sus clientes o sobre aquellos relacionados con la situación propia de la compañía, que conozcan en desarrollo de su profesión u oficio.

No obstante, señala la citada Circular que  si bien la reserva bancaria es una figura amparada por los derechos constitucionales a la intimidad y fundamentada en el principio del secreto profesional y la reserva de los papeles del comerciante, bajo su amparo no es posible que queden protegidas conductas criminales, abusivas o contrarias a la buena fé que ha de regir el tráfico mercantil, o lo que es mas grave aún, resultar encubierta información que facilite la labor de la administración de justicia y de los órganos que con ella colaboran en la lucha por el imperio de la moral y el derecho. Expresa la citada Circular que si no existe detrás del sigilo del banquero  un interés legítimo de una tercera persona que obtenga de esa discreción justa defensa contra la infidelidad o deslealtad, la utilización u observancia de esa práctica se convierte en un irresponsable ocultamiento que debe ser sancionado.

Como se observa de lo anteriormente dicho, aunque la reserva bancaria en Colombia es considerada como una de las garantías más valiosas con que cuentan los clientes del sistema financiero, no resulta oponible a las solicitudes de información efectuadas por las autoridades competentes, con el cumplimiento de las formalidades legales, particularmente si ello corresponde a investigaciones de carácter penal. La reserva bancaria tampoco es obstáculo para que las entidades financieras cumplan con su deber de colaboración con las autoridades para prevenir el lavado de activos (artículos 102 y siguientes del Decreto 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero)

Esta cooperación con las autoridades,  puede extenderse a las autoridades judiciales extranjeras, previa solicitud a través de los canales diplomáticos previstos, para su exclusiva utilización en procesos criminales o fiscales.

Para mayor información consultar las siguientes normas: Constitución Política (artículo 15);  artículos 102  y siguientes del EOSF y Circular Básica Jurídica expedida por la Superintendencia Bancaria, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendación 2), Reglamento Modelo, articulo 21.

II. CUADRO ESQUEMATICO DE LEGISLACION

CARACTERÍSTICAS    


NORMA APLICABLE

	Tipificación del delito
	artículos  324, 325, 326 y 327 de la ley 599 del 2000; artículo 65, 66, 340, 441, 450  de la ley 600 del 2000, artículo  8   de la ley   747 de 2002, artículos 8,9, 10 de  la Ley 733 de 2002, Cuarenta Recomendaciones del Grupo GAFI (recomendaciones  4, 5, 6, 40), Reglamento Modelo ( articulo 1)



	Medidas cautelares
	Artículo 19 de la ley 333 de 1996, Decreto numero 1975 de 2002,CuarentaRecomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  7), Reglamento  Modelo , articulo 4 



	Decomiso de bienes productos o instrumentos
	Ley 600 del 2000 (artículo 67 comiso, 68 extinción del dominio); Ley 333 de 1996 (extinción del dominio), Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  7), Reglamento  Modelo , articulo 5

· 

	Terceros de buena fe 
	Ley 333 de 1996, artículos 4 y 12, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  7) Reglamento  Modelo , articulo  6 



	Destino de los bienes productos o instrumentos decomisados 
	Ley 333 de 1996, articulo 26, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  38), 



	Sujetos obligados
	artículo 102 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciónes  8,9), Reglamento  Modelo , articulo 10 

· 

	Identificación de clientes, mantenimiento de registro
	E.O.S.F. (artículo 102); Acuerdo Interbancario de Conocimiento del Cliente (junio de 1996),  Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones  10,11,  y 13 ) , Reglamento Modelo , articulo 11, Circular Bàsica Jurìdica, con las modificaciones introducidas por la Circular 25 de 2003

·  

	Disponibilidad de los registros
	artículos 102 y 105 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria., Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendación  12), Cuarenta Reglamento  Modelo , articulo 12.

· 

	Registro y notificación de transacciones en efectivo 
	: E.O.S.F. (artículos. 103 y 104, este último modificado por el artículo 27 de la Ley 795 de 2003); Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria, con las modificaciones introducidas por la Circular 25 de 2003Circular DCIN-30 del 5 de julio de 2002 del Banco de la República, Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones 22, 23,24), Reglamento Modelo, articulo  13 

 

	Comunicación de transacciones financieras sospechosas
	· E.O.S.F. (artículos. 102 y ss); Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria con las modificaciones introducidas por la Circular 25 de 2003 y  Convenio de Cooperación Asobancaria – Fiscalía; Ley 526 de 1999, Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendaciones 14 a 18, 32).

	Programa de cumplimiento obligatorio
	E.O.S.F. (artículos 102, 209 y 211); artículo 75 de la Ley 795 de 2003 y Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria con las modificaciones introducidas por la Circular 25 de 2003, Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (recomendaciones  19, 20,21) , Reglamento Modelo, articulo 16

· 

	Extensión de obligaciones a otros sujetos 
	Estatuto Orgánico del Sistema Financiero - E.O.S.F. (artículos 102 a 107); Ley 190/95 (artículo 39, extiende el control a las personas sometidas a la Superintendencia de Valores); Ley 365 de 1997 (artículo 23, extiende a cooperativas); Ley 383 de 1997; Ley 526 de 1999; Decreto 1851/97 (somete a las cooperativas a vigilancia de la Superintendencia Bancaria - S.B. ); Circular Externa 39/97 S.B. (compra y venta de inversiones); Circulares Externas 14/95 y 3/97 Superintendencia de Valores;  Circulares Externas 11/96 y 7/97 Departamento Nacional de Cooperativas – DANCOOP  y Circular 88 de 1999 expedida por la DIAN  ( extiende las obligaciones a los depósitos, las sociedades de intermediación aduanera, las sociedades de certificación internacional, las sociedades portuarias, los usuarios de zonas francas, las empresas transportadoras, las empresas de mensajería y las casas de cambio.), Cuarenta Recomendaciones del  Grupo GAFI  (recomendaciones  8 y 9), Reglamento Modelo, articulo 17.



	Responsabilidad de los sujetos obligados
	E.O.S.F. artículos 107, 209, 210 y 211, estos últimos modificados por el artículo 45 de la ley 795 de 2003;  ley 599 del 2000,  artículos 323, Cuarenta Recomendaciones del Grupo GAFI, recomendación 26, Reglamento Modelo, articulo 15. Circular Bàsica Jurìdica, con las modificaciones introducidas por la Circular 25 de 2003
 

	Autoridades de supervisión y regulación
	artículo 106 del E.O.S.F. y Circular Básica Jurídica (Circular 007 de 1996), Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendaciones  26,27,28,29, 31)  , Reglamento Modelo, articulo  19. 

	Unidad de inteligencia financiera 
	- ley 526 de 1999, Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendaciones 31, 32), Reglamento Modelo, articulo 9,  Decreto 1497 del 19 de julio de  2002, artículos 1, 25, 6.



	Cooperación internacional 
	- a) Extradición: Constitución Política (artículos 35 y 29); Nuevo Código de  Procedimiento Penal (artículos 499 y 500) , ley 526 de 1999, Cuarenta  Recomendaciones del Grupo GAFIrecomendaciones  3, 32, 36 a 40 Reglamento Modelo, articulo 20


	Secreto o reserva bancaria
	Constitución Política (artículo 15);  artículos 102  y siguientes del EOSF y Circular Básica Jurídica expedida por la Superintendencia Bancaria, Cuarenta  Recomendaciones del  Grupo GAFI (Recomendación 2), Reglamento Modelo, articulo 21.

· 


III. ANEXO DE NORMAS
I.
LEYES Y DECRETOSTC "I.
LEYES Y DECRETOS"
1.
LEY 333 DE DICIEMBRE 19 DE 1997.“Por la cual se establecen las normas de extinción del dominio sobre los bienes adquiridos en forma ilícita”

2.
LEY 365 DE FEBRERO 21 DE 1997. “Por la cual se establecen normas tendientes a combatir la delincuencia organizada y se dictan otras disposiciones”

3.
LEY 526 DE AGOSTO 12 DE 1999. “Por la cual se crea la Unidad de Información y Análisis Financiero”

4.  LEY 599 DEL 2000. “  Por la cual se expide el Nuevo Código Penal”

5.  LEY 600 DEL 2000.  “ Por la cual se expide el Nuevo Código de Procedimiento   Penal” 

6.  LEY 747 -19/07/2002, por medio de la cual se hacen unas reformas y adiciones al Código Penal (Ley 599 de 2000), se crea el tipo penal de trata de personas y se dictan otras disposiciones

7. LEY 733 DE 2002(enero 29), por medio de la cual se dictan medidas tendientes a erradicar los delitos de secuestro, terrorismo y extorsión, y se expiden otras disposiciones.

8. LEY 795 DE 2003 ( enero 14),  por medio de la cual se ajustan algunas normas  la del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones


9.
DECRETO 663 DE ABRIL 2 DE 1993. “Estatuto Orgánico del Sistema Financiero Colombiano”

10.
DECRETO 1890 DE 1999. “Por medio del cual se determina la composición de la Comisión de Coordinación Interinstitucional para el Control del Lavado de Activos, creada por el Decreto 950 de 1995”

11. DECRETO NUMERO 1497 DE 2002 (julio 19), por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 526 de 1999 y se dictan otras disposiciones.

12. DECRETO NÚMERO 1975 DE 2002  (3 DE SEPTIEMBRE DE 2002) Por medio del cual se suspende la ley 333 de 1996 y se regulan la acción y trámite de la extinción del dominio

II.
CIRCULARES DE LA SUPERINTENDENCIA BANCARIATC "II.
CIRCULARES DE LA SUPERINTENDENCIA BANCARIA"
1. CIRCULAR BASICA JURIDICA DE LA SUPERINTENDENCIA BANCARIA. “Normas Referentes a la Prevención, Represión y Control del Lavado de Activos”

2. CIRCULAR EXTERNA 46 DE  29 DE OCTUBRE DE 2002  MODIFICA LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EN LO RELACIONADO CON PREVENCIÓN DETECCIÓN CONTROL Y REPRESIÓN DEL LAVADO DE ACTIVOS EN EL SISTEMA FINANCIERO.

3. CIRCULAR EXTERNA 25 DE JUNIO 10 DE 2003 MODIFICA LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EN LO RELACIONADO CON PREVENCIÓN DETECCIÓN CONTROL Y REPRESIÓN DEL LAVADO DE ACTIVOS EN EL SISTEMA FINANCIERO.

III.
ACUERDOS INTERBANCARIOS Y DECLARACIONES DE LA ASOCIACIÓN BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIATC "III.
ACUERDOS INTERBANCARIOS Y DECLARACIONES DE LA ASOCIACIÓN BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA"
1.
Acuerdo sobre el papel del sistema financiero en la detección, prevención y represión del movimiento ilícito de capitales (21 de octubre de 1992)

2.
Código uniforme de conducta de los miembros de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, en relación con su función en la detección, prevención y represión del movimiento ilícito de capitales (21 de octubre de 1992)

3.
Acuerdo interbancario programa de capacitación sobre el control y prevención del lavado de activos (5 de junio de 1996)

4.
Declaración de principios y acciones del sector financiero frente al lavado de activos (5 de junio de 1996)

5.
Comisión de seguimiento para los acuerdos interbancarios sobre el lavado de activos (5 de junio de 1996)

6.
Acuerdo interbancario conocimiento del cliente (5 de junio de 1996)

IV. RESOLUCIONES  DEL BANCO DE LA REPUBLICA

1. Resolución Externa  No.  3 DE 2002  (Junio 7), Por la cual se modifica la Resolución Externa No. 8 del 2000

I. LEYES Y DECRETOSTC "I. LEYES Y DECRETOS"
1.
LEY 333 DE DICIEMBRE 19 DE 1997. “Por la cual se establecen las normas de extinción del dominio sobre los bienes adquiridos en forma ilícita”.

Artículo 1º. Del concepto. Para los efectos de esta ley, se entiende por extinción del dominio la pérdida de este derecho en favor del Estado, sin contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para su titular.

Artículo 2º. De las causales. Por sentencia judicial se declarará la extinción del derecho de dominio de los bienes provenientes directa o indirectamente del ejercicio de las actividades que más adelante se establezcan o que hayan sido utilizados como medios o instrumentos necesarios para la realización de los mismos. Dichas actividades son:

3.
Grave deterioro de la moral social. Para los fines de esta norma, se entiende que son hechos que deterioran la moral social los delitos contemplados en el Estatuto Nacional de Estupefacientes y las normas que lo modifiquen o adicionen, testaferrato, el lavado de activos, los delitos contra el orden. económico y social, delitos contra los recursos naturales; fabricación y tráfico de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas militares, concusión, cohecho, tráfico de influencias, rebelión, sedición, asonada, o provenientes del secuestro, secuestro extorsivo o extorsión.(Subrayado Extratextual)

Artículo 3º. De los bienes. Para los efectos de esta ley se entenderá por bienes susceptibles de extinción del dominio todo derecho o bien mueble o inmueble, con excepción de los derechos personalísimos.

La extinción del dominio también se declarará sobre el producto de los bienes adquiridos en las circunstancias de que trata esta ley, los derivados de éstos, sus frutos, sus rendimientos, y sobre los recursos provenientes de la enajenación o permuta de bienes adquiridos ilícitamente o destinados a actividades delictivas o considerados como producto, efecto, instrumento u objeto del ilícito. Cuando se mezclen bienes de ilícita procedencia con bienes adquiridos lícitamente, la extinción del dominio procederá sólo hasta el monto del provecho ilícito.

Artículo 4º. De los bienes adquiridos por acto entre vivos. Tratándose de bienes transferidos por acto entre vivos, procederá la extinción del dominio cuando un tradente los haya adquirido en los casos contemplados en el artículo segundo y los adquirentes hubieren actuado con dolo o culpa grave respecto del conocimiento de las causales allí contempladas.

En los casos en que se hubiere constituido fiducia o encargo fiduciario sobre los bienes respecto de los cuales se pretenda la extinción del dominio, bastará para su procedencia que alguna de las causales señaladas en el artículo segundo sea predicable del encargante o constituyente, sin perjuicio de los derechos de la fiduciaria a su remuneración y de los derechos de beneficiarios y terceros que no hubieren actuado con dolo o culpa grave.

Las disposiciones de esta ley no afectarán los derechos que con arreglo a las leyes civiles se deriven de los negocios jurídicos válidamente celebrados ni los de su invalidez, nulidad, resolución, rescisión e ineficacia para las partes y terceros, ni los inherentes al pago de lo no debido ni al ejercicio de las profesiones liberales.

Artículo 5º. De los bienes adquiridos por causa de muerte. Procederá la extinción del derecho de dominio respecto de los bienes objeto de sucesión por causa de muerte, cuando dichos bienes hayan sido adquiridos por el causante en cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 2 de la presente ley.

En el evento de haberse efectuado la partición y realizado el pago del impuesto por el adjudicatario, así como la ganancia ocasional, si la hubiere, el Estado deberá devolverlos para que sea procedente la ejecución de la sentencia.

Artículo 6º. De los bienes equivalentes. Cuando no resultare posible ubicar, incautar o aprehender otros bienes determinados sobre los cuales verse la extinción del dominio, al momento de la sentencia podrá el juez declarar extinguido el dominio sobre un valor equivalente. Lo dispuesto en el presente artículo no podría interpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.

Parágrafo. Antes de la sentencia de primera instancia, no podrá el juez que esté conociendo de la acción de extinción del dominio aprehender, ocupar u ordenar la práctica de medidas cautelares sobre bienes equivalentes.
2.
LEY 365 DE FEBRERO 21 DE 1997. “Por la cual se establecen normas tendientes a combatirla delincuencia organizada y se dictan otras disposiciones”.

Artículo 2º. El Código de Procedimiento Penal tendrá un artículo 61A, del siguiente tenor:

Artículo 61A. Cancelación de personería jurídica de sociedades u organizaciones dedicadas al desarrollo de actividades delictivas o cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público.

Cuando en cualquier momento del proceso el funcionario judicial encuentre demostrado que se han dedicado total o parcialmente personas jurídicas, sociedades u organizaciones al desarrollo de actividades delictivas, ordenará a la autoridad competente que, previo el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para ello, proceda a la cancelación de su personería jurídica o al cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público”.

Artículo 4º. El artículo 58 del Código Penal quedará así:

“Artículo 58. Prohibición del ejercicio de una industria, comercio, arte, profesión u oficio. Siempre que se cometa un delito con abuso del ejercicio de una industria, comercio, arte, profesión u oficio, o contraviniendo las obligaciones que de ese ejercicio se deriven, el juez, al imponer la pena, podrá privar al responsable del derecho de ejercer la mencionada industria, comercio, arte, profesión u oficio, por un término hasta de cinco años”.

Artículo 7º. El artículo 177 del Código Penal quedará así:

“Artículo 177. Receptación. El que sin haber tomado parte en la ejecución de un delito adquiera, posea, convierta o transmita bienes muebles o inmuebles, que tengan su origen mediato o inmediato en un delito, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, incurrirá en pena de prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa de cinco (5) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales, siempre que el hecho no constituya otro delito de mayor gravedad.

Si la conducta se realiza sobre un bien cuyo valor sea superior a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales, la pena privativa de la libertad se aumentará de una tercera parte a la mitad”.

Artículo 9º. El Título VII del Libro del Código Penal tendrá un Capítulo III denominado Del lavado de activos, con los siguientes artículos:

“Artículo 247A. Lavado de activos. El que adquiera, resguarde, invierta, transporte, transforme, custodie o administre bienes que tengan su origen mediato o inmediato en actividades de extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, rebelión o relacionadas con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, le (sic) dé a los bienes provenientes de dichas actividades apariencia de legalidad o los legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre tales bienes, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito incurrirá, por ese solo hecho, en pena de prisión de seis (6) a quince (15) años y multa de quinientos (500) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales.

La misma pena se aplicará cuando las conductas descritas en el inciso anterior se realicen sobre bienes que conforme al parágrafo del artículo 340 del Código de Procedimiento Penal, hayan sido declaradas de origen ilícito.

Parágrafo 1º. El lavado de activos será punible aun cuando el delito del que provinieren los bienes, o los actos penados en los apartados anteriores hubiesen sido cometidos, total o parcialmente, en el extranjero.

Parágrafo 2º. Las penas previstas en el presente artículo se aumentarán de una tercera parte (1/3) a la mitad (1/2) cuando para la realización de las conductas se efectuaren operaciones de cambio o de comercio exterior, o se introdujeren mercancías al territorio nacional.

Parágrafo 3º. El aumento de pena previsto en el parágrafo anterior, también se aplicará cuando se introdujeren mercancías de contra​bando al territorio nacional.

Artículo 247B. Omisión de control. El empleado o directivo de una institución financiera o de una cooperativa de ahorro y crédito que, con el fin de ocultar o encubrir el origen ilícito del dinero omita el cumplimiento de alguno o todos los mecanismos de control establecidos por los artículos 103 y 104 del Decreto 663 de 1993 para las transacciones en efectivo incurrirá, por ese solo hecho, en pena de prisión de dos (2) a seis (6) años y multa de cien (100) a diez mil (10.000) salarios mínimos legales mensuales.

Artículo 247C. Circunstancias específicas de agravación. Las penas privativas de la libertad previstas en el artículo 247A se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea desarrollada por persona que pertenezca a una persona jurídica, una sociedad o una organización dedicada al lavado de activos, y de la mitad a las tres cuartas partes cuando sean desarrolladas por los jefes, administradores o encargados de las referidas personas jurídicas, sociedades u organizaciones.

Artículo 247D. Imposición de penas accesorias. Si los hechos previstos en los artículos 247A y 247B fueren realizados por empresario de cualquier industria, administrador, empleado, directivo o intermediario en el sector financiero, bursátil o asegurador según el caso, servidor público en el ejercicio de su cargo, se le impondrá, además de la pena correspondiente, la de pérdida del empleo público u oficial o la de prohibición del ejercicio de su arte, profesión u oficio, industria o comercio, según el caso, por un tiempo no inferior a tres (3) años ni superior a cinco (5)”.

Artículo 14. El artículo 340 del Código de Procedimiento Penal quedará así:

“Artículo 340. Extinción del derecho de dominio. Por sentencia judicial se declarará extinguido el dominio sobre bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del patrimonio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social. Para estos efectos, los delitos contemplados en el Estatuto Nacional de Estupefacientes y las normas que lo modifiquen o adicionen, así como los delitos de secuestro simple, secuestro extorsivo, extorsión, lavado de activos y testaferrato, los delitos contra el orden económico y social, delitos contra los recursos naturales, fabricación y tráfico de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas militares, concusión, cohecho, tráfico de influencias, rebelión, sedición, asonada, se considera que causan grave deterioro de la moral social. En todo caso quedan a salvo los derechos de terceros de buena fe. Los bienes y recursos sobre los cuales se declare la extinción del dominio, sin excepción alguna, ingresarán al Fondo para la Rehabilitación Inversión Social y la Lucha contra el Crimen Organizado y serán asignados por el Consejo Nacional de Estupefacientes. (Subrayado extratextual).

Parágrafo. En las investigaciones y procesos penales adelantados por delitos de extorsión, secuestro extorsivo, testaferrato, lavado de activos, delitos contemplados en el Estatuto Nacional de Estupe​facientes y las normas que lo modifiquen o adicionen, enriquecimiento ilícito de servidores públicos o de particulares, peculado, interés ilícito en la celebración de contratos, contratos celebrados sin requisitos legales, emisión ilegal de moneda o de efectos o valores equiparados en moneda, ejercicio ilícito de actividades monopolísticas o de arbitrio rentístico, hurto sobre efectos y enseres destinados a la seguridad y la defensa nacionales, delitos contra el patrimonio que recaigan sobre bienes del Estado, utilización indebida de información privilegiada, utilización de asuntos sometidos a secreto o reserva, la declaración de que un bien mueble o inmueble es de origen ilícito es independiente de la responsabilidad penal del sindicado y de la extinción de la acción penal o de la pena. En estos casos procederá la extinción del dominio, de conformidad con lo dispuesto en la ley que regula esta acción real.

Salvo que el proceso termine por demostración de la inexistencia del hecho, la declaración de que un bien mueble o inmueble es de origen ilícito se hará en la resolución inhibitoria, en la resolución de preclusión de la investigación, en el auto de cesación de procedi​miento o en la sentencia. En la misma providencia y con miras al adelantamiento del proceso de extinción del derecho de dominio se ordenará el embargo y secuestro preventivo de los bienes declarados de origen ilícito”.

Artículo 21. Adiciónase al artículo 209 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Cuando los actos violatorios a que hace referencia el presente artículo recaigan sobre las disposiciones contenidas en el Capítulo XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la multa que podrá imponerse será hasta de cincuenta millones de pesos ($50.000.000) a favor del Tesoro Nacional. Esta suma se reajustará en la forma prevista en el inciso primero del presente artículo.

Esta multa podrá ser sucesiva mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicará sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar por cada infracción cometida.

Adicionalmente, el superintendente bancario podrá exigir la remo​ción inmediata del infractor y comunicar esta determinación a todas las entidades vigiladas”.

Artículo 22. Adiciónase el artículo 211 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“3.
Disposiciones relativas a la prevención de conductas delictivas. Cuando la violación a que hace referencia el numeral primero del presente artículo recaiga sobre las disposiciones contenidas en el Capitulo XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la multa que podrá imponerse será hasta de mil millones de pesos ($1.000.000.000).

Adicionalmente, el superintendente bancario podrá ordenar al establecimiento multado que destine una suma hasta de mil millones de pesos ($1.000.000.000) a la implementación de mecanismos correctivos de carácter interno que deberá acordar con el mismo organismo de control. 

Estas sumas se reajustarán en la forma prevista en el inciso 1º del presente artículo”.

Artículo 23. Entidades cooperativas que realizan actividades de ahorro y crédito. Además de las entidades Cooperativas de Grado Superior que se encuentran bajo la vigilancia de la Superintendencia Bancaria, también estarán sujetas a lo establecido en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, todas las entidades cooperativas que realicen actividades de ahorro y crédito.

Para las entidades no vigiladas por la Superintendencia Bancaria, el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas (Dancoop) determinará las cuantías a partir de las cuales deberá dejarse constancia de la información relativa a transacciones en efectivo.

Así mismo, reglamentará y recibirá el informe periódico sobre el número de transacciones en efectivo a que hace referencia el artículo 104 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, como también el informe mensual sobre registro de las múltiples transacciones en efectivo a que hace referencia el numeral 2º del artículo 103 del mismo Estatuto, que realicen las entidades cooperativas que no se encuentren bajo la vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

Las obligaciones contenidas en este artículo empezarán a cumplirse en la fecha que señale el gobierno nacional.

3.
LEY 526 DE AGOSTO 12 DE 1999: “Por medio de la cual se crea la Unidad de Información y Análisis Financiero.


Artículo 1º. Unidad Administrativa Especial. Créase la Unidad de Información y Análisis Financiero, como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio independiente y regímenes especiales en materia de administración de personal, nomenclatura, clasificación, salarios y prestaciones, de carácter técnico, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, cuyas funciones serán de intervención del Estado con el fin de detectar prácticas asociadas con el lavado de activos.

Los empleos de la Unidad de Información y Análisis Financiero no serán de   carrera administrativa. Los servidores públicos que laboren en la Unidad Administrativa Especial que se crea mediante la presente ley, serán de libre nombramiento y remoción.

Artículo 2º. Estructura orgánica. La unidad que se crea mediante la presente ley, tendrá la siguiente estructura orgánica:

1.
Dirección general.

1.1
Oficina de control interno.

2.
Subdirección de análisis estratégico.

3.
Subdirección de análisis de operaciones.

4. Subdirección Administrativa y Financiera.

El Director General de la Unidad será nombrado por el presidente de la república. Los demás funcionarios de la Unidad de que trata esta ley, serán nombrados por el director general.

Artículo 3º. Funciones de la Unidad. La Unidad tendrá como objetivo la 
detección, prevención y en general la lucha contra el lavado de activos en todas las actividades económicas, para lo cual centralizará, sistematizará y analizará la información recaudada en desarrollo de lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisoras, las normas tributarias, aduaneras y demás información que conozcan las entidades del Estado o privadas que pueda resultar vinculada con operaciones de lavado de activos.

Dichas entidades estarán obligadas a suministrar, de oficio o a solicitud de la Unidad, la información de que trata el presente artículo. Así mismo, la Unidad podrá recibir información de personas naturales. 

La Unidad, en cumplimiento de su objetivo, comunicará a las autoridades 
competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio cualquier información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra el lavado de activos y las actividades descritas en el artículo 2º de la Ley 333 de 1996.

La Unidad de que trata este artículo podrá celebrar convenios de cooperación con entidades de similar naturaleza de otros Estados y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar, sin perjuicio de las obligaciones consagradas en la presente ley.

Parágrafo 1º. El gobierno nacional, para facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero por parte de otros sectores, podrá establecer las modificaciones necesarias de acuerdo con la actividad económica de los mismos.

Parágrafo 2º. La Unidad podrá hacer el seguimiento de capitales en el extranjero en coordinación con las entidades de similar naturaleza en otros Estados.

Artículo 4º. Funciones de la Dirección General. Las siguientes serán las funciones generales de la Dirección General:

1.
Diseñar las políticas para la detección, prevención y en general la lucha contra el lavado de activos en todas sus manifestaciones.

2.
Centralizar, sistematizar y analizar la información suministrada por quienes están obligados a cumplir con lo establecido en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisoras, las normas tributarias, aduaneras, cambiarias y demás información que conozcan las entidades del Estado y privadas que pueda resultar vinculada con operaciones de lavado de activos, la cual podrá reposar en las bases de datos de cada entidad si no fuere necesario mantenerla de manera permanente en la Unidad.

3.
Coordinar el estudio por parte de la Unidad de nuevos sectores afectados susceptibles de ser utilizados para el blanqueo de capitales, con el fin de diseñar los mecanismos de prevención y protección respectivos.

4.
Comunicar a las autoridades competentes y a las entidades legitimadas para ejercer la acción de extinción del dominio cualquier información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra el lavado de activos y las actividades descritas en el artículo 2º de la Ley 333 de 1996.

5.
Solicitar a cualquier entidad pública o privada la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones, salvo la sujeta a reserva en poder de la Fiscalía General de la Nación.

6.
Celebrar convenios de cooperación con entidades de similar naturaleza de otros Estados y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar.

7.
Preparar las modificaciones legales a que haya lugar para el efectivo control del lavado de activos.

8.
Rendir los informes que le soliciten los ministros de Hacienda y Crédito Público y de Justicia y del Derecho, en relación con el control al lavado de activos.

9.
Evaluar y decidir sobre la pertinencia de enviar a la Fiscalía General de la Nación, a las demás autoridades competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio la información que conozca en el desarrollo de su objeto.

10.
Las demás que le asigne el gobierno nacional, de acuerdo con su naturaleza.

Artículo 5º. Funciones de la Oficina de Control Interno. Las siguientes serán 
las funciones de la Oficina de Control Interno:

1.
Asesorar a la Dirección General en la formulación de las políticas, planes y programas.

2.
Ejercer el control de gestión financiero y de resultados de la Unidad.

3.
Diseñar los sistemas, métodos y procedimientos de control interno que se requieran en la Unidad.

4.
Colaborar en el diseño de índices e indicadores de gestión para la evaluación del cumplimiento de los fines y metas establecidas por la Unidad.

5.
Las demás que dispongan la Constitución y la ley.

Artículo 6º. Funciones de la Subdirección de Análisis Estratégico. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de Análisis Estratégico:

1.
Apoyar a la Dirección General en la definición de las políticas de la Unidad.

2.
Realizar los estudios necesarios para mantener actualizada la Unidad sobre las prácticas, técnicas y tipologías utilizadas para el lavado de activos en los diferentes sectores de la economía, así como la identificación de los perfiles de los presuntos responsables de estas actividades.

3.
Sugerir a la Dirección General la inclusión de información de nuevos sectores de la economía a la Unidad.

4.
Diseñar y someter a consideración de la Dirección General nuevos sistemas de control, instrumentos de reporte o ajustes a los existentes para optimizar la calidad de la información a recaudar.

5.
Preparar para la dirección general, propuestas de ajustes a las normas, 
reglamentos e instructivos necesarios para el cumplimiento del objeto de la Unidad.

6.
Preparar los convenios de cooperación con las entidades de similar naturaleza en otros países y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar.

7.
Las demás que le sean asignadas por la dirección general.

Artículo 7º. Funciones de la Subdirección de Análisis de Operaciones. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de Análisis de Operaciones:

1.
Recolectar, integrar y analizar la información de que tenga conocimiento la unidad.

2.
Realizar los análisis de operaciones inusuales o sospechosas que conozca.

3.
Preparar los informes acerca de posibles casos de lavado de activos detectados y presentarlos a la dirección general para su consideración, de acuerdo con los flujos de información recibidos y los análisis que desarrolle.

4.
Preparar los instructivos necesarios para el reporte de información de interés para la unidad.

5.
Preparar los instructivos, resoluciones y circulares necesarios para el cumplimiento del objeto de la unidad. 

6.
Cooperar y servir de enlace con las unidades antilavado existentes o con las dependencias que desarrollan esta función en las entidades nacionales. Interactuar con los sectores que puedan estar involucrados en el tema de la prevención y control al lavado de activos.

7.
Desarrollar los convenios de intercambio de información celebrados con las unidades de similar naturaleza del exterior y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar.

8.
Las demás que sean asignadas por la dirección general.

Artículo 8º. Funciones de la Subdirección Administrativa y Financiera. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección Administrativa y Financiera:

1.
Asesorar a la Dirección General en la adopción de políticas, objetivos y estrategias relacionadas con la administración de recursos humanos, físicos y financieros de la Unidad.

2.
Dirigir y preparar el proyecto de presupuesto de la unidad, el programa anual de caja y el proceso de contratación administrativa, de acuerdo con las normas legales vigentes las políticas establecidas por la dirección general.

5. Controlar la ejecución del presupuesto, expedir los certificados de disponibilidad presupuestal y demás trámites que le correspondan para el desarrollo de las funciones de la Unidad.

4.
Verificar y llevar la contabilidad general de acuerdo con las normas legales vigentes.

5.
Elaborar los informes y estados financieros de la Unidad.

6.
Ejecutar las políticas y programas de administración de personal, bienestar social, capacitación y desarrollo de los servidores de la unidad.

7.
Elaborar los manuales de funciones, requisitos y procedimientos.

8.
Ejecutar y supervisar los procedimientos de adquisición, almacenamiento, custodia, mantenimiento y distribución de los bienes necesarios para el buen funcionamiento de la Unidad.

9.
Elaborar, ejecutar y controlar el programa general de compras de la unidad.

10.
Coordinar el archivo y correspondencia de la Unidad.

11.
Las demás que le sean asignadas por la dirección general.

Artículo 9º. Manejo de información. La Unidad creada en la presente ley podrá solicitar a cualquier entidad pública, salvo la información reservada en poder de la Fiscalía General de la Nación, la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Las entidades obligadas a cumplir con lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero deberán colocar en forma inmediata a disposición de la Unidad de que trata esta ley, la información atinente al conocimiento de un determinado cliente o transacción u operación cuando se les solicite.

Para los propósitos de esta ley, no será oponible la reserva bancaria, cambiaria y tributaria respecto de las bases gravables y la determinación privada de los impuestos que figuren en las declaraciones tributarias.

La información que recaude la Unidad de que trata la presente ley en cumplimiento de sus funciones y la que se produzca como resultado de su análisis, estará sujeta a reserva, salvo solicitud de las entidades enumeradas en los artículos 3º y 4º de la presente ley.

Artículo 10. Obligaciones de las Entidades del Estado. Las autoridades que ejerzan funciones de inspección, vigilancia y control, instruirán a sus vigilados sobre las características, periodicidad y controles en relación con la información a recaudar para la Unidad Administrativa Especial de que trata esta ley, de acuerdo con los criterios e indicaciones que reciban de ésta sobre el particular.

Artículo 11. Modificaciones. A partir de la vigencia de la presente ley, el literal d), numeral 2º del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, quedará así:

“d)
Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas”.

Así mismo, el artículo 105 del Decreto 663 de 1993, quedará así:


“Reserva sobre la información reportada. Sin perjuicio de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero la información a que se refiere la letra d) del numeral 2º del artículo 102, las instituciones financieras sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo soliciten la Unidad de Información y Análisis Financiero y los directores regionales o secciónales de la Fiscalía General de la Nación.

Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a que se refieren los artículos anteriores deberán mantener reserva sobre los mismos.

Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Unidad de Información y Análisis Financiero información sobre las mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información”.

Artículo 12. Ajustes Presupuestales. Para efectos de la organización de la Unidad que se crea mediante la presente ley, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público efectuará los ajustes presupuestales necesarios para financiar con las apropiaciones vigentes, los gastos que la Unidad demande. Así mismo, efectuará los ajustes correspondientes en las plantas de personal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para crear y proveer los empleos necesarios.

Artículo 13. La Fiscalía podrá investir a la Unidad de Información y Análisis Financiero de funciones de policía judicial en forma transitoria en los términos del numeral 4º del artículo 251 de la Constitución.

Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

4. LEY 599 DEL 2000: “ Nuevo Código Penal”

Artículo 1º. Unidad Administrativa Especial. Créase la Unidad de Información y Análisis Financiero, como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio independiente y regímenes especiales en materia de administración de personal, nomenclatura, clasificación, salarios y prestaciones, de carácter técnico, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, cuyas funciones serán de intervención del Estado con el fin de detectar prácticas asociadas con el lavado de activos.

Los empleos de la Unidad de Información y Análisis Financiero no serán de   carrera administrativa. Los servidores públicos que laboren en la Unidad Administrativa Especial que se crea mediante la presente ley, serán de libre nombramiento y remoción.

Artículo 2º. Estructura orgánica. La unidad que se crea mediante la presente ley, tendrá la siguiente estructura orgánica:

1.
Dirección general.

1.1
Oficina de control interno.

2.
Subdirección de análisis estratégico.

3.
Subdirección de análisis de operaciones.

4.
Subdirección Administrativa y Financiera.

El Director General de la Unidad será nombrado por el presidente de la república. Los demás funcionarios de la Unidad de que trata esta ley, serán nombrados por el director general.

Artículo 3º. Funciones de la Unidad. La Unidad tendrá como objetivo la 
detección, prevención y en general la lucha contra el lavado de activos en todas las actividades económicas, para lo cual centralizará, sistematizará y analizará la información recaudada en desarrollo de lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisoras, las normas tributarias, aduaneras y demás información que conozcan las entidades del Estado o privadas que pueda resultar vinculada con operaciones de lavado de activos.

Dichas entidades estarán obligadas a suministrar, de oficio o a solicitud de la Unidad, la información de que trata el presente artículo. Así mismo, la Unidad podrá recibir información de personas naturales. 

La Unidad, en cumplimiento de su objetivo, comunicará a las autoridades 
competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio cualquier información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra el lavado de activos y las actividades descritas en el artículo 2º de la Ley 333 de 1996.

La Unidad de que trata este artículo podrá celebrar convenios de cooperación con entidades de similar naturaleza de otros Estados y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar, sin perjuicio de las obligaciones consagradas en la presente ley.

Parágrafo 1º. El gobierno nacional, para facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero por parte de otros sectores, podrá establecer las modificaciones necesarias de acuerdo con la actividad económica de los mismos.

Parágrafo 2º. La Unidad podrá hacer el seguimiento de capitales en el extranjero en coordinación con las entidades de similar naturaleza en otros Estados.

Artículo 4º. Funciones de la Dirección General. Las siguientes serán las funciones generales de la Dirección General:

1.
Diseñar las políticas para la detección, prevención y en general la lucha contra el lavado de activos en todas sus manifestaciones.

2.
Centralizar, sistematizar y analizar la información suministrada por quienes están obligados a cumplir con lo establecido en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisoras, las normas tributarias, aduaneras, cambiarias y demás información que conozcan las entidades del Estado y privadas que pueda resultar vinculada con operaciones de lavado de activos, la cual podrá reposar en las bases de datos de cada entidad si no fuere necesario mantenerla de manera permanente en la Unidad.

3.
Coordinar el estudio por parte de la Unidad de nuevos sectores afectados susceptibles de ser utilizados para el blanqueo de capitales, con el fin de diseñar los mecanismos de prevención y protección respectivos.
4.
Comunicar a las autoridades competentes y a las entidades legitimadas para ejercer la acción de extinción del dominio cualquier información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra el lavado de activos y las actividades descritas en el artículo 2º de la Ley 333 de 1996.

5.
Solicitar a cualquier entidad pública o privada la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones, salvo la sujeta a reserva en poder de la Fiscalía General de la Nación.

6.
Celebrar convenios de cooperación con entidades de similar naturaleza de otros Estados y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar.

7.
Preparar las modificaciones legales a que haya lugar para el efectivo control del lavado de activos.

8.
Rendir los informes que le soliciten los ministros de Hacienda y Crédito Público y de Justicia y del Derecho, en relación con el control al lavado de activos.

9.
Evaluar y decidir sobre la pertinencia de enviar a la Fiscalía General de la Nación, a las demás autoridades competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio la información que conozca en el desarrollo de su objeto.

10.
Las demás que le asigne el gobierno nacional, de acuerdo con su naturaleza.

Artículo 5º. Funciones de la Oficina de Control Interno. Las siguientes serán 
las funciones de la Oficina de Control Interno:

1.
Asesorar a la Dirección General en la formulación de las políticas, planes y programas.

2.
Ejercer el control de gestión financiero y de resultados de la Unidad.

3.
Diseñar los sistemas, métodos y procedimientos de control interno que se requieran en la Unidad.

4.
Colaborar en el diseño de índices e indicadores de gestión para la evaluación del cumplimiento de los fines y metas establecidas por la Unidad.

6. Las demás que dispongan la Constitución y la ley.

Artículo 6º. Funciones de la Subdirección de Análisis Estratégico. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de Análisis Estratégico:

1.
Apoyar a la Dirección General en la definición de las políticas de la Unidad.

2.
Realizar los estudios necesarios para mantener actualizada la Unidad sobre las prácticas, técnicas y tipologías utilizadas para el lavado de activos en los diferentes sectores de la economía, así como la identificación de los perfiles de los presuntos responsables de estas actividades.

3.
Sugerir a la Dirección General la inclusión de información de nuevos sectores de la economía a la Unidad.

4.
Diseñar y someter a consideración de la Dirección General nuevos sistemas de control, instrumentos de reporte o ajustes a los existentes para optimizar la calidad de la información a recaudar.

5.
Preparar para la dirección general, propuestas de ajustes a las normas, 
reglamentos e instructivos necesarios para el cumplimiento del objeto de la Unidad.

6.
Preparar los convenios de cooperación con las entidades de similar naturaleza en otros países y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar.

7.
Las demás que le sean asignadas por la dirección general.

Artículo 7º. Funciones de la Subdirección de Análisis de Operaciones. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de Análisis de Operaciones:

1.
Recolectar, integrar y analizar la información de que tenga conocimiento la unidad.

2.
Realizar los análisis de operaciones inusuales o sospechosas que conozca.

3.
Preparar los informes acerca de posibles casos de lavado de activos detectados y presentarlos a la dirección general para su consideración, de acuerdo con los flujos de información recibidos y los análisis que desarrolle.

4.
Preparar los instructivos necesarios para el reporte de información de interés para la unidad.
5.
Preparar los instructivos, resoluciones y circulares necesarios para el cumplimiento del objeto de la unidad. 

6.
Cooperar y servir de enlace con las unidades antilavado existentes o con las dependencias que desarrollan esta función en las entidades nacionales. Interactuar con los sectores que puedan estar involucrados en el tema de la prevención y control al lavado de activos.

7.
Desarrollar los convenios de intercambio de información celebrados con las unidades de similar naturaleza del exterior y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar.

8.
Las demás que sean asignadas por la dirección general.

Artículo 8º. Funciones de la Subdirección Administrativa y Financiera. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección Administrativa y Financiera:

1.
Asesorar a la Dirección General en la adopción de políticas, objetivos y estrategias relacionadas con la administración de recursos humanos, físicos y financieros de la Unidad.

2.
Dirigir y preparar el proyecto de presupuesto de la unidad, el programa anual de caja y el proceso de contratación administrativa, de acuerdo con las normas legales vigentes las políticas establecidas por la dirección general.

3.
Controlar la ejecución del presupuesto, expedir los certificados de disponibilidad presupuestal y demás trámites que le correspondan para el desarrollo de las funciones de la Unidad.

4.
Verificar y llevar la contabilidad general de acuerdo con las normas legales vigentes.

5.
Elaborar los informes y estados financieros de la Unidad.

6.
Ejecutar las políticas y programas de administración de personal, bienestar social, capacitación y desarrollo de los servidores de la unidad.

7.
Elaborar los manuales de funciones, requisitos y procedimientos.

8.
Ejecutar y supervisar los procedimientos de adquisición, almacenamiento, custodia, mantenimiento y distribución de los bienes necesarios para el buen funcionamiento de la Unidad.

9.
Elaborar, ejecutar y controlar el programa general de compras de la unidad.

10.
Coordinar el archivo y correspondencia de la Unidad.

11.
Las demás que le sean asignadas por la dirección general.

Artículo 9º. Manejo de información. La Unidad creada en la presente ley podrá solicitar a cualquier entidad pública, salvo la información reservada en poder de la Fiscalía General de la Nación, la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Las entidades obligadas a cumplir con lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero deberán colocar en forma inmediata a disposición de la Unidad de que trata esta ley, la información atinente al conocimiento de un determinado cliente o transacción u operación cuando se les solicite.

Para los propósitos de esta ley, no será oponible la reserva bancaria, cambiaria y tributaria respecto de las bases gravables y la determinación privada de los impuestos que figuren en las declaraciones tributarias.

La información que recaude la Unidad de que trata la presente ley en cumplimiento de sus funciones y la que se produzca como resultado de su análisis, estará sujeta a reserva, salvo solicitud de las entidades enumeradas en los artículos 3º y 4º de la presente ley.

Artículo 10. Obligaciones de las Entidades del Estado. Las autoridades que ejerzan funciones de inspección, vigilancia y control, instruirán a sus vigilados sobre las características, periodicidad y controles en relación con la información a recaudar para la Unidad Administrativa Especial de que trata esta ley, de acuerdo con los criterios e indicaciones que reciban de ésta sobre el particular.

Artículo 11. Modificaciones. A partir de la vigencia de la presente ley, el literal d), numeral 2º del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, quedará así:

“d)
Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas”.

Así mismo, el artículo 105 del Decreto 663 de 1993, quedará así:


“Reserva sobre la información reportada. Sin perjuicio de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero la información a que se refiere la letra d) del numeral 2º del artículo 102, las instituciones financieras sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo soliciten la Unidad de Información y Análisis Financiero y los directores regionales o secciónales de la Fiscalía General de la Nación.

Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a que se refieren los artículos anteriores deberán mantener reserva sobre los mismos.

Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Unidad de Información y Análisis Financiero información sobre las mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información”.

Artículo 12. Ajustes Presupuestales. Para efectos de la organización de la Unidad que se crea mediante la presente ley, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público efectuará los ajustes presupuestales necesarios para financiar con las apropiaciones vigentes, los gastos que la Unidad demande. Así mismo, efectuará los ajustes correspondientes en las plantas de personal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para crear y proveer los empleos necesarios.

Artículo 13. La Fiscalía podrá investir a la Unidad de Información y Análisis Financiero de funciones de policía judicial en forma transitoria en los términos del numeral 4º del artículo 251 de la Constitución.

Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

5. LEY 600 DEL 2000: “ Nuevo Código de Procedimiento Penal”

“Artículo 65: Cancelación de personería jurídica de sociedades u organizaciones dedicadas al desarrollo de actividades delictivas, o cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público.  Cuando en cualquier momento del proceso el funcionario judicial encuentre demostrado que se han dedicado total o parcialmente personas jurídicas, sociedades u organizaciones al desarrollo de actividades delictivas, ordenará a la autoridad competente que, previo el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para ello proceda a la cancelación de su personaría jurídica o al cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público.
Artículo 68: “La extinción del dominio de bienes, salvo los casos previstos en el presente Código, se regirá por el procedimiento establecido en la ley” 

Libro V Título I RELACIONES CON AUTORIDADES EXTRANJERAS Artículo 499: Son principalmente aplicables las normas internacionales y subsidiariamente las internas. Unas y otras se interpretarán de acuerdo con la doctrina  y costumbres internacionales, dando prevalencia al derecho sustancial.

Artículo 500: la Fiscalía General de la Nación podrá celebrar con sus homólogos de otras naciones, actos dirigidos al intercambio de tecnología, experiencia, coordinación de entregas vigiladas, controladas o agentes encubiertos, coordinación de cooperación judicial, capacitación o cualquier otro que tenga propósitos similares..” 
6. LEY 747 -19/07/2002, por medio de la cual se hacen unas reformas y adiciones al Código Penal (Ley 599 de 2000), se crea el tipo penal de trata de personas y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 188 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 188. Del tráfico de migrantes. El que promueva, induzca, constriña, facilite, financie, colabore o de cualquier otra forma participe en la entrada o salida de personas del país, sin el cumplimiento de los requisitos legales, con el ánimo de lucrarse o cualquier otro provecho para si o otra persona, incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años y una multa de cincuenta (50) a (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la sentencia condenatoria.

Artículo 2°. En el Capítulo Quinto (de los delitos contra la autonomía personal) del título III (delitos contra la libertad individual y otras garantías), del libro Segundo (parte especial. De los delitos en particular), de la Ley 599 de 2000, adiciónese un artículo nuevo 188 A, el cual quedará así:

“Artículo 188 A. Trata de personas. El que promueva, induzca constriña facilite financie, colabore o participe en el traslado de una persona dentro del territorio nacional o al exterior recurriendo a cualquier forma de violencia, amenaza, o engaño, con fines de explotación, para que ejerza prostitución, pornografía, servidumbre por deudas, mendicidad, trabajo forzado. Matrimonio servil, esclavitud con el propósito de obtener provecho económico o cualquier otro beneficio, para si o para otra persona incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) años y una multa de seiscientos (600) a mil (1000) salarios mínimos legales vigentes mensuales al momento de la sentencia condenatoria.

Artículo 3°. En el capítulo quinto (de los delitos contra la autonomía personal del título III (delitos contra la libertad individual y otras garantías) del libro segundo (parte especial. De los delitos en particular), de la Ley 599 de 2000 adiciónese, un artículo nuevo 188 B, el cual quedará así:

Artículo 188 B. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas para los delitos descritos en el artículo 188 y 188 A, se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. Cuando se realice en persona que padezca, inmadurez psicológica, trastorno mental, enajenación mental y trastorno psíquico, temporal o permanentemente o sea menor de 18 años.

2. Como consecuencia, la víctima resulte afectada en daño físico permanente y/o lesión psíquica, inmadurez mental, trastorno mental en forma temporal o permanente o daño en la salud de forma permanente.

3. El responsable sea cónyuge o compañero permanente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil.

4. El autor o partícipe sea servidor público.

Parágrafo. Cuando las conductas descritas en los artículos 188 y 188 A se realice sobre menor de doce (12) años se aumentará en la mitad de la misma pena.

Artículo 4°. Deróguese el artículo 215 (trata de personas) de la Ley 599 de 2000.

Artículo 5°. Suprímase el Título del Capítulo Segundo (de la Mendicidad y Tráfico de Menores) del Título VI (Delitos contra la Familia) del Libro Segundo (Parte Especial. De los Delitos en particular), de la Ley 599 de 2000 quedara así:

LIBRO SEGUNDO

PARTE ESPECIAL. DE LOS DELITOS EN PARTICULAR

TITULO VI

DELITOS CONTRA LA FAMILIA
Artículo 6°. Derógase el artículo 231 de la Ley 599 de 2000,

Artículo 7°. Derógase el artículo 219 del libro segundo (parte especial de los delitos en particular) Título IV (delitos contra la libertad, integridad y formación sexu al) capítulo cuarto (Proxenetismo) artículo 219 turismo sexual.

Artículo 8°. Adiciónase el inciso primero del artículo 323 de la Ley 599 de 2000, el cual quedaría de la siguiente manera:

Artículo 323. Lavado de activos. El que adquiera, resguarde, invierta, transporte, transforme, custodie o administre bienes que tengan su origen mediato o inmediato en actividades de tráfico de migrantes, trata de personas, extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, rebelión, tráfico de armas, delitos contra el  sistema financiero, la administración pública, o vinculados con el producto de los delitos objeto de un concierto para delinquir, relacionada con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, o les de a los bienes provenientes de dichos actividades apariencia de legalidad o los legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derecho sobre tales bienes o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, incurrirá por esa sola conducto, en prisión de seis a quince años y multa de quinientos a cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga en lo pertinente las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,

Luis Francisco Boada Gómez.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Guillermo Gaviria Zapata.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase

Dada en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.
7. LEY 733 DE 2002 (enero 29)

por medio de la cual se dictan medidas tendientes a erradicar los delitos de secuestro, terrorismo y extorsión, y se expiden otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 168 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Secuestro simple. El que con propósitos distintos a los previstos en el artículo siguiente, arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años y multa de seiscientos (600) a mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 2°. El artículo 169 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Secuestro extorsivo. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, con el propósito de exigir por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o para que se haga u omita algo, o con fines publicitarios o de carácter político, incurrirá en prisión de veinte (20) a veintiocho (28) años y multa de dos mil (2.000) a cuatro mil (4.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 3°. El artículo 170 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Circunstancias de agravación punitiva. La pena señalada para el secuestro extorsivo será de veintiocho (28) a cuarenta (40) años y la multa será de cinco mil (5.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin superar el límite máximo de la pena privativa de la libertad establecida en el Código Penal, si concurriere alguna de las siguientes circunstancias.

1.Si la conducta se comete en persona discapacitada que no pueda valerse por sí misma o que padezca enfermedad grave, o en menor de dieciocho (18) años, o en mayor de sesenta y cinco (65) años, o que no tenga la plena capacidad de autodeterminación o que sea mujer embarazada.

2. Si se somete a la víctima a tortura física o moral o a violencia sexual durante el tiempo que permanezca secuestrada.

3. Si la privación de la libertad del secuestrado se prolonga por más de quince (15) días.

4. Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

5. Cuando la conducta se realice por persona que sea servidor público o que sea o haya sido miembro de las fuerzas de seguridad del Estado.

6. Cuando se presione la entrega o verificación de lo exigido con amenaza de muerte o lesión o con ejecutar acto que implique grave peligro común o grave perjuicio a la comunidad o a la salud pública.

7. Cuando se cometa con fines terroristas.

8. Cuando se obtenga la utilidad, provecho o la finalidad perseguidos por los autores o partícipes.

9. Cuando se afecten gravemente los bienes o la actividad profesional o económica de la víctima.

10. Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevengan a la víctima la muerte o lesiones personales.

11. Si se comete en persona que sea o haya sido periodista, dirigente comunitario, sindical, político, étnico o religioso, o candidato a cargo de elección popular, en razón de ello, o que sea o hubiere sido servidor público y por razón de sus funciones.

12. Si la conducta se comete utilizando orden de captura o detención falsificada o simulando tenerla.

13. Cuando la conducta se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de la libertad.

14. Si la conducta se comete parcialmente en el extranjero.

15. Cuando se trafique con la persona secuestrada durante el tiempo de privación de la libertad.

16. En persona internacionalmente protegida diferente o no en el Derecho Internacional Humanitario y agentes diplomáticos, de las señaladas en los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia.

Parágrafo. Las penas señaladas para el secuestro simple, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando concurriere alguna de las circunstancias anteriores, excepto la enunciada en el numeral 11.

Artículo 4°. El artículo 171 de la Ley 599 de 2000, mantendrá su vigencia, respectivamente, en los siguientes términos:

Circunstancias de atenuación punitiva. Si dentro de los quince (15) días siguientes al secuestro, se dejare voluntariamente en libertad a la víctima, sin que se hubiere obtenido alguno de los fines previstos para el secuestro extorsivo, la pena se disminuirá hasta en la mitad.

En los eventos del secuestro simple habrá lugar a igual disminución de la pena si el secuestrado, dentro del mismo término fuere dejado voluntariamente en libertad.

Artículo 5°. El artículo 244 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Extorsión. El que constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, con el propósito de obtener provecho ilícito o cualquier utilidad ilícita o beneficio ilícito, para sí o para un tercero, incurrirá en prisión de doce (12) a dieciséis (16) años y multa de seiscientos (600) a mil doscientos (1.200) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 6°. El artículo 245 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Circunstancias de agravación punitiva. La pena señalada en el artículo anterior se aumentará hasta en una tercera (1/3) parte y la multa será de tres mil (3.000) a seis mil (6.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si concurriere alguna de las siguientes circunstancias:

1. Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta el cuarto grado de consaguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

2. Cuando la conducta se comete por persona que sea servidor público o que sea o haya sido miembro de las fuerzas, de seguridad del Estado.

3. Si el constreñimiento se hace consistir en amenaza de ejecutar muerte, lesión o secuestro, o acto del cual pueda derivarse calamidad, infortunio o peligro común.

4. Cuando se cometa con fines publicitarios o políticos constriñendo a otro mediante amenazas a hacer, suministrar, tolerar u omitir alguna cosa.

5. Si el propósito o fin perseguido por el agente es facilitar actos terroristas constriñendo a otro mediante amenazas a hacer, suministrar, tolerar u omitir alguna cosa.

6. Cuando se afecten gravemente los bienes o la actividad profesional o económica de la víctima.

7. Si se comete en persona que sea o haya sido periodista, dirigente comunitario, sindical, político, étnico o religioso, o candidato a cargo de elección popular, en razón de ello, o que sea o hubiere sido servidor público y por razón de sus funciones.

8. Si se comete utilizando orden de captura o detención falsificada o simulando tenerla, o simulando investidura o cargo público o fingiere pertenecer a la fuerza pública.

9. Cuando la conducta se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de la libertad.

10. Si la conducta se comete parcialmente en el extranjero.

11. En persona internacionalmente protegida diferente o no en el Derecho Internacional Humanitario y agentes diplomáticos, de las señaladas en los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia.

Artículo 7°. El artículo 326 de la Ley 599 de 2000, tendrá un inciso 2° así:

La misma pena se impondrá cuando la conducta descrita en el inciso anterior se realice con dineros provenientes del secuestro extorsivo, extorsión y conexos y la multa será de cinco mil (5.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin perjuicio del decomiso de los respectivos bienes.

Artículo 8°. El artículo 340 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de tres (3) a seis (6) años.

Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o para organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley, la pena será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir.

Artículo 9°. El artículo 441 de la Ley 599 de 2000, tendrá un inciso 2°.

Omisión de denuncia de particular. El que teniendo conocimiento de la comisión de delitos de genocidio, desplazamiento forzado, tortura, desaparición forzada, homicidio, secuestro, secuestro Extorsivo o extorsión, narcotráfico, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, enriquecimiento ilícito, testaferrato, lavado de activos, cualquiera de las conductas contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario o de las conductas de proxenetismo cuando el sujeto pasivo sea un menor de doce (12) años, omitiere sin justa causa informar de ello en forma inmediata a la autoridad incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años.

La pena se aumentará en la mitad para el servidor público que cometa cualquiera de las anteriores conductas de omisión de denuncia.

Artículo 10. El artículo 450 de la Ley 599 de 2000, quedará así:

Modalidad culposa. El servidor público encargado de la vigilancia, custodia o conducción de un detenido o condenado que por culpa dé lugar a su fuga, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.

Cuando el detenido o condenado estuviere privado de su libertad por los delitos de genocidio, homicidio, desplazamiento forzado, tortura, desaparición forzada, secuestro, secuestro Extorsivo, extorsión, terrorismo, concierto para delinquir, narcotráfico, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, o cualquiera de las conductas contempladas en el Título II de este Libro, incurrirán en prisión de dos (2) a cuatro (4) años.

Artículo 11. Exclusión de beneficios y subrogados. Cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva.

Artículo 12. Reducción de términos. Para los casos de flagrancia en las conductas contempladas en esta ley el término de instrucción y los términos del Juicio se reducirán en la mitad. El incumplimiento de los términos antes señalados constituirá falta gravísima y se sancionará con la destitución del cargo.

Artículo 13. Amnistía e indulto. En ningún caso el autor o partícipe de los delitos de terrorismo, secuestro o extorsión, en cualquiera de sus modalidades, podrá ser beneficiado con amnistías e indultos, ni podrán considerarse como delitos conexos con el delito político, dada su condición de atroces.

Artículo 14. Competencia. El conocimiento de los delitos señalados en esta ley le corresponde a los jueces Penales del Circuito Especializados.

Artículo 15. Vigencia. La presente ley entrará a regir a partir de la fecha de su publicación y deroga, todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 172 de la Ley 599 de 2000.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.

El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),

Luis Francisco Boada Gómez.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Guillermo Gaviria Zapata.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de enero de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.

8. LEY 795 DE 2003 ( enero 14),  por medio de la cual se ajustan algunas normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones

Artículo 27 .- El artículo 104 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero quedará así:

Artículo 104.- Información periódica. Toda institución financiera deberá informar a la unidad de información y análisis financiero, UIAF, la totalidad de las transacciones en efectivo de que trata el artículo anterior, conforme a las instrucciones que al efecto imparta la Superintendecia Bancaria, en aplicación del artículo 10 de la ley 526 de 1999. 

Artículo 45.- Sustitúyase la parte séptima del estatuto orgánico del sistema financiero, la cual quedará así:

PARTE SEPTIMA

Régiman sancionatorio

CAPITULO II

Régimen Personal

Artículo 209. Sanciones Administrativas Personales. La Superintendencia Bancaria podrá imponer las sanciones previstas en el presente Estatuto a los directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros funcionarios o empleados de una institución sujeta a su vigilancia cuando incurran en cualquiera de los siguientes eventos:

a) Incumplan los deberes a las obligaciones legales que les correspondan en desarrollo de sus funciones:

b) Ejecuten actos que resulten violatorios de la ley, de las normas que expida el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales o de cualquier norma legal a la que estos en ejercicio de sus funciones o la institución vigilada deban sujetarse:

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho incumplimiento constituya infracción a la ley.

d) Autoricen o no eviten debiendo hacerlo, actos que resulten violatorios de la ley, de los reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones.

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar.

Artículo 210:  Responsabilidad Civil. Todo director, administrador, representante legal, funcionario de una institución vigilada por la Superintendencia Bancaria que viole a sabiendas o permita que se violen las disposiciones legales será personalmente responsable de las pérdidas que cualquier persona natural o jurídica sufra por razón de tales infracciones, sin perjuicio de las demás sanciones civiles o penales que señala la ley y de las medidas que conforme a sus atribuciones pueda imponer la Superintendencia Bancaria.

CAPITULO III

Régimen Institucional

Artículo 211.Sanciones administrativas institucionales.

1. Régimen general. Están sujetas a las sanciones previstas en el presente Estatuto, las instituciones sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria cuando:

a) Incumplan los deberes o las obligaciones que la ley les impone 

b) Ejecuten o autoricen actos que resulten violatorios de la ley, de los reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones:

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho incumplimiento constituya infracción a la ley; 

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de los Fondos de Pensiones y de Cesantía. Lo dispuesto en los artículos 83 numeral 2 y 162 numeral 5 de este Estatuto se entenderá sin perjuicio de las sanciones que puede imponer la Superintendencia Bancaria en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 209 del mismo.

3. Disposiciones relativas a la prevención de conductas delictivas. Cuando la violación a que hace referencia el numeral primero del presente artículo recaiga sobre las disposiciones contenidas en el Capítulo XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la multa que podrá imponerse será hasta de mil setecientos cuarenta y dos millones de pesos ($1.742.000.000.oo) de 2002.

Adicionalmente, el Superintendente Bancario podrá ordenar al establecimiento multado que destine una suma hasta de mil setecientos cuarenta y dos millones de pesos ($1.742.000.000,oo) de 2002 a la implementación de mecanismos correctivos de carácter interno que deberá acordar con el mismo organismo de control.

Estas sumas se reajustarán  en la forma prevista en el numeral 3 del artículo 208 de este Estatuto.
Artículo 75.- Modifícase el literal g) del numeral 2 del artículo 326 del Estatuto orgánico del Sistema Financiero, y adiciónase este mismo numeral con un parágrafo transitorio, así:

a) Posesionar y tomar juramento a los directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales, a los funcionarios a que hace referencia el inciso primero del numeral 3 del artículo 102 del presente estatuto ( oficiales de cumplimiento) y en general, a quienes tengan la representación legal de las intituciones vigiladas, excepto los gerentes de sucursales.  

……

Los funcionarios a que hace referencia el inciso primero del numeral 3 del artículo 102 del presente estatuto que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no se encuentren posesionados ante la Superintendecia Bancaria, deberán hacerlo a más tardar dentro de los seis (6) meses siguientes a dicha fecha.

9.
DECRETO 663 ABRIL 2 DE 1993: “Estatuto Orgánico del Sistema Financiero Colombiano”.

CAPITULO XVI. Prevención de actividades delictivas (Artículos 102 a 107):

Artículo 102. Régimen general

1.
Obligación de control a actividades delictivas. Las instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria estarán obligadas a adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento, en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas, o para dar apariencia de legalidad a las actividades activas o a las transacciones y fondos vinculados con las mismas.

2.
Mecanismos de control. Para los efectos del numeral anterior, esas instituciones deberán adoptar mecanismos y reglas de conducta que deberán observar sus representantes legales, directores, administradores y funcionarios, con los siguientes propósitos:

a)
Conocer adecuadamente la actividad económica que desarrollan sus clientes, su magnitud, las características básicas de las transacciones en que se involucran corrientemente y, en particular, la de quienes efectúan cualquier tipo de depósitos a la vista, a término o de ahorro, o entregan bienes en fiducia o encargo fiduciario; o los depositan en cajillas de seguridad;

b)
Establecer la frecuencia, volumen y características de las transacciones financieras de sus usuarios;

c)
Establecer que el volumen y movimientos de fondos de sus clientes guarde relación con la actividad económica de los mismos;

d)
Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas.

e)
Los demás que señale el gobierno nacional.

3.
Adopción de procedimientos. Para efectos de implantar los mecanismos de control a que se refiere el numeral anterior, las entidades vigiladas deberán diseñar y poner en práctica procedi​mientos específicos, y de designar funcionarios responsables de verificar el adecuado cumplimiento de dichos procedimientos.


Los mecanismos de control y auditoría que adopten las instituciones deberán ser informados a la Superintendencia Bancaria a más tardar el 30 de diciembre de 1992.


Este organismo podrá en cualquier tiempo formular observaciones a las instituciones cuando juzgue que los mecanismos adoptados no son suficientes para los propósitos indicados en el numeral segundo del presente artículo, a fin de que éstas introduzcan los ajustes correspondientes. Cualquier modificación a los mecanismos adop​tados deberá ser informada a la Superintendencia Bancaria para evaluar su adecuación a los propósitos anotados.

4.
Alcance y cobertura del control. Los mecanismos de control y auditoría de que trata este artículo podrán versar exclusivamente sobre las transacciones, operaciones o saldos cuyas cuantías sean superiores a las que se fijen como razonables y suficientes. Tales cuantías se establecerán en el mecanismo que adopte cada entidad atendiendo al tipo de negocios que realiza, amplitud de su red, los procedimientos de selección de clientes, el mercadeo de sus productos, capacidad operativa y nivel de desarrollo tecnológico.

Artículo 103. Control de las transacciones en efectivo.

1.
Transacciones sujetas a control. Toda institución financiera deberá dejar constancia, en formulario especialmente diseñado al efecto, de la información relativa a las transacciones en efectivo que realice, en moneda legal o extranjera cuyo valor sea superior a las cuantías que periódicamente señale la Superintendencia Bancaria.


Estos formularios deberán contener, por lo menos:

a)
La identidad, la firma y dirección de la persona que físicamente realice la transacción. Cuando el registro se lleve en forma electrónica, no se requerirá la firma.

b)
La identidad y la dirección de la persona en nombre de la cual se realice la transacción.

c)
La identidad del beneficiario o destinatario de la transacción, si la hubiere.

d)
La identidad de la cuenta afectada por la transacción, si existiere.

e)
El tipo de transacción de que se trata (depósitos, retiros, cobro de cheques, compra de cheques o certificados, cheques de cajero u órdenes de pago, transferencias, etc.).

f)
La identificación de la institución financiera en la que se realizó la transacción.

g)
La fecha, el lugar, la hora y el monto de la transacción.


Las transacciones múltiples en efectivo, tanto en moneda legal como extranjera que en su conjunto superen cierto monto, serán consi​deradas como una transacción única si son realizadas por o en beneficio de determinada persona durante el día o en cualquier otro plazo que fije la Superintendencia Bancaria.


Las transacciones realizadas entre instituciones financieras sujetas a control y vigilancia, no requerirán de registro especial.

2.
Control de múltiples transacciones en efectivo. Cuando el giro ordinario de los negocios de un cliente determinado implique la realización corriente de numerosas transacciones en efectivo, la entidad financiera respectiva podrá llevar un registro de transacciones en efectivo en lugar del formulario individual al que se refiere el numeral anterior, en el cual se anotará, por lo menos, toda la información que debe consignarse en dicho formulario, salvo por lo previsto en el numeral 1º de la letra a) de la presente disposición. Las entidades financieras que decidan llevar dichos registros deberán informar mensualmente a la Superintendencia Bancaria las personas que sean objeto de este procedimiento.

Artículo 104. ( Modificado artículo 27 Ley 795 de 2003).- Información periódica. Toda institución financiera deberá informar a la unidad de información y análisis financiero, UIAF, la totalidad de las transacciones en efectivo de que trata el artículo anterior, conforme a las instrucciones que al efecto imparta la Superintendecia Bancaria, en aplicación del artículo 10 de la Ley 526 de 1999.
Artículo 105. Reserva sobre la información reportada. Sin perjuicio de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero la información a que se refiere a la letra d) del numeral 2º del artículo 102, las instituciones financieras sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo solicite la Unidad Especial de Información y Análisis para el Control del Lavado de Activos del Ministerio de Hacienda y los directores regionales o seccionales de la Fiscalía General de la Nación. 

Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a, que se refieren los artículos anteriores deberán mantener reserva sobre los mismos.

Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Unidad de Información y Análisis financiero información sobre las mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información.

Artículo 106. Modificación de normas sobre control. Con el fin de asegurar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el numeral 1º del artículo 102 y numeral 1º del artículo 103 del presente estatuto, el gobierno nacional podrá modificar las disposiciones de este capítulo relacionadas con los requisitos y procedimientos que deben adoptar con tal propósito las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

Artículo 107. Sanciones. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores por la no adopción o aplicación de los mecanismos de control dará lugar a la imposición de las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de las consecuencias penales a que hubiere lugar.

Artículo 209 Modificado ley 795 de 2003  Sanciones Administrativas Personales. La Superintendencia Bancaria podrá imponer las sanciones previstas en el presente Estatuto a los directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros funcionarios o empleados de una institución sujeta a su vigilancia cuando incurran en cualquiera de los siguientes eventos:

e) Incumplan los deberes a las obligaciones legales que les correspondan en desarrollo de sus funciones:

f) Ejecuten actos que resulten violatorios de la ley, de las normas que expida el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales o de cualquier norma legal a la que estos en ejercicio de sus funciones o la institución vigilada deban sujetarse:

g) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho incumplimiento constituya infracción a la ley.

h) Autoricen o no eviten debiendo hacerlo, actos que resulten violatorios de la ley, de los reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones.

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar.

Artículo 210. Modificado ley 795 de 2003   Responsabilidad Civil. Todo director, administrador, representante legal, funcionario de una institución vigilada por la Superintendencia Bancaria que viole a sabiendas o permita que se violen las disposiciones legales será personalmente responsable de las pérdidas que cualquier persona natural o jurídica sufra por razón de tales infracciones, sin perjuicio de las demás sanciones civiles o penales que señala la ley y de las medidas que conforme a sus atribuciones pueda imponer la Superintendencia Bancaria.

CAPITULO III

Régimen Institucional

Artículo 211. Modificado ley 795 de 2003 Sanciones administrativas institucionales.

4. Régimen general. Están sujetas a las sanciones previstas en el presente Estatuto, las instituciones sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria cuando:

a) Incumplan los deberes o las obligaciones que la ley les impone 

b) Ejecuten o autoricen actos que resulten violatorios de la ley, de los reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la constitución y la ley en  desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones:

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho incumplimiento constituya infracción a la ley; 

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar.

5. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de los Fondos de Pensiones y de Cesantía. Lo dispuesto en los artículos 83 numeral 2 y 162 numeral 5 de este Estatuto se entenderá sin perjuicio de las sanciones que puede imponer la Superintendencia Bancaria en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 209 del mismo.

6. Disposiciones relativas a la prevención de conductas delictivas. Cuando la violación a que hace referencia el numeral primero del presente artículo recaiga sobre las disposiciones contenidas en el Capítulo XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la multa que podrá imponerse será hasta de mil setecientos cuarenta y dos millones de pesos ($1.742.000.000.oo) de 2002.

Adicionalmente, el Superintendente Bancario podrá ordenar al establecimiento multado que destine una suma hasta de mil setecientos cuarenta y dos millones de pesos ($1.742.000.000,oo) de 2002 a la implementación de mecanismos correctivos de carácter interno que deberá acordar con el mismo organismo de control.

Estas sumas se reajustarán  en la forma prevista en el numeral 3 del artículo 208 de este Estatuto

.
DECRETO 1890 DE 1999. ARTÍCULO 24. Comisión de Coordinación Interinstitucional para el Control del Lavado de Activos. La comisión de coordinación Interinstitucional para el Control del Lavado de Activos, creada por el Decreto 950 de 1995, tendrá la siguiente composición.

Como miembros permanentes:

1.
El ministro de Justicia y del Derecho o el viceministro, quien lo presidirá

2.
El ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado

3.
El ministro de Defensa nacional o su delegado

4.
El fiscal General de la Nación o su delegado

5.
El director de Impuestos y Aduanas Nacionales o su delegado

6.
El superintendente bancario o delegado

7.
El superintendente de valores o su delegado

8.
El superintendente de sociedades o su delegado
El Director de la Unidad de Información y Análisis Financiero asistirá permanentemente con voz.

Como miembros no permanentes, podrán asistir: El ministro de Comercio Exterior o su delegado; el contralor general de la república; el director del Departamento Administrativo de Seguridad; el gerente del Banco de la República o uno de los miembros de la junta directiva; el director general de la Policía o el subdirector, el superintendente nacional de salud y el comandante de las fuerzas militares.

Parágrafo. Por iniciativa de la Presidencia de la comisión se podrá formular invitación a cualquier funcionario o dependencia del Estado cuya presencia sea conveniente para el cumplimiento de las funciones de la comisión.

El viceministro de Justicia y del Derecho ejercerá la secretaría Técnica de la Comisión en los términos que le señale el reglamento que para el efecto expida la Comisión.

Además de las establecidas en el acto de creación, la Comisión de Coordinación Interinstitucional para el Control del Lavado de Activos, tendrá como funciones revisar y sugerir propuestas a los planos y programas que las, entidades públicas elaboren para luchar contra el lavado de activos, servir de cuerpo asesor al director General de la Unidad de Información y Análisis Financiero y apoyarlo para que la Unidad reciba la información necesaria para el logro de su objetivo. También se dará su propio reglamento de funcionamiento.

10 . DECRETO NUMERO 1497 DE 2002 (julio 19)

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 526 de 1999  y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en especial de las que confieren los numerales 11, 24 y 25 del artículo 189 de la Constitución Política, el parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 526 de 1999, el literal h) del numeral 1 del artículo 48 y el artículo 106 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,

CONSIDERANDO:

Primero. Que para que la Unidad de Información y Análisis Financiero pueda cumplir con las funciones establecidas en la Ley 526 de 1999 se requiere de la colaboración y activa participación de las entidades públicas y privadas;

Segundo. Que de acuerdo con el parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley 526 de 1999, el Gobierno Nacional, para facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero por parte de otros sectores, puede establecer las modificaciones necesarias de acuerdo con la actividad económica de los mismos.

Tercero. Que el literal h) del numeral 1 del artículo 48 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero faculta al Gobierno Nacional para “dictar normas que amplíen los mecanismos de regulación prudencial con el fin de adecuar la regulación a los parámetros internacionales;”

Cuarto. Que uno de los riesgos presentes en el ejercicio de la actividad financiera y por ende desarrollado por la regulación prudencial internacional, lo constituye el que las entidades que adelantan dicha actividad puedan ser utilizadas, sin su conocimiento, en la comisión del delito de lavado de activos;

Quinto. Que en virtud de la importancia de la prevención del lavado de activos en todos los sectores económicos y del carácter dinámico de las prácticas delictivas, se requiere desarrollar nuevos mecanismos de detección de dichas operaciones y en especial de las relacionadas con el lavado de activos,

DECRETA:

Artículo 1º. Información solicitada a entidades públicas. En desarrollo del artículo 9º de la Ley 526 de 1999, la Unidad de Información y Análisis Financiero podrá solicitar a cualquier entidad pública, salvo la información reservada en poder de la Fiscalía General de la Nación, la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Las entidades públicas y sus funcionarios deberán prestar toda su colaboración, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6º de la Ley 489 de 1998 y el artículo 34 de la Ley 734 de 2002, no podrán oponer reserva de la información solicitada y deberán hacerla llegar en el plazo que determine la Unidad de Información y Análisis Financiero. El plazo se fijará de acuerdo con el tipo de información que se solicite y su complejidad.

Parágrafo. En todo caso, las Superintendencias y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, informarán a la Unidad de Información y Análisis Financiero sobre las operaciones que puedan estar vinculadas al lavado de activos de las que tengan conocimiento por virtud de sus funciones.

Artículo 2º. Sectores económicos obligados a informar sobre operaciones. Sin perjuicio de las obligaciones de las entidades que adelantan las actividades financiera, aseguradora o propias del mercado de valores, las entidades públicas y privadas pertenecientes a sectores diferentes a estos, deberán reportar a la Unidad de Información y Análisis Financiero la información de que tratan el literal d) del numeral 2 del artículo 102 y los artículos 103 a 104 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, cuando dicha Unidad lo solicite, en la forma y oportunidad que esta señale.

Parágrafo 1º. Las personas naturales o jurídicas, independientemente de su denominación que en forma profesional se dediquen a la compra y venta de divisas, deberán reportar a la Unidad de Información y Análisis Financiero, además de la información de que trata el presente artículo, la exigida por la Resolución Externa 8 de 2000, modificada por la Resolución Externa 3 de 2002 de la Junta Directiva del Banco de la República y por las normas que la modifiquen o adicionen.

Parágrafo 2º. Las entidades que administren sistemas de tarjetas de crédito, de débito o de cajeros automáticos, deberán reportar a la Unidad de Información y Análisis Financiero, la información sobre transacciones que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que las entidades están siendo utilizadas para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas.

Artículo 3º. Características de la información. De acuerdo con el artículo 11 de la Ley 526 de 1999, las entidades dedicadas a la actividad financiera, aseguradora o propias del mercado de valores, las entidades obligadas a cumplir con lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así como las entidades incorporadas en el artículo 2º del presente decreto, deben reportar en forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas.

Las entidades de que trata el artículo 2º del presente decreto deberán informar las operaciones que reúnan las características señaladas en el presente artículo con independencia de la naturaleza del bien o activo involucrado.

Artículo 4º. Información adicional. Las entidades obligadas a cumplir con lo previsto en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y las incorporadas en el artículo 2º del presente decreto, deberán aportar la información adicional que requiera la Unidad de Información y Análisis Financiero, en el plazo y con las especificaciones que establezca dicha Unidad. Las entidades y funcionarios que incumplan con los plazos o especificaciones de la solicitud, serán responsables administrativamente ante los órganos competentes, de acuerdo con las normas que rigen la materia.

Artículo 5º. Reserva de información. De acuerdo con el artículo 42 de la Ley 190 de 1995, las personas naturales y jurídicas obligadas a cumplir con los deberes establecidos en los  artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en el presente decreto y demás normas aplicables, no serán sujetos de ningún tipo de responsabilidad por virtud de la información aportada en cumplimiento de las disposiciones citadas.

La información remitida a la Unidad de Información y Análisis Financiero en desarrollo de la Ley 526 de 1999, el presente decreto y demás normas aplicables, será objeto de la reserva prevista en el inciso cuarto del artículo 9º y los incisos segundo y tercero del artículo 11 de la misma ley.

Artículo 6º. Información a autoridades. En desarrollo de lo dispuesto en el numeral 9 del artículo 4º y en el artículo 9º de la Ley 526 de 1999, la Unidad de Información y Análisis Financiero podrá abstenerse de entregar información a autoridades diferentes a la Fiscalía General de la Nación y de las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio, no obstante que dichas autoridades cuenten con funciones relacionadas con el lavado de activos, cuando de la evaluación efectuada se concluya que no existe fundamento jurídico para acceder a la solicitud.

Por lo anterior, las autoridades que soliciten información a la Unidad de Información y Análisis Financiero, deberán indicar claramente la función para cuyo ejercicio requieren de la misma y la norma legal que se las atribuye, con el fin de que la Unidad de Información y Análisis Financiero establezca su pertinencia.

Artículo 7º. Bases de datos de entidades financieras. En desarrollo de lo previsto en el artículo 3º de la Ley 526 de 1999, la Unidad de Información y Análisis Financiero tendrá acceso a las bases de datos de las entidades financieras, mediante la celebración de convenios con tales entidades.

Artículo 8º. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de su publicación y deroga las normas que le resulten contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos
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PRÁCTICAS INSEGURAS

-
Consideraciones generales 

El presente capítulo contiene los criterios que las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria de Colombia (SBC) deben tener en cuenta al adoptar los sistemas de control necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 102 y siguientes del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (EOSF). Las instrucciones impartidas en este capítulo señalan los parámetros que deben tenerse en cuenta al adoptar los sistemas integrales de prevención del lavado de activos y orientan a las entidades en el procedimiento a seguir en aquellos eventos en que, conforme a sus procedimientos internos de control, se detecten operaciones que puedan estar vinculadas con este tipo de actividades. 

La prevención y control del lavado de activos resulta de suma importancia pues contribuye al aseguramiento de la confianza del público en los sectores cuyo control y vigilancia corresponde a la SBC y al adecuado funcionamiento del sistema de pagos de la economía.

El marco legal existente en Colombia sobre el tema de prevención y control del lavado, tiene como base fundamental el desarrollo de sistemas que permitan a los distintos sectores de la economía prevenir que, a través de las instituciones que los integran, sean utilizados para dar apariencia de legalidad a activos provenientes de actividades delictivas y así protegerse contra el riesgo legal y reputacional que el no hacerlo implica.

El papel del supervisor en esta materia es el de verificar que las entidades vigiladas cumplan lo establecido en dicho marco legal, es decir, consiste en velar porque las entidades adopten sistemas adecuados de prevención y control del  lavado y que tales sistemas operen correctamente. Para tal fin, el supervisor efectúa un análisis global de los sistemas adoptados por las entidades vigiladas y establece la efectividad general de los mismos, no siendo su objetivo detectar casos concretos de lavado dentro de una institución vigilada. 

Las instrucciones establecidas en el presente capítulo constituyen las reglas mínimas que deben observar las entidades vigiladas en el diseño e implantación de sus propios sistemas de  prevención y control del lavado. Es responsabilidad de las entidades hacer todo lo que esté a su alcance para que los sistemas de prevención y control del lavado de activos funcionen, de modo tal que en el desarrollo de sus operaciones puedan prevenir ser utilizadas como vehículos para la realización de actividades delictivas. 

1. 
CRITERIOS APLICABLES A LA PREVENCIÓN Y CONTROL DEL LAVADO DE ACTIVOS 

1.1.
Alcance y efectos del lavado de activos en el sector de las entidades vigiladas

Para los efectos de este capítulo, el lavado de activos se vincula al riesgo legal y reputacional a que se expone una entidad vigilada, con el consecuente efecto económico negativo que ello puede representar para su estabilidad financiera, al ser utilizada entre otros para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento, en cualquier forma, de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas, o para dar apariencia de legalidad a los mismos. 

1.2. 
Obligación de prevención y control del lavado de activos

Las entidades vigiladas están en la obligación de prevenir y controlar el lavado en todas sus operaciones. Dicho deber se predica de cada entidad independientemente de que pertenezca a un grupo financiero conformado por otras entidades vigiladas.

2.
SISTEMA PARA LA PREVENCIÓN Y CONTROL DEL LAVADO DE ACTIVOS 

Para la adecuada prevención y control del lavado es deber de las entidades adoptar y poner en práctica metodologías y procedimientos propios dentro de un Sistema que sea Integral en la Prevención del Lavado de Activos (SIPLA), cuyas características mínimas se describen a lo largo del presente capítulo.

Como todo sistema de administración de riesgos, el SIPLA que se adopte debe contener cuando menos los siguientes elementos:

· Las políticas que asumirá la entidad en relación con el cumplimiento de las normas legales sobre prevención y control del lavado de activos. Tales políticas deben traducirse en reglas de conducta que orienten la actuación de cada uno de los funcionarios de la entidad para el adecuado desarrollo del sistema de prevención que adopten y deben estar contenidas en un código de conducta de acuerdo con lo establecido en el numeral 2.1. del presente capítulo. 

· Procedimientos que incluyan responsabilidades, deberes y facultades de los distintos órganos de dirección y administración de la entidad en el adecuado cumplimiento del SIPLA. Tales procedimientos deben estar contenidos en el manual a que hace referencia el numeral 2.2. del presente capítulo 

· Conjunto de mecanismos e instrumentos diseñados para cumplir adecuadamente las normas sobre prevención del riesgo de lavado de activos.

· Procedimientos de control del SIPLA.  

2.1. 
Política en materia de prevención del lavado de activos  

La política que en esta materia adopten las entidades vigiladas por la SBC debe considerar los siguientes presupuestos:

2.1.1. 
La prevención y control del  lavado abarca las operaciones relacionadas con los servicios y productos de la entidad, sean éstas documentarias, electrónicas, en efectivo o desarrolladas en cualquier otra forma; se trate de operaciones en moneda legal o extranjera; o sean operaciones activas, pasivas o neutras.

2.1.2. Es deber de las entidades vigiladas, sus órganos de administración y de control, su oficial de cumplimiento y demás funcionarios, asegurar el cumplimiento de las normas encaminadas a prevenir y controlar el lavado, particularmente las contenidas en los artículos 102 a 105 EOSF con el propósito no sólo de contribuir a la realización de los fines del Estado y de cumplir la ley, sino de proteger la imagen y la reputación nacional e internacional de las entidades cuyo control y vigilancia competen a la SBC.

2.1.3. Cuando las entidades vigiladas realicen operaciones de compra o venta de inversiones de capital o compra o venta de aportes con personas distintas a las vigiladas por la SBC o la Superintendencia de Valores, deben identificar al comprador o al vendedor y la actividad económica del mismo.
2.1.4. El  lavado involucra activos de origen ilícito, es decir, aquellos que provienen de cualquiera de los delitos consagrados como tales en las normas penales.

2.1.5. La reserva bancaria no es oponible a las solicitudes de información formuladas de manera específica por las autoridades dentro de las investigaciones de su competencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 15 de la Constitución Nacional y en los artículos 63 C.Co., 260 del Código de Procedimiento Penal, 288 del Código de Procedimiento Civil y 105 EOSF, o en aquellas normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan.

2.1.6. Para la prevención y control del  lavado es indispensable que los mecanismos e instrumentos establecidos internamente sean observados por parte de los funcionarios que intervienen en la autorización, ejecución y revisión de las operaciones.

2.1.7. Las entidades deben adecuar su SIPLA a los nuevos productos o servicios que diseñen, antes de ofrecerlos al público.

2.1.8.  
Las reglas de prevención de lavado señaladas en el presente capítulo aplican igualmente respecto de las personas naturales o jurídicas que pretendan adquirir de una entidad vigilada activos fijos o bienes que han sido recibidos en dación en pago. Las entidades deben obtener información adecuada de estas personas a fin de evaluar si existen características particulares o cualquier información relevante sobre la operación, que no guarde relación con la actividad económica informada y la declaración de origen de fondos del potencial adquirente o pagador y pueda proceder así con el correspondiente análisis de operación inusual y determinación de operación sospechosa.

2.1.9. El SIPLA debe prever procedimientos más estrictos de vinculación de clientes y de monitoreo de operaciones de personas que por su perfil o por las funciones que desempeñan podrían estar expuestos en mayor grado al riesgo de lavado. En tal sentido, las entidades deben llevar un control más detallado de las operaciones que realizan personas que por razón de su cargo manejan recursos públicos, detentan algún grado de poder público o gozan de reconocimiento público. En estos casos se debe contar con procedimientos particulares para el control y monitoreo del cliente.

2.1.10 
Es imperativo anteponer la observancia de los principios éticos al logro de las metas comerciales, considerando que es primordial generar una cultura orientada a aplicar y hacer aplicar las normas establecidas para la prevención y detección del lavado de activos.

La política que se adopte se debe traducir en reglas de conducta que orienten la actuación de la entidad y la de cada uno de sus funcionarios en el adecuado funcionamiento del SIPLA. Estas reglas de conducta deben estar contenidas en un código de conducta de obligatorio cumplimiento para todos los funcionarios de la entidad vigilada, de manera que sus preceptos se observen en cada acto u operación, y como manifestación de un propósito preventivo. 

El código de conducta debe desarrollar, cuando menos, los siguientes preceptos tanto en relación con las actuaciones de la entidad vigilada, como respecto del comportamiento de sus accionistas, administradores y empleados:

a. El cumplimiento riguroso de los mecanismos de control y prevención de actividades delictivas que se acojan en los respectivos manuales de procedimiento.

b. Los efectos que genera el incumplimiento de las normas que gobiernan la prevención del lavado de activos. 

c. Los criterios y procedimientos necesarios para prevenir y resolver “conflictos de Interés” que puedan surgir en el desarrollo de su objeto y en especial, en la detección y análisis de operaciones inusuales y determinación y reporte de operaciones sospechosas.

d. La premisa de que la entidad debe anteponer la observancia de los principios éticos al logro de la metas comerciales. 

e.    Procedimientos sancionatorios adecuados frente a la inobservancia del código de conducta.

2.2. 
Procedimientos para la prevención del lavado de activos  

El SIPLA debe prever procedimientos para la ejecución de los distintos mecanismos de prevención y control que se adopten. Estos procedimientos deben estar contenidos en un manual de procedimientos el cual debe ser aprobado por la junta directiva de la entidad o el órgano equivalente. 

El manual se considerará apropiado si contiene órdenes y procedimientos claros e inequívocos sobre la forma como deben operar los mecanismos necesarios para la prevención y control del  lavado e incluye, cuando menos, los siguientes aspectos:

a. Descripción de la metodología de confirmación y actualización de la información de los clientes, indicando los niveles o cargos responsables de su ejecución.

b. Los sistemas de capacitación y otros instrumentos diseñados para el mismo propósito, incluida la forma de evaluación y cubrimiento de las deficiencias en el conocimiento del SIPLA. 

c. Las funciones, responsabilidades y facultades de los administradores y demás funcionarios de la entidad a cargo del cumplimiento de las normas legales e internas en materia de prevención del lavado de activos, incluidas aquellas funciones especiales a que hacen referencia distintos apartes del presente capítulo. 

d. Jerarquía, funciones y nivel de responsabilidad del Oficial de Cumplimiento en relación con el SIPLA de la entidad.

e. Funciones de supervisión de la auditoria y de la revisoría fiscal.

f. Políticas coordinadas de control y canales de comunicación entre la oficina principal y sus sucursales y agencias e instancias de reporte y consulta entre el Oficial de Cumplimiento y todas las dependencias de la institución. 

g. Los plazos o términos en los cuales cada funcionario de la entidad vigilada debe cumplir, según las responsabilidades propias del cargo, cada uno de los mecanismos e instrumentos de control y prevención de lavado de activos.

h. Políticas y procedimientos de conservación de documentos.

i. Desarrollo de los demás elementos con que cuenta la entidad para protegerse del lavado de activos.

j. El proceso a seguir para atender los requerimientos de información por parte de autoridades competentes.

k.
El cargo que tiene como función la responsabilidad de exonerar a clientes del diligenciamiento del  formulario de transacciones en efectivo. 

Los manuales de procedimiento deben estar actualizados, de manera tal que incluyan siempre los nuevos productos o servicios que ofrezcan y distribuirse en todas las dependencias de la entidad vigilada, en especial, oficinas, agencias o sucursales, dejando evidencia escrita de su recepción y lectura por todos sus funcionarios o empleados. 

Cada funcionario de la entidad que tenga responsabilidades en el tema de prevención del lavado debe conocer el manual, dejando constancia de ello mediante firma. 

Cualquier modificación a los mecanismos adoptados debe ser informada a la SBC dentro del mes siguiente. Los manuales deben permanecer en cada entidad a disposición de esta Superintendencia.

2.2.1. 
Responsabilidades de la junta directiva u órgano equivalente 

Los procedimientos que se adopten deben tener en cuenta las siguientes funciones de organización del SIPLA a cargo de la junta directiva o máximo órgano administrativo que sea equivalente:

2.2.1.1. Señalar las políticas y adoptar el código de conducta de la entidad en materia de prevención del lavado de activos, de acuerdo con los parámetros establecidos en el numeral 2.1. del presente capítulo.  Dichas políticas deben también incluir los criterios que empleará la entidad en la determinación de la documentación que se debe exigir a las distintas personas que desean vincularse como clientes, de acuerdo con lo establecido en el numeral 2.1. del Anexo 1 del presente capítulo. 

2.2.1.2. Aprobar el manual de procedimientos que se adopte conforme a los parámetros establecidos en el numeral 2.2. del presente capítulo, así como sus actualizaciones. 

2.2.1.3. Aprobar la estructura de mecanismos e instrumentos que compongan el SIPLA de la entidad.

2.2.1.4. Designar al oficial de cumplimiento de conformidad con las calidades y requisitos requeridos para ocupar dicho cargo.

2.2.1.5. Aprobar un sistema de selección del funcionario o funcionarios autorizados para exonerar clientes del diligenciamiento del formulario de transacciones en efectivo o del cumplimiento de los requisitos de vinculación a que se refiere el Anexo 1 del presente capítulo.

2.2.1.6. Evaluar periódicamente el funcionamiento del SIPLA y adoptar las medidas necesarias para ajustarlo a nuevas necesidades o corregir sus fallas.   

2.2.1.7. Incluir cuando menos trimestralmente en el orden del día de sus reuniones, la presentación personal del informe del oficial de cumplimiento. 

2.2.2. Responsabilidades del nivel administrativo de la entidad

Los procedimientos que se adopten deben tener en cuenta las siguientes funciones de gestión y seguimiento a cargo del nivel administrativo de la entidad:

2.2.2.1. Diseñar el manual de procedimientos a seguir por los funcionarios de la entidad para el adecuado cumplimiento del SIPLA.

2.2.2.2. Someter a aprobación de la junta directiva u órgano equivalente el manual de procedimientos a que se refiere el numeral anterior.

2.2.2.3. Adelantar un seguimiento permanente del cumplimiento de los procedimientos por parte de las distintas áreas de la entidad.

2.3. 
Mecanismos e instrumentos del SIPLA

El SIPLA que diseñe y ponga en práctica cada entidad vigilada debe involucrar cuando menos los siguientes mecanismos e instrumentos de control:

a. 
Mecanismos de control

· Conocimiento del cliente

· Conocimiento del mercado

· Detección y análisis de operaciones inusuales

· Determinación y reporte de operaciones sospechosas 

b. 
Instrumentos para la adecuada aplicación de los mecanismos de control  

· Señales de alerta 

· Desarrollo tecnológico

· Segmentación de mercado

· Consolidación electrónica de operaciones

· Control y registro de transacciones individuales en efectivo

· Control de transacciones múltiples

· Capacitación y entrenamiento del personal de la entidad

· Códigos de conducta

· Procedimientos a través de manuales escritos

2.3.1. 
Mecanismos de control 

2.3.1.1. 
Conocimiento del cliente

2.3.1.1.1.  Concepto de cliente 

Para los propósitos de las instrucciones contenidas en este capítulo, son clientes de una entidad vigilada, aquellas personas naturales o jurídicas con las que se establece y mantiene una relación de origen legal o contractual para la prestación de algún servicio o el suministro de cualquier producto propio de su actividad. 

2.3.1.1.2. Condiciones mínimas de los procedimientos de conocimiento del cliente

El SIPLA debe contar con procedimientos adecuados para obtener un conocimiento de todos los clientes de la entidad (tanto de aquellos vigentes como de aquellos que se vayan a vincular). 

a. 
La información mínima que el mecanismo de conocimiento del cliente debe contener es la siguiente:

a.1 
Identificación de la persona que aspira a tener una relación comercial de tipo contractual o legal con la entidad vigilada y su respectiva verificación.

a.2 
Actividad económica del potencial cliente.

a.3
Características y montos de los ingresos y egresos del potencial cliente.

a.4
Características y montos de las transacciones y operaciones del cliente en la respectiva entidad.

b. 
El mecanismo de conocimiento del cliente debe servir cuando menos al propósito de:

b.1
Suministrarle a la entidad información que le permita comparar las características de sus transacciones con las de su actividad económica.  

b.2 
Monitorear continuamente las operaciones de los clientes 

b.3 
Contar con elementos objetivos que permitan evaluar si amerita entablar vínculos comerciales con personas que no pueden ser identificadas. 

b.4 
Contar con elementos de juicio y soportes documentales que permitan analizar las transacciones inusuales de esos clientes  y determinar la existencia de operaciones sospechosas.

2.3.1.1.3.  Parámetros mínimos de los procedimientos de conocimiento del cliente 

Los procedimientos establecidos con el objetivo conocer al cliente serán adecuados si en su diseño se tienen en cuenta los siguientes parámetros mínimos:

a. 
El conocimiento del cliente comienza desde el momento en que una persona solicita  su vinculación como cliente en los términos indicados en el numeral 2.3.1.1.1. del presente capítulo.  Para ello la entidad, salvo en los casos expresamente exceptuados, debe verificar y asegurarse de que el formulario de vinculación de clientes a que hace referencia el Anexo 1 del presente capítulo, esté adecuadamente diligenciado.

b. 
La entidad debe realizar las diligencias necesarias para confirmar y actualizar los datos suministrados en el formulario de vinculación de clientes y que por su naturaleza puedan variar. 

c.
La información que no sea actualizada o una vez actualizada no pueda confirmarse, constituye una señal de alerta para a entidad. 

d. 
Se debe contar con  procedimientos claros que permitan el análisis de la información, su archivo ordenado y conservación adecuada, de modo que sea de fácil y rápido acceso para los funcionarios directamente a cargo del deber de prevenir y controlar el  lavado  y de las autoridades que la soliciten. 

e. 
Salvo en los casos señalados en el numeral 2.3.1.1.4. del presente capítulo, el conocimiento del cliente supone la realización de una entrevista presencial al potencial cliente, previa a su vinculación. De ello debe dejarse constancia documental en la que se indique el lugar, fecha y hora de la misma y sus resultados.  


f. 
Si bien el diligenciamiento del formulario así como el recaudo de los documentos y la firma de los mismos puede efectuarse de acuerdo con el procedimiento señalado en la Ley 527 de 1999 y demás normas reglamentarias, el empleo de dichos procedimientos no puede sustituir la entrevista personal al solicitante o al representante legal si se trata de persona jurídica. 

g. 
Los procedimientos de conocimiento del cliente aplicados por otras entidades vigiladas con relación a un mismo solicitante, no eximen de la responsabilidad que tiene la entidad de conocer  a su propio cliente, aun cuando pertenezcan a un mismo grupo o conglomerado económico.

h.

Al momento de decidir sobre la aceptación (vinculación definitiva) de un cliente, resulta prudente que la entidad preste especial atención, entre otros, a aspectos tales como el volumen histórico de los fondos que maneja, el país de origen de los mismos (si el país cumple con los estándares mínimos de conocimiento del cliente), la calidad y el perfil del solicitante (determinar si es no residente, etc.), si las negociaciones se van a conducir a través de medios electrónicos o similares y si la persona administra recursos públicos. 

i. 
Los procedimientos  de conocimiento del cliente, por corresponder a estándares mínimos a nivel internacional, deben ser incorporados en los manuales de las entidades subsidiarias en el extranjero. 

j. 
Las entidades deben prever dentro de sus contratos la obligación del cliente de actualizar los datos que varíen, por lo menos anualmente, suministrando la totalidad de los soportes documentales exigidos según el producto o servicio de que se trate. 

k.
La actualización de la información de aquellos clientes que, de acuerdo con las políticas y procedimientos de la entidad, hayan sido clasificados como “inactivos”  o sean titulares de cuentas inactivas, se puede realizar una vez cese dicha condición.

2.3.1.1.4.
Excepciones a la obligación de diligenciar el formulario de vinculación de clientes y de realizar entrevista

En el desarrollo de los procedimientos de conocimiento del cliente, las entidades vigiladas no están obligadas a obtener el formulario de vinculación ni a realizarle entrevista al potencial cliente cuando quiera que se trate de alguna de las siguientes operaciones, productos o servicios: 

a.
Operaciones realizadas entre entidades vigiladas por la SBC

b.
Operaciones realizadas entre entidades vigiladas por la SBC y entidades vigiladas por la Superintendencia de Valores respecto de aquellas operaciones realizadas por cuenta propia.

c. 
Operaciones realizadas con organismos multilaterales

d. 
Operaciones realizadas con entidades públicas del orden nacional, departamental y municipal, salvo las realizadas con empresas industriales y comerciales del Estado y/o sociedades de economía mixta que no estén vigiladas por la SBC.

e. 
Operaciones realizadas por las entidades vigiladas por la SBC que desarrollan operaciones de redescuento. En este caso la información relativa a los clientes beneficiarios del crédito debe ser recaudada por la entidad vigilada que tiene la relación contractual con el beneficiario final de los recursos de redescuento.  
f. 
La vinculación a entidades administradoras del sistema general de pensiones en cuanto a los aportes obligatorios.  

g.
La vinculación a entidades administradoras de cesantías, salvo la realizada por los trabajadores independientes.   

h. 
La constitución de fiducias de administración de pagos de obligaciones pensionales.  

   i. 
En los títulos de capitalización colocados mediante mercadeo masivo o bancapitalización siempre que el pago de las cuotas se haga mediante descuento directo de cuenta de ahorros, cuenta corriente o tarjeta de crédito y que el cliente haya autorizado expresamente el traslado.

j. 
En los siguientes seguros: 

· En el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito - SOAT -.

· En los seguros exequiales

· En las pólizas de vidrios

· En las pólizas judiciales

· En las pólizas de lucro por rotura

· En los seguros tomados por entidades financieras, aseguradoras  o sociedades administradoras de fondos de pensiones por cuenta de sus clientes.

· Los relativos a la seguridad social.

· En los seguros tomados por entidades sometidas a control y vigilancia de la SBC.

· En los seguros en que el tomador, asegurado, afianzado  o beneficiario sea una persona jurídica bajo el régimen de derecho público, salvo los tomados por empresas industriales y comerciales del Estado y/o  sociedades de economía mixta que no estén vigiladas por la SBC.

· En la celebración de contratos de reaseguro y de coaseguro para las compañías distintas a la líder.

· En los seguros tomados mediante mercadeo masivo o bancaseguros siempre que el pago de las primas se haga mediante descuento directo de cuenta de ahorros, cuenta corriente o tarjeta de crédito y que el cliente haya autorizado expresamente el traslado .

· En los seguros de salud.

· En los seguros tomados por personas naturales o jurídicas por cuenta y a favor de sus empleados, cuyo origen sea un contrato de trabajo o relación laboral, respecto de la información del asegurado y el beneficiario. En lo que hace al tomador, la información debe solicitarse en su totalidad.

· Todos aquellos seguros que las entidades aseguradoras están obligadas a expedir por disposición legal.

· Seguros otorgados mediante procesos de licitación pública.

· En los seguros de cumplimiento cuando se celebren para garantizar el cumplimiento de contratos con entidades de carácter  público.

· En los seguros de accidentes personales en vuelo. 

k.
Cuentas de ahorro abiertas para el pago de nómina de empleados.

l.
Cuentas de ahorro abiertas para el pago de pasivos pensionales 

Salvo la regla contenida en el numeral 1.2.2., Anexo 1 del presente capítulo,  no será necesario obtener el formulario de vinculación ni realizar entrevista a aquellas personas que tengan exclusivamente la calidad de beneficiarios.  

2.3.1.1.5. 
Conocimiento del cliente por parte de grupos financieros 

Las entidades vigiladas vinculadas a un mismo grupo financiero, pueden desarrollar el cumplimiento de las instrucciones en materia de diligenciamiento del formulario de vinculación de clientes, a través de la entidad del grupo que establezca una relación contractual y vincule por primera vez al cliente, siempre y cuando se de estricto cumplimiento a cada una de las siguientes reglas:

a. 
El grupo debe diseñar un formato único de vinculación de clientes que contenga, cuando menos, la totalidad de los requisitos de información exigidos por la SBC para los distintos productos o servicios ofrecidos por el grupo y que permita recaudar la información completa de los clientes independientemente del tipo de entidad de que se trate. El formato debe indicar claramente que la información se recauda para efecto de una eventual vinculación del cliente con otras entidades del mismo grupo financiero, y debe contener una estipulación en la que el cliente autorice de manera expresa e inequívoca su remisión a las demás entidades del mismo grupo a las que sucesivamente se vincule. 

b. 
La entidad vigilada que recaude la información debe cumplir con la totalidad de los requisitos generales exigidos en el presente instructivo en materia de conocimiento del cliente, debiendo mantenerla actualizada en los términos aquí dispuestos.

c. 

A partir del momento en que el cliente se vincule a otra u otras entidades pertenecientes al grupo, éstas adquieren la obligación de cumplir con las normas generales sobre conocimiento del cliente  y demás requisitos del SIPLA, así como, colaborar en la actualización de la información del cliente con la entidad del grupo que tenga a su cargo dicha responsabilidad.

d.
En el evento en que el cliente se vincule a otra entidad vigilada perteneciente al mismo grupo financiero, la entidad que haya recaudado la información debe estar en capacidad de remitirla a cualquiera otra entidad del mismo grupo, de manera actualizada en condiciones tales que pueda ser verificable.

e. 
Con el fin de evitar la duplicidad en la información sobre los clientes vinculados al mismo grupo, se puede disponer que el formulario físico con sus respectivos anexos documentales sea archivado en debida forma por la entidad vigilada del grupo que haya recaudado por primera vez la información del cliente. La circularización o suministro de los datos a las distintas entidades del grupo puede hacerse en archivo sistematizado, medio magnético o cualquier otro mecanismo que garantice la entrega de la información de manera integral, completa y oportuna. En el evento en que la información se comparta de manera sistematizada, el grupo financiero debe contar con recursos tecnológicos y con una base de datos homogénea que contenga cuando menos la información y datos del cliente exigida por la SBC y que permita a las distintas entidades del grupo cumplir con las disposiciones generales y especiales sobre conocimiento del cliente que les resulten aplicables.  

2.3.1.1.6.
Monitoreo de movimientos de usuarios 

a.  Concepto de usuario

Son usuarios aquellas personas naturales o jurídicas a las que, sin ser clientes en los términos del numeral 2.3.1.1.1., la entidad vigilada les presta un servicio.

b. Prevención del  lavado respecto de movimientos de usuarios 

Las entidades deben estar en capacidad de monitorear, de manera general, operaciones que realicen sus usuarios a través de su red de cajeros automáticos o través de otros sistemas electrónicos, de modo que, por medio de señales de alerta, se puedan eventualmente identificar operaciones inusuales. 

El SIPLA debe establecer criterios objetivos que, en función del nivel de exposición al riesgo de lavado, permitan identificar la necesidad de efectuar este tipo de monitoreo, u otros similares, respecto de operaciones realizadas por usuarios a través de medios distintos a los enunciados en el inciso anterior. 

2.3.1.2. 

Conocimiento del mercado

Una adecuada prevención y control del  lavado a través del SIPLA supone también la adopción de metodologías y procedimientos que le permitan a la entidad conocer a fondo el mercado correspondiente a cada clase de producto o servicio que ofrece. Un adecuado conocimiento del mercado de productos y servicios de la entidad debe permitir establecer con claridad cuáles son las características usuales de las transacciones que se desarrollan dentro del mismo, para así compararlas con las transacciones que realizan quienes negocian con esos productos o servicios. Este procedimiento se desarrolla con base en un mercado objetivo y según las propias políticas de mercadeo de cada entidad, actualizándose continuamente conforme a los cambios que se presenten.

2.3.1.3. 

Detección de operaciones inusuales 

2.3.1.3.1. 
Concepto de operación inusual 
· Respecto de los clientes, son inusuales aquellas transacciones cuya cuantía o características no guardan relación con su actividad económica. 

· Respecto de los usuarios, son inusuales aquellas transacciones que por su número, por las cantidades transadas o por sus características particulares, se salen de los parámetros de normalidad establecidos para determinado rango de mercado. 

2.3.1.3.2.  
Condiciones mínimas de los procedimientos para la detección de operaciones inusuales

No será adecuado el SIPLA que no le permita a la entidad vigilada establecer cuándo una operación debe considerarse inusual en los términos indicados en el numeral anterior. 

Por ello el SIPLA debe contar con procedimientos diseñados para detectar las operaciones inusuales de sus clientes y usuarios. Para la adopción de estos procedimientos resulta adecuado emplear los criterios aplicables a los demás mecanismos e instrumentos a que hace referencia el presente capítulo.

2.3.1.4.  

Determinación de operaciones sospechosas
2.3.1.4.1. 
Regla general 

La confrontación de las operaciones detectadas como inusuales, con la información acerca de los clientes o de los mercados, debe permitir, conforme el buen criterio de la entidad, identificar si una operación es o no sospechosa.

Con todo, la entidad podrá considerar como sospechosas aquellas operaciones del cliente que, no obstante mantenerse dentro de los parámetros de su perfil financiero, la entidad con buen criterio estime en todo caso irregulares o extrañas, a tal punto que escapan de lo simplemente inusual.

En el caso de almacenes generales de depósito, los procedimientos de determinación de operaciones sospechosas también deben versar sobre aquellas sustancias importadas y almacenadas en la entidad respecto de las cuales, y de acuerdo con el SIPLA desarrollado para el efecto, se presuma que podrán ser destinadas a la realización de actividades delictivas. 

2.3.1.4.2. 
 Condiciones mínimas de los procedimientos para la determinación de operaciones sospechosas

El SIPLA debe permitirle a la entidad establecer cuándo una operación realizada por un cliente es sospechosa.

El SIPLA será adecuado si le permite a la entidad efectuar una evaluación y análisis eficaz de las operaciones inusuales de sus clientes de modo tal que pueda establecer si la operación es sospechosa y tomar las decisiones que de acuerdo con sus propias políticas sean aplicables.

El objetivo de este análisis es el de detectar aquellas operaciones respecto de las cuales se sospecha pueden estar ligadas a alguna actividad delictiva  y de esta manera poder tomar decisiones sobre la manera como se debe proceder en cada caso. 

La entidad estará adecuadamente protegida contra el  lavado si, entre otros, cuenta con procedimientos eficaces para la determinación de operaciones sospechosas y sobre la forma como deben ponerse en conocimiento de las autoridades competentes.

En punto de los procedimientos de detección de operaciones sospechosas es de suma importancia que la entidad comprenda que su deber es el de informar a las autoridades de manera inmediata sobre cada operación de este tipo que sea de su conocimiento.

Si bien la entidad, de acuerdo con sus propias políticas puede buscar los mecanismos legales tendientes a terminar cualquier vínculo contractual con aquel cliente que llevó a cabo una operación que a su juicio  sospechosa en los términos indicados en el literal anterior, es importante subrayar que la entidad no estará incumpliendo las disposiciones sobre control y prevención del lavado de activos por el solo hecho de mantener vigente dicho vínculo con el cliente, pues su deber en este punto es el de informar inmediatamente de ello a las autoridades competentes. 

2.3.2.

Instrumentos para la adecuada aplicación de los mecanismos de control 

Para que los mecanismos adoptados por las entidades operen de manera efectiva, un adecuado SIPLA debe soportarse en instrumentos de prevención y control, tales como los que a continuación se señalan: 

2.3.2.1. 

Señales de alerta 

Son entre otras, hechos, situaciones, eventos, cuantías o indicadores financieros que la experiencia  nacional e internacional ha identificado como elementos de juicio a partir de los cuales se puede inferir la posible existencia de un hecho o situación que escapa a lo que la entidad en el giro ordinario de sus operaciones ha determinado como normal. 

Estas señales de alerta deben considerar la naturaleza específica de cada entidad, las diversas clases de productos o servicios que ofrece, los niveles de riesgo, cualquier otro criterio que a su juicio resulte adecuado y los demás mecanismos e instrumentos señalados en el presente capítulo.

2.3.2.2. 

Desarrollo tecnológico 

Como instrumento vital para el desarrollo del SIPLA, las entidades vigiladas deben contar con las herramientas tecnológicas adecuadas.

2.3.2.3. 

Segmentación del mercado
Segmento es el rango de mercado dentro el cual se inscribe cada cliente de acuerdo con la naturaleza, características, volumen o frecuencia de sus transacciones, nivel de riesgo, clase de producto o servicio, origen o destino de las operaciones, o cualquier otro criterio similar, conforme las políticas comerciales de clasificación adoptadas por la entidad vigilada. 

El propósito de la segmentación es el de determinar las características usuales de las transacciones que se desarrollan dentro del mismo y compararlas con las transacciones que realicen los correspondientes clientes a efectos de detectar las operaciones inusuales que éstos realicen.

Con el fin de lograr un adecuado control de las operaciones que realizan, las entidades vigiladas deben adoptar parámetros de segmentación, o cualquier otro instrumento de similar eficacia, por niveles de riesgo, por clase de producto, o por cualquier otro criterio, que les permita identificar las operaciones inusuales.

Los instrumentos elegidos y la segmentación deben permitirle a la entidad determinar el rango en el cual se desarrollan normalmente las operaciones que realizan los clientes y las características del mercado.

2.3.2.4. 

Consolidación electrónica de operaciones por cliente 

Será adecuado el SIPLA que, entre otros factores, se apoye en instrumentos que le permitan a la entidad consolidar electrónicamente las operaciones que realiza con sus clientes dentro de cada mes calendario, de modo que puedan conocerse tales operaciones discriminadas entre operaciones débito y crédito, cuando sea el caso. 

2.3.2.5. 

Control y registro de transacciones individuales en efectivo

Como instrumento adicional y en desarrollo de lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 103 EOSF, las entidades vigiladas, deben dejar constancia, en formulario especialmente diseñado para el efecto, de la información relativa a transacciones en efectivo cuyo valor sea igual o superior a las siguientes sumas:

a. Entidades vigiladas diferentes a casas de cambio: Diez millones de pesos ($ 10.000.000) si es en moneda legal o cinco mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US $5.000) o su equivalente en otras monedas, según la tasa de cambio en dólares americanos del día en que se realice la operación conforme indique el Banco de la República.

b. Casas de cambio: Quinientos dólares de los Estados Unidos de América (US $500) o su equivalente en otras monedas.

Con todo, aquellos clientes que por el giro ordinario o normal de sus negocios y con base en los procedimientos de conocimiento del cliente, se haya establecido que realizan numerosas transacciones en efectivo, pueden ser excluidos del diligenciamiento del formulario individual, previo el cumplimiento de los siguientes requisitos:

· Que se deje constancia de las razones por las cuales fueron exonerados, habiéndose establecido la relación causa efecto entre la actividad económica del cliente, sus ingresos y el flujo corriente de efectivo generador de las operaciones sujetas a registro.

· Que de acuerdo con lo exigido en el numeral 2º, artículo 103 EOSF, se lleve un registro de transacciones en efectivo, por las cuantías establecidas en este capítulo para el efecto, en el que se identifique por lo menos, la información exigida en el formato individual, salvo la firma de la persona que físicamente realiza la operación.

De acuerdo con lo señalado en el numeral 2.2. del presente capítulo, en el manual de procedimientos se deberá establecer, dentro de la estructura organizacional, el cargo que tiene como función la responsabilidad de exonerar a clientes del diligenciamiento del formulario de transacciones en efectivo. 

2.3.2.6. 

Control de transacciones múltiples 

Las operaciones múltiples están constituidas por aquellas transacciones individuales en efectivo realizadas por cuantías inferiores a las señaladas en el numeral 2.3.2.5, que se realicen en una o varias oficinas, durante un (1) mes calendario, por o en beneficio de una misma persona y que en su conjunto igualen o superen las sumas que se indican a continuación: 

a. Entidades vigiladas diferentes a casas de cambio: Cincuenta millones de pesos ($50.000.000) ó cincuenta mil dólares (US $50.000) ó su equivalente en otras monedas.

b.  Casas de cambio: Mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América (US $1.500) o su equivalente en otras monedas.

Estas transacciones están sujetas a control, pues se estima que constituyen un instrumento eficaz en la identificación del riesgo de lavado a que se expone una entidad. En consecuencia, será adecuado el SIPLA que identifique procedimientos especiales para su análisis. 
Con todo, no es necesario sumar, para efectos del control a que se refiere este numeral, las transacciones en efectivo que se realicen en ventanilla para el simple cambio de moneda (billetes o monedas metálicas) en pesos de una denominación por otra.   

2.3.2.7.  
Capacitación y entrenamiento del personal 

Otro instrumento esencial para el adecuado funcionamiento del SIPLA es la implantación y permanente ejecución de programas de capacitación y entrenamiento del personal de la entidad acerca del marco regulatorio vigente y de los mecanismos de  control y prevención del   lavado adoptados. 

[image: image2.jpg]Las entidades deben capacitar y entrenar a sus empleados en los procesos de inducción y anualmente en los programas de actualización a través de actividades de capacitación orientados a la prevención y control del lavado respecto de las operaciones especificas de cada área.

Son adecuados aquellos programas que destaquen las responsabilidades de las instancias encargadas de ejecutar los mecanismos e instrumentos de prevención de actividades delictivas y de las que supervisan el cumplimiento de los procedimientos en cada área, como también aquellos que incluyen aspectos relacionados con el régimen de responsabilidad por el incumplimiento de los deberes que obligan a una adecuada prevención y control del lavado.

Los programas de capacitación deben ser constantemente revisados y actualizados. Para valorar su efectividad, la entidad debe evaluarlos anualmente y adoptar los mecanismos que considere pertinentes para mejorar las deficiencias.   

2.4. 
Reglas aplicables al control interno del proceso de prevención del lavado de activos 

El SIPLA debe prever mecanismos adecuados de control interno que le permitan a la entidad garantizar el funcionamiento de los mecanismos e instrumentos propios de la prevención y control del riesgo de lavado. 

Como regla general, la entidad debe establecer órganos e instancias responsables de efectuar una evaluación  y supervisión del SIPLA a fin de que se puedan determinar las fallas o debilidades de sus políticas y procedimientos de control y adoptar las medidas conducentes con el propósito de corregir y optimizar el proceso.

En particular, la entidad debe asignar funciones a su oficial de cumplimiento, al área de auditoría si la hubiere y a la revisoría fiscal.

A continuación, se establecen las funciones y responsabilidades mínimas que deben asignarse de acuerdo con lo señalado: 

2.4.1.  
Reglas aplicables al oficial de cumplimiento 

2.4.1.1.
 Obligación de designar y posesionar a un oficial de cumplimiento 
Las entidades vigiladas tienen la obligación, de acuerdo con  lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 102 EOSF, de designar un oficial de cumplimiento y de proporcionarle una adecuada estructura administrativa de apoyo.

Este funcionario debe ser designado por la junta directiva (o el órgano que haga sus veces), ser de alto nivel, tener capacidad decisoria,  estar apoyado por un equipo de trabajo humano y técnico que le permita cubrir las diferentes áreas de gestión y contar con el efectivo apoyo de las directivas de la entidad.

El oficial de cumplimiento debe tomar posesión de su cargo en los términos establecidos en el numeral 1º, Capítulo Décimo, Título I de esta Circular. Una vez posesionado ante la SBC, debe remitirse a la Unidad Administrativa Especial de Información y Análisis Financiero (UIAF), el nombre, número de cédula de ciudadanía de dicho funcionario y de su suplente si lo hubiere. Esta información debe actualizarse tan pronto como se produzca alguna novedad al respecto.

Una misma persona puede desempeñarse como oficial de cumplimiento de varias entidades vigiladas por la SBC, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

2.4.1.1.1. Que no sea designado para desempeñarse como tal en más de cinco (5) entidades de manera simultánea.

2.4.1.1.2. Que la junta directiva o el órgano que hagas sus veces en cada una de las entidades lo designe expresamente para tales fines.

2.4.1.1.3. Que cada una de las entidades le asigne un equipo de trabajo humano y técnico adecuado. 

2.4.1.1.4. Que el oficial de cumplimiento acepte expresamente la designación como oficial de cumplimiento ante cada una de las entidades nominadoras. 

2.4.1.1.5. Que, sin perjuicio del deber que se le imponga de reportar a una matriz o holding, deba  reportar por separado a la junta directiva o al órgano que haga sus veces de cada entidad vigilada en la que se desempeñe como tal.

2.4.1.2. 
Funciones 

El oficial de cumplimiento tendrá como mínimo las siguientes funciones:

2.4.1.2.1. Velar por el adecuado funcionamiento dentro de la entidad de la totalidad de los mecanismos e instrumentos específicos diseñados que conforman el SIPLA. 

2.4.1.2.2. Vigilar el cumplimiento de todos los aspectos relacionados en la ley, en este capítulo y aquellos que determine la propia entidad referidos a la prevención del lavado de activos. 

2.4.1.2.3. Presentar informes a la junta directiva (u órgano que corresponda) cuando menos trimestralmente, en lo cuales debe referirse como mínimo a los siguientes aspectos:

· Las políticas y programas desarrollados para cumplir su función y los resultados de la gestión realizada. 

· El cumplimiento que se ha dado en relación con el envío de los de reportes a las diferentes autoridades.

· Las políticas y programas adoptados para la actualización de la información de los clientes y el avance que se haya logrado sobre el tema en cada uno de los productos y servicios ofrecidos por la entidad vigilada.

· La efectividad de los mecanismos e instrumentos de control y las medidas adoptadas para corregir las fallas.

· Los casos específicos de incumplimiento por parte de los funcionarios de la entidad, así como, los resultados de las ordenes impartidas por la Junta en este campo. 

· Los correctivos que considere necesarios incluidas las propuestas de actualización o mejora de los mecanismos e instrumentos de protección.

2.4.1.2.4. Promover la adopción de correctivos al SIPLA.

2.4.1.2.5. Participar en el desarrollo de programas internos de instrucción y capacitación.

2.4.1.2.6. Reportar al competente las posibles faltas que comprometan la responsabilidad de los funcionarios.

2.4.1.2.7. Proponer a la junta directiva o al órgano que haga sus veces, la actualización del manual de procedimientos y velar por su divulgación a todos los funcionarios de la entidad vigilada.

Para el adecuado cumplimiento del deber que tiene de velar por el funcionamiento del SIPLA, el oficial de cumplimiento puede realizar muestreos de análisis de transacciones inusuales y participar en la evaluación de las que identifiquen los funcionarios responsables al interior de la entidad vigilada. 

2.4.2. 
Reglas aplicables a la auditoría interna 

El cumplimiento de los mecanismos de control diseñados e implementados en el SIPLA de la entidad, debe ser incluido dentro de los procesos de auditoría interna como un programa específico basado en los procedimientos de auditoría generalmente aceptados.

Los resultados de su gestión deben ser informados al oficial de cumplimiento de la entidad, quien se encargará de evaluarlos y efectuar el seguimiento respectivo con el fin de procurar la adopción de los correctivos a que haya lugar. 

2.4.3.  
Reglas aplicables a la revisoría fiscal 

En desarrollo del deber de colaboración establecido en el numeral 3º, artículo 207 C.Co y de las instrucciones que sobre la materia ha impartido la SBC, la revisoría fiscal de la entidad vigilada debe instrumentar los controles adecuados que le permitan detectar incumplimientos de las instrucciones que para la prevención de lavado de activos se consagran en el EOSF y en el presente capítulo. Dicha gestión incluye el examen de las funciones que cumplen los administradores de la entidad incluido el oficial de cumplimiento en relación con el respectivo SIPLA. 

El revisor fiscal de cada entidad deberá elaborar un reporte trimestral especial dirigido a la junta directiva o al  órgano que haga sus veces, en el que informe acerca de las conclusiones obtenidas en el proceso de evaluación del cumplimiento de las normas sobre prevención del lavado. 

3. 
REGLAS SOBRE LOS REPORTES DERIVADOS DE LA PREVENCIÓN Y CONTROL DEL  LAVADO DE ACTIVOS

El SIPLA que diseñe cada entidad debe prever un sistema adecuado de reportes tanto internos como externos, que garanticen el funcionamiento de sus propios procedimientos de control de riesgos, así como el cumplimiento del deber legal de colaborar con las autoridades a cargo de la lucha contra el delito de lavado de activos.      

A continuación se señalan los reportes que toda entidad debe efectuar en esta materia a fin de que sean tenidos en cuenta en el diseño del SIPLA:

3.1. 
Reportes internos

3.1.1 
Reporte interno sobre transacciones inusuales

La entidad debe prever dentro del SIPLA los procedimientos para que cada funcionario responsable de la detección de operaciones inusuales, reporte las mismas al área encargada de analizarlas. Un buen reporte debe indicar las razones que determinan la calificación de la operación como inusual.

3.1.2. 
Reporte interno sobre operaciones sospechosas 

Como quiera que los procedimientos de determinación de operaciones sospechosas deben operar de manera permanente, el SIPLA debe prever los procedimientos de reporte inmediato y por escrito al funcionario o instancia competente. 

3.2. 
Reportes externos

3.2.1. 
Reporte externo de operaciones sospechosas – ROS. 
Determinada la operación sospechosa, procede su reporte inmediato y directo a la UIAF, de acuerdo con las instrucciones impartidas en la respectiva pro forma. 

Para efectos del ROS, no se requiere que la institución vigilada tenga certeza de que se trata de una actividad delictiva, así como tampoco debe identificar el tipo penal o que los recursos que maneja provienen de esas actividades. Sólo se requiere que la entidad considere que la operación es sospechosa.
Por no corresponder el ROS a una denuncia penal, el mismo no tiene que ser firmado.

De acuerdo con las normas legales, el reporte que deban efectuar los almacenes generales de depósito sobre operaciones sospechosas vinculadas con sustancias almacenadas, debe remitirse a la Sección de Control Químico de la Dirección Antinarcóticos de la Policía Nacional, destacando los elementos esenciales en los que se funda la presunción.
3.2.2.  Reporte mensual de ausencia de operaciones sospechosas 

En caso de que durante el respectivo mes, las entidades vigiladas no hayan determinado la existencia de operaciones sospechosas, deben informar este hecho a la UIAF, dentro de los diez (10) primeros días del mes siguiente. 

3.2.3.  Reporte de operaciones en efectivo 
Las entidades vigiladas deben remitir a la UIAF el informe mensual sobre el número de transacciones en efectivo a que se refiere el numeral 2.3.2.5 del presente capítulo, mediante el diligenciamiento de la respectiva pro forma (Anexo 3) en las condiciones indicadas en su instructivo.

Cuando se celebre un contrato de uso de red entre un establecimiento de crédito y alguna entidad autorizada en la Ley 389 de 1997 y el Decreto Reglamentario 2805 del mismo año, el reporte debe ser remitido por la entidad usuaria de la red y a nombre de quien fueron efectuadas las transacciones en efectivo en los términos de la respectiva pro forma, puesto que estas transacciones no fueron realizadas por la entidad que prestó su red de oficinas sino entre el cliente y la entidad usuaria. 

3.2.4.  
Reporte de transacciones múltiples 
Las transacciones múltiples a que se refiere el numeral 2.3.2.6. del presente capítulo deben reportarse a la UIAF en la respectiva proforma (Anexo 3) en las condiciones indicadas en su instructivo. 

3.2.5.  
Reporte de clientes exonerados 

De acuerdo con lo establecido en el numeral 2. del artículo 103 EOSF, las entidades vigiladas están en la obligación de informar mensualmente los nombres e identidades de todos los clientes exonerados. 

Esa información debe remitirse a la UIAF, dentro de los diez (10) primeros días hábiles del mes inmediatamente siguiente, mediante el diligenciamiento de la respectiva proforma. La actualización, debe surtirse dentro del mismo plazo. 

Para el efecto de lo dispuesto en dicho artículo, las entidades deben remitir los nombres e identidades de los nuevos clientes exonerados y de los que dejaron de serlo en el mes inmediatamente anterior. En el evento en que no haya novedades que reportar, así debe indicarlo en los términos de la proforma mencionada.

3.2.6. 
Reporte de casas de cambio sobre operaciones de cambio 

Las casas de cambio deben remitir a la UIAF un reporte de todas las operaciones de cambio que hayan sido realizadas durante el mes inmediatamente anterior, de acuerdo con lo establecido en el instructivo de la respectiva proforma (Anexo 5).  

4.  
REGLAS SOBRE LA CONSERVACIÓN DE DOCUMENTOS 

4.1. Con el propósito de garantizar un mayor grado de colaboración con las autoridades, las entidades deben conservar los documentos y registros relativos al cumplimiento de las normas sobre prevención y control del lavado por el término establecido en el artículo 96 EOSF.

Al cabo de este lapso pueden ser destruidos, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

· Que no medie solicitud de entrega de los mismos formulada por autoridad competente.

· Que se conserven en un medio técnico que garantice su posterior reproducción exacta y la preservación de su valor probatorio, conforme lo previsto en los decretos números 2527 de 1950, 3354 de 1954 y 2620 de 1993 y en el artículo 12 de la Ley 527 de 1999 y demás normas que los complementen o adicionen.
4.2. En los casos de fusión la entidad absorbente debe garantizar la continuidad en el estricto cumplimiento de esta disposición. 

4.3. En caso de liquidación corresponde al liquidador adoptar las medidas necesarias para garantizar el archivo y protección de estos documentos, de acuerdo con lo señalado en el numeral 21 del artículo 5º del Decreto 2418 de 1999.

4.4. Respecto de los documentos que soportan la decisión de determinar una operación como sospechosa, la entidad debe disponer la conservación centralizada de tales documentos con las debidas seguridades, junto con el respectivo reporte a la UIAF, con el propósito de hacerlos llegar en forma completa y oportuna a las autoridades cuando estas los soliciten.

4.5. En cuanto a los formularios establecidos en el numeral 1 del artículo 103 EOSF, las entidades vigiladas los deben conservar debidamente organizados a disposición de las autoridades. La información debe reposar como mínimo en la oficina de radicación durante los primeros tres (3) años sin perjuicio del deber de conservación de documentos establecido en el presente numeral. La información contenida en estos formularios debe organizarse internamente en forma centralizada en una base datos por orden alfabético, número de identificación y por oficina, de manera que permita atender de forma inmediata los requerimientos de las autoridades y ser utilizada eficientemente por cada entidad para la detección de operaciones inusuales y sospechosas.

4.6. En cuanto a la exoneración de clientes del diligenciamiento del formulario de transacciones en efectivo, copia del estudio mediante el cual se compruebe la existencia de las condiciones de exoneración debe ser archivada de manera centralizada. El original del estudio acompañado de los respectivos soportes puede reposar en la correspondiente oficina.

5. 
PRÁCTICAS INSEGURAS
La SBC califica como práctica insegura y no autorizada, conforme lo establecido en el literal a. del numeral 5º del artículo 326 EOSF, la realización de operaciones sin el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente capítulo, en especial sin cumplir con la debida diligencia en el proceso de conocimiento del cliente.

ANEXO 1

Requisitos  para la vinculación de clientes de las entidades vigiladas

De acuerdo con lo señalado en el literal a, numeral 2.1.1.3 del presente capítulo, el conocimiento del cliente comienza desde el momento en que una persona solicita ser admitida como tal.  

El presente anexo contiene las pautas que deben observarse durante el proceso de vinculación de clientes de entidades vigiladas. 

1. Requisitos relativos a la información que deben contener los formularios de vinculación de clientes. 

1.1. Regla general 

Las entidades vigiladas, salvo en los casos expresamente exceptuados en el numeral  2.3.1.1.4. del presente capítulo, deben obtener, de las personas que desean vincularse como clientes, en los términos del numeral 2.3.1.1.1
. del presente capítulo, el diligenciamiento de  formularios de vinculación para el suministro de productos o prestación de servicios, que cumplan con los requisitos aquí indicados.  El formulario de vinculación debe ser diligenciado también por toda persona que por virtud del contrato de suministro producto o prestación de servicio puedan disponer de los recursos o fondos vinculados al mismo.  Para ello deberán observarse adicionalmente las reglas establecidas en el numeral 1.2. del presente anexo.  

Todo formulario que se diseñe debe contener espacios para recolectar, cuando menos, la siguiente información:

PN: Vinculación de persona natural       PJ: Vinculación de persona jurídica

	Descripción
	PN
	PJ

	Nombre y apellidos completos o Razón Social 
	X
	X

	Número de identificación: Cédula de ciudadanía, tarjeta de identidad, cédula de extranjería o NIT
	X
	X

	Nombre y apellidos completos del representante y número de identificación. 
	
	X

	Dirección y teléfono del representante
	
	X

	Lugar y fecha de nacimiento.
	X
	

	Dirección y teléfono residencia.
	X
	

	Ocupación, oficio o profesión
	X
	

	Descripción actividad:   Independiente, dependiente, cargo que ocupa.

                                      Actividad económica principal: comercial, industrial, transporte,                                        

                                      construcción, agroindustria, servicios financieros, etc., acorde con    

                                      lo establecido en el código internacional CIIU (Código   

                                      Internacional de Industria Uniforme
	X
	X

	Nombre, dirección, fax y teléfono de la oficina, empresa o negocio donde trabaja si aplica.

Dirección, teléfono, fax y ciudad de la oficina principal y de la sucursal o agencia que actúe como cliente
	X
	X

	Tipo de empresa: privada, pública, mixta.
	
	X

	Declaración voluntaria de origen de los bienes y/o fondos, según el caso (puede ser un anexo)
	X
	X

	Ingresos y egresos mensuales
	X
	X

	Detalle de otros ingresos o ingresos no operacionales o originados en actividades diferentes a la principal
	X
	X

	Total activos y pasivos
	X
	X

	En el caso de fiducia, la clase de recursos e identificación del bien que se entrega
	X
	X

	Autorización para consulta y reporte a centrales de riesgo
	X
	X

	firma y huella del solicitante
	X
	X


· El formulario debe contener espacios para recolectar la siguiente información cuando quiera que la  actividad del potencial cliente suponga transacciones en moneda extranjera:

	Descripción
	PN
	PJ

	El tipo de operaciones en moneda extrajera que normalmente realiza
	X
	X

	Cuentas corrientes que posea en moneda extranjera: Número de cuenta, banco, ciudad, país y moneda 
	X
	X

	De no ser el caso, manifestación clara de que no realiza transacciones en moneda extranjera 
	X
	X


1.2. Reglas especiales en materia de diligenciamiento de formularios 

1.2.1. Cuando por virtud de la naturaleza o estructura del contrato en el momento de vinculación del cliente no sea posible conocer la identidad de otras personas que se vinculan a la entidad como clientes, como sucedería en el caso de beneficiarios de ciertos contratos de seguro y de fiducia cuya identidad a veces sólo se establece en el futuro, queda claro que la información relativa a ellos debe obtenerse en el momento en que se individualicen.  

1.2.2. Las casas de cambio, además de aplicar la regla general sobre vinculación de clientes, deben exigir, al momento de pagar un giro, el diligenciamiento del formulario de vinculación que tengan diseñado para el efecto a las personas que sin ser clientes sean beneficiarias del mismo. Con todo, se considera que basta con exigir como anexo la fotocopia del documento de identificación de la persona o su representante. 

· 1.2.3. Cuando el solicitante sea una persona jurídica de derecho público, la firma y huella requerida se debe estampar por quien sea designado para el efecto por la respectiva entidad. 

· 1.2.4. Cuando algún producto se constituya por intermedio de apoderado, debe exigirse además la acreditación del poder por escrito debidamente firmado y autenticado con reconocimiento de firma, huella y contenido, documento donde debe aparecer la firma y huella del beneficiario. En caso de ser varios beneficiarios, estos deben estar registrados en el poder y necesariamente quien firma el poder debe ser uno de ellos. 

· 1.2.5. Cuando el producto se contrate por intermedio de personas vigiladas por la Superintendencia de Valores la entidad vigilada por la SBC debe además mantener actualizado:

· -El certificado que acredite al intermediario como tal.

· -El registro de la firma del representante legal del intermediario y la de los funcionarios facultados para tramitar este tipo de operación.

· 1.2.6. Tratándose de CDT´S y Bonos, cuando el endoso no es registrado con anterioridad a la fecha de pago, o el beneficiario es diferente del suscriptor, se debe obtener la firma y huella de quien cobra el título y la fotocopia del documento de identidad.

· 1.2.7. Los beneficiarios de los fondos comunes ordinarios y especiales de inversión, no están obligados a efectuar declaración voluntaria del origen de los bienes y/o fondos cuando éstos sean diferentes del constituyente o adherente.

1.2.8. En contratos de capitalización vigentes a abril de 1999, la firma puede ser registrada al momento del vencimiento y pago del titulo, de la rescisión del mismo, del pago del sorteo o de la presentación de la solicitud  de préstamo sobre ese titulo.

· 1.2.9. Reglas especiales en materia de contratos de seguros y capitalización:

· -En los contratos de seguros y capitalización, cuando el asegurado, afianzado y/o beneficiario, sea una persona diferente al tomador o suscriptor, la información relativa a aquellos debe recaudarse al momento de la presentación de la reclamación, vencimiento y pago del titulo, rescisión del mismo, pago del sorteo o presentación de la solicitud de préstamo sobre el titulo. En los eventos en que el asegurado, afianzado y/o beneficiario, no suministren la información exigida en el presente capitulo, la operación debe calificarse como inusual.

· -La compañía de seguros puede recaudar la información comercial a través de los formularios de declaración de asegurabilidad o de solicitud de seguro, siempre que tales formularios estén diseñados de tal forma que permitan obtener la información que se refiere en el numeral 1.1. de este anexo.

· -Cuando la celebración del contrato sea promovida por un intermediario de seguros y de capitalización, éste será responsable del recaudo y verificación de la información que trata el presente anexo. 

· -La confirmación y custodia de la información corresponderá, a la compañía aseguradora o a la sociedad de capitalización y se dejará evidencia escrita de tal confirmación en los términos que establezcan los manuales de procedimiento. 

· -En las operaciones de coaseguro corresponde a la compañía líder el cumplimiento de las obligaciones contempladas en este capítulo.

2.  Requisitos en materia de documentación anexa al proceso de vinculación de clientes. 

2.1. Regla general 

El proceso de vinculación de clientes supone no sólo el diligenciamiento de un formulario sino que incluye también la recolección de información documental que le permita a la entidad corroborar la veracidad de la información contenida en el mismo y contar con información adicional sobre las características de un potencial cliente. 

Para ello cada entidad, a través de su SIPLA y en función del tipo de productos o servicios que ofrece, debe establecer qué tipo de documentación habrá de exigir como anexo al formulario de cada cliente, considerando para ello aspectos tales como el nivel de exposición del producto o servicio al riesgo de lavado, el nicho de mercado de la entidad o el tipo y características del cliente de que se trate.   

Cada entidad dentro del SIPLA debe establecer las políticas y criterios que permitan determinar los casos en los cuales, considera adecuado exigir documentación distinta a la señalada en el presente anexo o eximir a un cliente del suministro de la misma.   

Es importante reiterar que, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo XVI, Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, es deber de las entidades estar adecuadamente protegidas contra el riesgo de lavado mediante la adopción e implantación de un SIPLA. En tal sentido, si una entidad, siguiendo sus propios criterios, decide eximir a un cliente del suministro de cierta información documental, deberá estar en capacidad de evaluar el riesgo y el efecto que conlleva no conocer adecuadamente a sus clientes.    

Las entidades deberán establecer en sus manuales de procedimiento quién o quiénes, de acuerdo con la estructura organizacional interna, tienen la facultad y autorización de eximir a un cliente del suministro de información documental. 

Sólo a título de guía y considerando la experiencia recolectada en materia de sensibilidad al riesgo de lavado, a continuación se señalan los documentos que se consideran adecuados para ayudar al proceso de conocimiento del cliente al momento de su vinculación, sin perjuicio de que cada entidad determine unos distintos en función de criterios particulares: 

2.1.1. 
Anexos a personas naturales 

Sin perjuicio de lo establecido en el numeral anterior, se consideran adecuados los siguientes documentos anexos respecto de personas naturales:

	Fotocopia del documento de identificación (cédula de ciudadanía, tarjeta de identidad o cédula de extranjería) 

	Constancia de ingresos (Honorarios, laborales, certificado de ingresos y retenciones o el documento que corresponda)

	Declaración de renta del último período gravable disponible 

	Estados financieros certificados o dictaminados a la última fecha de corte disponible al momento de la apertura, cuando  aplique. 


2.1.2. 
Anexos a personas jurídicas 

Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 2.1. anterior, se consideran adecuados los siguientes documentos anexos respecto de personas jurídicas:
	Original del certificado de existencia y representación legal con vigencia no superior a tres meses, expedido por la Cámara de Comercio, el cual puede ser obtenido directamente por la entidad vigilada. 

	Fotocopia del Número de Identificación Tributaria (NIT), el cual puede ser obtenido directamente por la entidad vigilada. 

	Fotocopia del documento de identificación del Representante Legal 

	Estados financieros certificados o dictaminados 

	Lista de los socios titulares del 5% o más del capital social, cuando esta información no conste en el certificado de existencia y representación legal identificando número del documento de identidad

	Declaración de renta del último período gravable disponible 


2.2. Reglas especiales sobre anexos por tipo de producto o servicio  

Sin perjuicio de lo señalado en los numerales 2.1.1. y 2.1.2 del presente anexo, se deben tener en cuenta las siguientes reglas especiales aplicables a ciertos tipos de productos o servicios:

2.2.1. En los casos de suscripción de Certificados de Depósito a Término y Bonos

a.
Personas naturales

· En cualquier caso no se considera necesario exigir declaración de renta y estados financieros certificados o dictaminados. 

b. 

Personas jurídicas

· En cualquier caso no se considera necesario exigir estados financieros certificados o dictaminados. 

2.1.2.1. En los casos en que se efectúen aportes a fondos de pensiones voluntarias o aportes voluntarios a fondos de pensiones obligatorias con recursos del afiliado o partícipe

a.
Personas naturales

· En cualquier caso no se considera necesario exigir estados financieros certificados o dictaminados. 

2.1.2.2. En los casos de celebración de negocios fiduciarios 

a. Personas naturales

Se considera adecuado solicitar, además de los documentos recomendados en el numeral 2.1.1. del presente anexo, el certificado de libertad y tradición del inmueble entregado en fiducia. 

· En cualquier caso no se considera necesario exigir la declaración de renta del último período gravable. 

· Además, se considera que cuando se trate de personas que se vinculan a través de fondos comunes ordinarios y fondos comunes especiales de inversión, basta con exigir fotocopia de la cédula de ciudadanía.

b. 

Personas jurídicas

· En cualquier caso, tratándose de personas jurídicas que se vinculen a través de fondos comunes ordinarios y fondos comunes especiales de inversión, no se considera necesario exigir declaración de renta y estados financieros certificados o dictaminados.  

2.1.2.3. En los casos de celebración de contratos de seguro tanto para personas naturales como personas jurídicas 

Se considera adecuado solicitar, además de los documentos recomendados en el numeral 2.1.1. del presente anexo, los siguientes documentos anexos: a) indicación de vínculos existentes entre el tomador, asegurado, afianzado y beneficiario; b) relación de las reclamaciones presentadas e indemnizaciones recibidas sobre seguros, respecto de cualquier asegurador, en los dos últimos años; c) inventario general de los bienes objeto del seguro, salvo cuando se trate de pólizas flotantes o automáticas.

En ningún caso se considera necesario exigir estados financieros certificados o dictaminados.  

En todo caso, no resulta necesario exigir documentación anexa alguna cuando se trate de personas naturales que suscriban contratos de seguros de daño o patrimoniales en los que el valor asegurado sea igual o inferior a 1.270 salarios mínimos legales mensuales; automóviles en los casos en que el valor asegurado sea igual o inferior a 190 salarios mínimos legales mensuales por vehículo y 381 salarios mínimos legales mensuales por cliente, y, seguros de vida en los casos en que el valor asegurado sea igual o inferior a 846 salarios mínimos legales mensuales;

Igual regla a la establecida en el párrafo anterior aplica a las personas jurídicas que contraten seguros de daño o patrimoniales en los que el valor asegurado sea igual o inferior a 8.450 salarios mínimos legales mensuales; seguros de automóviles en los casos en que el valor asegurado sea igual o inferior a 190 salarios mínimos legales mensuales por vehículo y 1.258 salarios mínimos legales mensuales por cliente, y, seguros de vida en los casos en que el valor asegurado sea igual o inferior a 1.057 salarios mínimos legales mensuales.

2.1.2.4. En los casos de celebración de contratos de capitalización 

a.- Personas naturales

En cualquier caso no se considera necesario exigir estados financieros certificados o dictaminados. 

b. 

Personas jurídicas

· En cualquier caso no se considera necesario exigir estados financieros certificados o dictaminados y declaración de renta.  

En todo caso, no resulta necesario exigir documentos anexos cuando se trate de personas que adquieran títulos de capitalización pagaderos en cuota única de menos de 20 salarios mínimos legales mensuales y para aquellos pagaderos en cuotas periódicas de menos de 5 salarios mínimos legales mensuales.

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

DE COLOMBIA

CIRCULAR  EXTERNA   046  DE 2002

(Octubre 29)

Señores

MIEMBROS  DE  JUNTA  DIRECTIVA, REPRESENTANTES   LEGALES  Y REVISORES FISCALES DE LAS ENTIDADES VIGILADAS

Referencia: Reglas relativas a la prevención del lavado de activos 

Apreciados señores:

Con el propósito de actualizar y adaptar las reglas que gobiernan la prevención y el control del lavado de activos en el sector de las entidades vigiladas a la continua evolución que en esta materia se da en el ámbito internacional, se ha considerado necesario modificar las instrucciones contenidas en el Título I, Capitulo Noveno, numeral 6 de la Circular Básica Jurídica, a fin de precisar los conceptos y procedimientos que deben guiar a las entidades en el adecuado cumplimiento de las disposiciones contenidas en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.   

Las reglas que se adoptan mediante la presente circular señalan nuevos y más claros criterios que toda entidad vigilada deben tener en cuenta al adoptar sus propios Sistemas Integrales para la Prevención del Lavado de Activos (SIPLA) y busca orientar a las entidades en el procedimiento a seguir en aquellos eventos en que, conforme a sus procedimientos internos de control, se detecten operaciones que puedan estar vinculadas con una actividad de lavado de activos. 

Es importante advertir que las instrucciones aquí establecidas constituyen las reglas mínimas que deben observar las entidades vigiladas en el diseño e implantación de sus propios sistemas. Por lo tanto, se reitera una vez más la responsabilidad que tienen las entidades de hacer todo lo que esté a su alcance para que los sistemas de prevención y control del lavado de activos funcionen adecuadamente, de modo tal que en el desarrollo de sus operaciones prevengan ser utilizadas como vehículos para la realización de actividades delictivas

En consecuencia, esta Superintendencia en uso sus facultades legales, en especial las que le confiere el literal a), numeral 3º, artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, modifica las instrucciones contenidas en la Circular Externa 07 de 1996 relativas a los mecanismos de control y prevención del lavado de activos para lo cual se ha introducido al Título I de la Circular Básica Jurídica un nuevo capitulo Decimoprimero denominado “Reglas relativas a la prevención y control del lavado de activos”.

Por lo tanto, mediante la presente circular se eliminan los siguientes apartes de la Circular Básica Jurídica los cuales son reemplazados en su totalidad por el nuevo Capítulo Decimoprimero: El numeral 6º, Capítulo Noveno del Título Primero; El Capítulo Preliminar del Título Tercero; El Capítulo Quinto del Título Cuarto; El Capítulo Preliminar del Título Quinto; y el Capítulo Preliminar del Título Sexto.

Adicionalmente, se incorporan como anexos al Capítulo Decimoprimero, las siguientes proformas e instructivos: 1) Reporte Mensual de Clientes Exonerados; 2) Reporte de Transacciones en Efectivo; y 3) Reporte de Operaciones Sospechosas. Por tal razón se eliminan las proformas F.0000-11  y B.0000-01 contenidas en la Circular Externa 100 de 1995. 

La presente Circular rige a partir de la fecha de su publicación. 

Cordialmente,

PATRICIA CORREA BONILLA 

Superintendente Bancario

CIRCULAR  EXTERNA  025  DE 2003

( Junio  10 )

Señores

MIEMBROS  DE  JUNTA  DIRECTIVA, REPRESENTANTES   LEGALES  Y REVISORES FISCALES DE LAS ENTIDADES VIGILADAS

Referencia: Modificaciones al Capítulo Decimoprimero, Título I de la Circular Externa 007 de 1996 – Circular Básica Jurídica sobre reglas de prevención del lavado de activos

Apreciados señores:

La prevención y el control del lavado de activos es uno de los deberes más importantes de las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria de Colombia (SBC), del cual se ha derivado la obligación legal de tener sistemas de prevención y control tendientes a evitar que recursos de origen ilícito permeen su actividad. 

Ya han pasado varios años desde que la SBC expidió las primeras instrucciones en la materia, lo cual forma parte de un proceso de creación y afianzamiento de una disciplina de administración del denominado “riesgo de lavado”. 

Durante estos años, las instrucciones impartidas por la SBC sobre el tema han reflejado las directrices internacionales  y al igual que la tendencia de la regulación prudencial relativa a la administración general de riesgos, las normas sobre prevención del lavado de activos se han enfocado hacia el diseño y desarrollo por parte de las entidades de sus propios sistemas de gestión del riesgo de lavado, los cuales deben adoptarse en función, precisamente, de las políticas internas y su particular perfil de riesgo. Así, hoy, las normas sobre prevención del lavado de activos establecen unos parámetros generales que sirven de guía a las entidades en la definición de sus propios sistemas, cuyo funcionamiento forma parte de las responsabilidades propias de los administradores de las entidades vigiladas.
Ahora bien, este Despacho, en uso de sus facultades legales, considera  necesario introducir nuevos cambios a las reglas sobre prevención del lavado de activos los cuales se orientan a otorgarle a las entidades vigiladas una mayor libertad en el diseño y aplicación de sus propios SIPLA. Así mismo, se establece un nuevo orden de las disposiciones y reglas del Capítulo Decimoprimero.

Para una mayor claridad sobre los cambios introducidos por la presente circular, a continuación señalamos las modificaciones de aquellos aspectos que consideramos más importantes: 

1. Reglas sobre diligenciamiento de formularios para el conocimiento del cliente.

Las normas sobre prevención del riesgo de lavado de activos reconocen que el pilar principal en esta tarea, lo constituye el adecuado conocimiento de sus clientes y de aquellas personas que aspiran a serlo.

Las normas señalan que, por regla general, las entidades vigiladas deben desarrollar mecanismos adecuados para conocer a sus potenciales clientes y mantener actualizado el conocimiento de quienes ya lo son. De ahí el deber de diseñar formularios de vinculación y la obligación de hacerlos diligenciar por quienes aspiran a ser clientes previamente a su vinculación a la entidad. A este se suma el de recolectar en todos los casos información documental que soporte los datos consignados en el formulario.

Ahora bien, las normas han reconocido desde un principio que existen casos en los cuales resulta inocuo el  diligenciamiento de un formulario con antelación de la vinculación de la persona a la entidad, pues en ellos o bien la entidad está obligada por ley a vincularla, o el riesgo de lavado es prácticamente inexistente. 

Por lo anterior, la presente Circular establece nuevos casos para los que resulta innecesario diligenciar el formulario y obtener información documental: 

-La vinculación a entidades administradoras del sistema general de pensiones en los productos propios de dicho sistema..

-La constitución de fiducias de administración y pagos de obligaciones pensionales

-Los seguros relativos a la seguridad social.

-Los seguros de cumplimiento cuando se celebren para garantizar el cumplimiento de contratos con entidades de carácter público.

-Los seguros de accidentes personales en vuelo. 

-Los títulos de capitalización colocados mediante mercadeo masivo o bancapitalización, siempre que el pago de las cuotas se haga mediante descuento directo de cuenta de ahorros, cuenta corriente o tarjeta de crédito y que el cliente haya autorizado expresamente el traslado.

Adicionalmente, la norma en este punto ha sido objeto de una modificación (Anexo 1) a fin de radicar en cabeza de las entidades la responsabilidad de determinar -en función de aspectos tales como el nivel de exposición al riesgo de lavado por el tipo de producto o servicio que se ofrece, el nicho de mercado al que  pertenece o el tipo de cliente de que se trate- qué documentos deben solicitar.  

Igualmente, la presente Circular precisa que los funcionarios de las entidades que  tengan a su cargo la responsabilidad de desarrollar el mecanismo de conocimiento del cliente, es decir, quienes puedan decidir entre otras, respecto de la documentación anexa que se le solicita a cada cliente, podrán ser responsables administrativamente si como consecuencia de ello la entidad queda desprotegida contra el riesgo de lavado.  Por ello, la norma indica la necesidad de que los manuales de procedimiento señalen de manera clara quiénes son los funcionarios que tienen tal facultad de decisión. 

Esta previsión reconoce que no le corresponde a la autoridad administrativa determinar qué tipo de documentos para la vinculación de un cliente deben solicitarse en cada caso por ser asunto propio de la gestión de este riesgo, lo cual pone de relieve la importancia que reviste un ejercicio responsable de dicha facultad, al ser ella uno de los pilares más importantes en la prevención del lavado de activos.  

Así, la Circular, señala, sólo a título de guía, una lista de documentos que se consideran adecuados para ayudar al proceso de conocimiento del cliente, sin perjuicio, tal como se indicó, de que la entidad determine la necesidad de exigir unos distintos o incluso decida eximir de tal requisito. 

2. 
Reglas sobre la realización de entrevistas a los potenciales clientes

Como parte integral del proceso de conocimiento de cliente, la norma vigente consagra el diligenciamiento del formulario de vinculación y la realización de una entrevista presencial al potencial cliente, de la cual debe dejarse constancia documental.  


De ahí que la presente circular señale que tal entrevista resulte innecesaria en los casos en que no es obligatorio el diligenciamiento del formulario de vinculación. 

Se aclara además que, salvo el caso de las casas de cambio señalado en el numeral 1.2.2. del anexo 1, las entidades no están obligadas a obtener el formulario ni a realizar entrevista a las personas que gozan exclusivamente de la calidad de beneficiarios de algún producto o servicio.    

3.   Reglas sobre el monitoreo de movimientos de usuarios.

La norma vigente establece que el SIPLA debe prever un seguimiento y monitoreo general de las operaciones que realizan los usuarios, razón por la cual debe contener procedimientos que le permitan a la entidad identificar las características de los movimientos que efectúan los distintos usuarios a través de sus oficinas.    

Esta previsión, que fue objeto de comentarios por parte de las entidades vigiladas, se modifica mediante la presente circular, para señalar que las entidades deben estar en capacidad de monitorear, de manera general, únicamente operaciones que realicen sus usuarios a través de su red de cajeros automáticos o través de otros sistemas electrónicos, de modo que, por medio de señales de alerta, se puedan eventualmente identificar operaciones inusuales. 

Siguiendo además la orientación ya señalada, la norma indica que le corresponde a cada entidad establecer, en función del nivel de exposición al riesgo de lavado, la necesidad de efectuar este tipo de monitoreo, u otros similares, respecto de operaciones de usuarios que utilicen medios distintos.  

4. Reglas sobre la exoneración de clientes del registro de transacciones individuales en efectivo  

Como quiera que la normatividad reconoce el hecho de que algunos clientes, por el giro ordinario de sus negocios, realizan numerosas transacciones en efectivo y que por tal motivo pueden ser excluidos del diligenciamiento del formulario individual, se establece en la presente Circular, para los efectos propios del régimen de responsabilidad administrativa,  que en el manual de procedimientos de la entidad se indique el cargo que dentro de la estructura organizacional tiene la función de evaluar la conveniencia de exonerar a determinados clientes del diligenciamiento de dicho formulario. 

Se indica además que en adelante no es necesario efectuar control de transacciones múltiples, sobre las transacciones en efectivo que se realicen en ventanilla para el simple cambio de moneda (billetes o monedas metálicas) en pesos de una denominación por otra. 

5. Reglas sobre el reporte de transacciones en efectivo 

Además de la modificación al texto del capítulo decimoprimero en el sentido de indicar que dicho reporte debe remitirse directamente a la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF), de acuerdo con lo señalado en el respectivo instructivo, el reporte mismo ha sido objeto de algunas modificaciones que sólo buscan hacer de este una herramienta más efectiva en la lucha contra el lavado de activos. 

En tal sentido, en adelante las entidades no deberán enviar a dicha unidad un reporte consolidado de transacciones en efectivo, sino que lo deberán remitir mensualmente de manera individual por cada transacción que supere los montos establecidos en la norma. 

6. Reporte de información por parte de las casas de cambio 

Las casas de cambio constituyen uno de los aliados más importantes en la lucha contra el lavado de activos, pues por las características  de la actividad que desarrollan están en mayor capacidad de detectar este tipo de operaciones. Dicha información constituye uno de los principales insumos en la investigación a cargo de las autoridades encargadas de combatir el lavado de activos.

Por tal motivo, mediante la presente circular se establece el deber a cargo de las casas de cambio de remitir a la UIAF la información relativa a la totalidad de las operaciones de cambio que realicen, para lo cual se ha diseñado y adoptado un formato especial.   

7. Reglas sobre el oficial de cumplimiento

Mediante la presente circular se modifica, además, el numeral 3.2.1 del capítulo undécimo, en el sentido de señalar que para que una misma persona pueda desempeñarse como oficial de cumplimiento en varias entidades vigiladas (máximo cinco), la junta directiva de cada una de ellas debe designarlo expresamente para tales fines y asignarle el equipo de trabajo humano y técnico adecuado; y que, sin perjuicio del deber que se le imponga de reportar a una matriz o holding, reporte por separado a la junta directiva de cada entidad vigilada en la que se desempeñe como tal.

8. Reglas sobre responsabilidad 

Además del ajuste de responsabilidad en materia de documentación en el proceso de conocimiento del cliente, se introducen ajustes adicionales tales como: Se señala de manera expresa cuáles son los deberes mínimos en materia de SIPLA a cargo de las juntas directivas y del nivel administrativo de las entidades; se indica que las entidades deben señalar en su manual de procedimientos quién, dentro de la estructura organizacional, está facultado para exonerar clientes del diligenciamiento del formulario de transacciones en efectivo; se indica el deber de señalar claramente en el manual las funciones, responsabilidades y facultades de los administradores y demás  funcionarios de la entidad en materia de prevención del lavado de activos y se indica el deber que tienen tales funcionarios de dejar expresa constancia de que conocen el manual y que se responsabilizan de su cumplimiento.    

9. Vigencia 

La presente Circular rige a partir del 15 de julio de 2003, salvo la instrucción de enviar el reporte de transacciones en efectivo en la forma indicada en el nuevo Anexo 3 del Capítulo Decimoprimero,  la cual empieza a regir a partir del 1 de agosto de 2003. 

En consecuencia, hasta el 31 de julio de 2003 las entidades deberán remitir a la UIAF el reporte de transacciones en efectivo en la forma como se ha venido haciendo hasta la fecha.  

Las entidades deberán proceder a introducir en su SIPLA las modificaciones a que haya lugar a fin de dar cumplimiento a lo establecido en la presente circular. 

En consecuencia, este Despacho, en uso de sus facultades legales, modifica algunos apartes del mencionado Capitulo Decimoprimero.  Se adjunta un nuevo ejemplar de dicho Capítulo, así como de los Anexos I, III y V del mismo. 

Cordialmente,

JORGE PINZON SANCHEZ 

Superintendente Bancario
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ACUERDOS INTERBANCARIOS Y DECLARACIONES DE LA ASOCIACIÓN BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA"
1.
ACUERDO SOBRE EL PAPEL DEL SISTEMA FINANCIERO EN LA DETECCION, PREVENCION Y REPRESION DEL MOVIMIENTO ILICITO DE CAPITALES (21 DE OCTUBRE DE 1992):
LA JUNTA DIRECTIVA DE LA ASOCIACION BANCARIA 
Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA
CONSIDERANDO

a)
Que las instituciones financieras miembros pueden llegar a ser utilizadas –sin su conocimiento ni consentimiento– como intermediarias en depósitos, transacciones y transferencias de fondos originados o destinados a la ejecución de actividades criminales.

b)
Que las instituciones financieras miembros pueden desempeñar un papel de colaboración o auxilio frente a las autoridades estatales responsables de la investigación y represión de actividades criminales.

c)
Que a pesar de que el denominado internacionalmente “lavado de dinero” no es, en sí mismo considerado, un delito en la legislación colombiana, las instituciones financieras miembros pueden llegar a determinar tipos de operaciones que, por su vinculación al crimen organizado, pueden ser objeto de informaciones especiales a las autoridades.

d)
Que las instituciones financieras miembros han establecido desde hace ya algún tiempo políticas, reglas, códigos de conducta internos en orden a prevenir y detectar movimientos ilícitos de capitales.

e)
Que es indispensable cohesionar el conjunto de esfuerzos individuales de las instituciones financieras miembros, en una sola regulación de carácter uniforme y de aplicación general, en materia de prevención, detección y represión de movimientos de capitales ilícitos.

f)
Que de conformidad con el numeral 10 del artículo 29 de los estatutos de la Asociación corresponde a la junta directiva «establecer las reglas, usos y prácticas, a fin de racionalizar y estandarizar procedimientos comunes en el sector financiero”.

PROPONE LA ADHESIÓN DE TODOS LOS MIEMBROS A LOS SIGUIENTES PRINCIPIOS

1.
Selección, identificación y conocimiento del cliente
Los miembros de la Asociación realizarán un esfuerzo razonable para seleccionar y conocer sus clientes, sean éstos habituales u ocasionales, identificarlos debidamente y tener un conocimiento de sus transacciones y actividades, en orden a establecer la coherencia entre éstas.

Para tal efecto se diseñará un formato o un conjunto de éstos específicamente elaborados para identificar y recibir una declaración sobre el origen de los recursos en las siguientes operaciones cuando éstas se realicen en dinero efectivo y excedan de siete millones de pesos ($7.000.000.oo), reajustables periódicamente por la junta directiva de la Asociación, o su equivalente en moneda extranjera:

a)
Apertura de cuentas corrientes o de ahorros.

b)
Constitución de depósitos a término.

c)
Realización de giros y transferencias.

d)
Compraventa de divisas.

e)
Servicios de cajillas de seguridad.

Además, se adoptarán procedimientos comunes de registro de la información de los datos personales, medios de identificación y referencias, así como la declaración que debe ser presentada para realizar la operación.

2.
Conservación de la información para fines probatorios
Los miembros adoptarán los procedimientos técnicos que permitan la conservación e integridad de la información concerniente a las operaciones en dinero efectivo de más de siete millones de pesos ($7.000.000), reajustables periódicamente por la junta directiva de la Asociación, o su equivalente en moneda extranjera, en orden a garantizar su eficacia para fines probatorios.

3.
Colaboración con las autoridades
Los miembros de la Asociación colaborarán con las autoridades judiciales y de policía nacionales responsables de la investigación y represión de delitos mediante el suministro de la información por éstos requerida, así como de la realización de operaciones sospechosas, con base en parámetros previamente establecidos.

La colaboración con las autoridades judiciales y de policía extranjeras se hará por intermedio de las autoridades nacionales competentes, conforme a las normas internacionales pertinentes.

En los términos del artículo 15 de la Constitución Política el cumplimiento de este principio no podrá considerarse como violación a la reserva bancaria.

4.
Abstención de ejecutar ciertas operaciones
Los miembros de la Asociación se abstendrán de realizar las operaciones claramente vinculadas con actividades criminales, con base en los tipos y perfiles que de las mismas elabore un comité creado para el efecto.

5.
Adaptación de los códigos de conducta internos
Los miembros de la Asociación adaptarán sus códigos internos de conducta para desarrollar los principios enunciados, con base en el código que elabore la Asociación.

Para el desarrollo de los anteriores principios la junta propone los siguientes instrumentos de ejecución del acuerdo:

1.
Registro centralizado de la información y la consiguiente uniformidad de la misma.

2.
Determinación de los procedimientos técnicos de conservación física y electrónica de la información para fines probatorios.

3.
Establecimiento de un procedimiento uniforme y claro con las autoridades.

4.
Elaboración de códigos de conducta, reglamentos e instructivos guías para servir de base patrón en la adaptación de los que tienen internamente los miembros de la Asociación.

5.
Convocatoria de la cooperación internacional con el fin de obtener consultoría y asesoría en:

a)
Parámetros de auditoría y procedimientos de detección de movimientos de capital ilícito.

b)
Formación del personal.

6.
Definición y actualización de perfiles de operaciones sospechosas, por parte de un comité especialmente creado para el efecto.

7.
Afianzamiento de los procedimientos en relación con la selección de personal.

8.
Promoción, ante las diversas instituciones del Estado, de la expedición de un marco legal adecuado sobre la materia.

El presente acuerdo fue aprobado en la reunión de la junta directiva del veintiuno (21) de octubre de mil novecientos noventa y dos (1992) y para la adhesión al mismo por parte de los miembros se deposita en la secretaría general de la Asociación hasta el quince (15) de noviembre de mil novecientos noventa y dos (1992).

La adhesión se producirá por la manifestación escrita de los representantes legales de los miembros.

2.
CODIGO UNIFORME DE CONDUCTA DE LOS MIEMBROS DE LA ASOCIACION BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA, EN RELACION CON SU FUNCION EN LA DETECCION, PREVENCION Y REPRESION DE MOVIMIENTO ILICITO DE CAPITALES (21 DE OCTUBRE DE 1992):
(LA ENTIDAD)

CONSIDERANDO

1.
Que mediante el acuerdo aprobado en la reunión de la junta directiva de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, el 21 de octubre de 1992, se definió el papel del sistema financiero en la detección, prevención y represión del movimiento de capitales ilícitos, dado que (la entidad) puede llegar a ser utilizada, sin su conocimiento ni consentimiento, como intermediaria en depósitos, transacciones y transferencias de fondos originados o destinados a la ejecución de actividades criminales.

2.
Que de conformidad con el Decreto 1872 de noviembre 20 de 1992, las instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria están obligadas a adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas, o para dar apariencia de legalidad a dichas actividades o a las transacciones y fondos vinculados con las mismas.

ADHIERE LOS SIGUIENTES PRINCIPIOS

1.
Selección e identificación del cliente y conocimiento de sus actividades económicas.

2.
Conocimiento del cliente y de sus operaciones con (la entidad).

3.
Colaboración con las autoridades mediante el suministro de la información para fines investigativos y probatorios.

CAPITULO I

SELECCION E IDENTIFICACION DEL CLIENTE

Y CONOCIMIENTO DE SUS ACTIVIDADES ECONOMICAS

(La entidad) realizará un esfuerzo para seleccionar sus clientes, tanto habituales como ocasionales, e identificarlos debidamente, así:

1. Apertura de cuentas corrientes o de ahorros.

Para la apertura de cuentas deberá diligenciarse una solicitud que contenga la información mínima de identificación del cliente, tal como nombres completos, profesión, oficio u ocupación, dirección y teléfono.

Adicionalmente, y con el propósito de lograr una identificación plena del cliente, (la entidad) exigirá:

a)
Puede establecerse una cuantía mínima, respecto de la cual se cumplan los requisitos que a continuación se establecen si, por otra parte, establecido el perfil del cliente se deduce que la cuenta no tendrá movimientos significativos. (La cuantía mínima tendrá que justificarse, en función de: mercadeo de los productos, capacidad operativa y nivel de desarrollo tecnológico de la entidad).

b)
Presentación de copia de la cédula de ciudadanía o extranjería en el caso de personas naturales nacionales o extranjeras residentes, según el caso, e impresión de la huella dactilar del índice derecho.

c)
Exhibición de pasaporte e impresión de huella dactilar del índice derecho, en caso de personas naturales extranjeras no residentes.

d) Verificación de la cédula de ciudadanía en la Central de Información de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria.

e)
Presentación del Número de Identificación Tributaria (NIT) y Certificado de Existencia y Representación vigente, en el caso de las personas jurídicas nacionales, y de documento análogo debidamente autenticado en el consulado respectivo para personas jurídicas extranjeras.


De todas formas, en relación con el representante legal o apoderado, tanto de personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, se aplicará lo previsto en los literales a) y b) para las personas naturales. En todo caso, para los efectos de representación deberá acreditarse este hecho.

f)
Diligenciamiento del formato__________, para la consignación del primer depósito, si éste equivale o excede la suma de siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000), y se realiza en efectivo.

g)
Referencias personales, bancarias o comerciales.

2.
Depósitos en efectivo que sean o excedan de siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000)
1.
Para los depósitos –en efectivo– que equivalgan o excedan de siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000) se utilizará el formato ___________.

2.
En el caso de los clientes habituales y conocidos, quienes por la naturaleza del negocio o actividad lícita, se justifique la necesidad de manejar en efectivo sumas significativas, (la entidad) y el cliente, previa autorización de _________ conciliarán mensualmente el movimiento de efectivo y diligenciarán el formato __________.

3.
Constitución de depósitos a término, con efectivo en cuantía igual o superior a siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000) se utilizará el formato _________.

4.
Realización de giros y transferencias


Para la realización de giros y transferencias que equivalgan o excedan de siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000), y que se realicen en efectivo, se deberá utilizar el formato__________.

5.
Compra y venta de divisas en efectivo


Para la compra y venta de divisas en efectivo, por diez mil dólares o más (US$10.000) u otras divisas equivalentes a dicha cuantía, el cliente diligenciará el formato _________.

6.
Encargos o contratos fiduciarios de sumas en efectivo


Para los encargos o contratos fiduciarios de sumas en efectivo que equivalgan o excedan los siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000), deberá diligenciarse el formato__________.

7.
Cajillas de seguridad


(La entidad), dada la naturaleza del contrato de cajillas de seguridad, lo celebrará únicamente con clientes habituales y conocidos de los cuales se pueda deducir, claramente, la legalidad de sus negocios.

8.
Depósito de mercancías


En el caso de depósito de mercancías cuyo avalúo supere la suma de _____________, (la entidad) identificará a su cliente de acuerdo con los medios enunciados en el numeral 1º del capítulo I del presente código, en cuanto éstos le sean aplicables, y con el diligenciamiento de la matrícula de depósito, en la cual deberá dejar constancia del bien depositado y su avalúo aproximado. Si el depósito versa sobre un bien cuyo avalúo es inferior a la suma aquí expuesta, o (la entidad) presta servicios de zona aduanera, o cuando el depósito se realice como consecuencia de una operación que el cliente realice con un establecimiento de crédito, (la entidad) en cualquier momento, antes de proceder a la entrega del bien, realizará un esfuerzo de identificación mínimo contenido en la matrícula de depósito, en la cual constará, entre otros, el nombre, nit, cédula de ciudadanía, dirección, teléfono, bien depositado y profesión u oficio.

9.
Otras operaciones


Para cualquier otra operación distinta a las aquí enunciadas, (la entidad) deberá lograr la identificación adecuada del cliente, de acuerdo con los requisitos mínimos enunciados en el numeral primero de este capítulo.


En el caso de las operaciones a que se refieren los numerales 2, 3, 4 y 5, el conjunto de transacciones en efectivo que sumadas equivalgan o excedan de siete millones quinientos mil pesos ($7.500.000) o diez mil dólares (US$10.000), o su equivalente en otras monedas, se considerarán como una sola transacción, si son realizadas por o en beneficio de una sola persona durante un mismo día, en una o varias oficinas, y frente a las cuales sea posible efectuar su acumulación mediante la utilización de los medios técnicos y operativos disponibles en (la entidad) para el desarrollo normal de sus actividades, de modo que resulte posible para el funcionario responsable en (la entidad) determinar si mediante la suma de los valores correspondientes a cada una de las transacciones efectuadas por o en beneficio de determinada persona se va a alcanzar o superar las sumas aquí mencionadas. En este evento debe procederse a diligenciar el formulario ________.

CAPITULO II

CONOCIMIENTO DEL CLIENTE Y DE SUS 
OPERACIONES CON (LA ENTIDAD)

(La entidad) con base en la identificación y selección del cliente, de acuerdo con el capítulo I del presente código, establecerá criterios generales de análisis de las operaciones realizadas con ella, a fin de determinar la coherencia de éstas con la actividad del cliente.

Para ello establecerá, como mínimo, los siguientes criterios generales de análisis:

1.
Movimiento de las cuentas corrientes y de ahorro, cuyo promedio mensual sea o exceda de ____________________.


Promedio del monto de los depósitos realizados en ___________ meses, con el fin de determinar los cambios ______________ (periodicidad) que lo excedan en _________________ veces.


(El promedio mínimo de control del movimiento de cuentas, el período y la desviación se fijarán con base en la capacidad operativa y el desarrollo tecnológico de la entidad).

2.
Operaciones con (la entidad) diferentes a las enunciadas en el numeral anterior


Como un criterio mínimo, para el análisis de las operaciones distintas a las enunciadas en el numeral anterior se tendrá en cuenta, según la naturaleza de la operación, si la misma implica un cambio sustancial, repentino e injustificado en aspectos tales como:

a)
Volúmenes de liquidez, particularmente, en efectivo frente al desarrollo normal de los negocios.

b)
Reducción de fuentes de financiamiento frente al volumen del negocio o actividad económica.

c)
Disminución de los pasivos financieros frente a fuentes no establecidas de financiamiento.

d)
Realización de exportaciones anormales, esto es, aumento excesivo de las mismas, o diferentes al giro ordinario de los negocios del cliente, o respecto de las cuales no hay demanda en el exterior.

e)
Cancelación inmediata de pasivos con (la entidad) sin justificación razonable de fuentes de ingresos.

(La aplicación de estos criterios generales de análisis podrá delimitarse a ciertas operaciones y en determinadas cuantías, en función del tipo de negocio, la capacidad operativa y el desarrollo tecnológico de la entidad).

Adicionalmente, (la entidad) realizará visitas a la sede de negocios de los clientes, según el volumen de transacciones de los mismos.

CAPITULO III

COLABORACION CON LAS AUTORIDADES MEDIANTE EL SUMINISTRO DE LA INFORMACION PARA FINES INVESTIGATIVOS Y PROBATORIOS
(La entidad) colaborará con la Fiscalía General de la Nación o los cuerpos especiales de Policía Judicial que ésta designe, mediante el reporte de:

1.
Cualquier información relevante sobre operaciones que, por cuya cuantía o características, racionalmente demuestren apartarse sustancialmente de la actividad económica del cliente, según el conocimiento de (la entidad) derivado de la aplicación de los criterios y procedimientos establecidos en los puntos anteriores.

2.
Las transacciones de los usuarios que por el número, cantidad o características puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están utilizando a (la entidad) en actividades ilícitas, de conformidad con los perfiles, parámetros y definiciones que de dichas transacciones y operaciones determine previamente un comité que al efecto se establecerá con miembros de la Fiscalía General de la Nación, de la Superintendencia Bancaria y de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia.


En relación con el cumplimiento de estas obligaciones de información (la entidad) lo hará cuando así lo soliciten los directores regionales o seccionales de la Fiscalía General de la Nación, sin perjuicio de realizarla en forma inmediata y suficiente y, en todo caso, dentro de los cinco (5) días hábiles bancarios siguientes al día en que conozca la información.

3.
Cualquiera otra información que solicite la Fiscalía General de la Nación, en legal y debida forma, directamente o por conducto de las entidades que cumplen funciones de Policía Judicial. La información se reportará en medio magnético, por intermedio de la Superintendencia Bancaria, en el formato y condiciones técnicas y de periodicidad que al efecto establezca dicho organismo.

(La entidad) y sus funcionarios no podrán dar a conocer a los clientes que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, en los términos definidos en el numeral 2º, que han comunicado a la Fiscalía General de la Nación, información sobre ellas e, igualmente, deberán guardar reserva con respecto a las mismas. La colaboración con las entidades judiciales y de policía extranjeras se hará por intermedio de las autoridades nacionales competentes, conforme a las normas internacionales pertinentes.

CAPITULO IV

NORMAS INTERNAS
(La entidad) adelantará las siguientes acciones:

a)
Desarrollará este código en los procedimientos, manuales e instrucciones.

b)
Establecerá un sistema de auditoría y control de su cumplimiento.

c) Capacitará a su personal en su aplicación.

3.
ACUERDO INTERBANCARIO PROGRAMA DE CAPACITACION SOBRE EL CONTROL Y PREVENCION DEL LAVADO DE ACTIVOS (5 DE JUNIO DE 1996)

INTRODUCCION

Dados los propósitos del sector financiero colombiano de impedir que su negocio sea utilizado para ocultar y manejar dineros provenientes de actividades ilícitas, y teniendo en cuenta que la capacitación del personal del sector es de vital importancia para la aplicación de los mecanismos de control y prevención, la Asobancaria estructuró el programa de capacitación contenido en este documento.

Este programa es resultado del convenio suscrito entre la Asobancaria y la Fiscalía General de la Nación. Tanto la Superintendencia Bancaria como la Fiscalía General de la Nación conocieron el texto de este programa y manifestaron su apoyo al mismo.

Siguiendo las directrices del Comité de Basilea que establece como principio «la capacitación suficiente y permanente de los empleados bancarios», se propone un plan de capacitación de carácter obligatorio para todos los funcionarios del sector financiero, teniendo presentes los diferentes niveles de cargos y funciones, desde aquellos cuya función básica es la asistencia a la clientela, hasta los niveles directivos; el programa se dirigirá también a funcionarios de la Fiscalía General de la Nación.

Así las cosas, se ha concebido un programa por módulos que tendrá cubrimiento a nivel nacional; por tanto, se aplicará por etapas, utilizando ayudas metodológicas como videos, cartillas, manuales y análisis de casos.

Este programa de capacitación fue aprobado como acuerdo interbancario en la junta directiva de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, en su reunión del 5 de junio de 1996 (Acta 501).

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA ASOCIACION BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA

CONSIDERANDO
1.
Que las entidades financieras han venido adoptando mecanismos y procedimientos que les permitan prevenir que sean utilizadas como instrumentos para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento de dineros provenientes de actividades ilícitas.

2.
Que las entidades financieras han venido desarrollando programas de capacitación sobre los temas relacionados con la prevención del lavado de activos.

3.
Que uno de los principales mecanismos de prevención consiste en la adecuada y permanente capacitación del personal del sector financiero.

ACUERDA
Primero: Adoptar un programa de capacitación sobre control y prevención de lavado de activos ilícitos en el sistema financiero, complementario a los específicamente diseñados por cada entidad.

Segundo: Alcance y objetivos. El programa de capacitación será de carácter obligatorio para todo empleado de las entidades miembros de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, quienes tomarán los módulos que contengan los aspectos que deben ser conocidos, teniendo presentes las funciones de cada cargo.

Los objetivos específicos del programa son los siguientes:

–
Enseñar la competencia del Estado frente al sector financiero en el tema de lavado de activos.

–
Describir los aspectos legales, administrativos y operativos del lavado de activos en el entorno colombiano.

–
Sensibilizar a los funcionarios de las instituciones financieras sobre su responsabilidad ante el lavado de activos.

–
Dar a conocer las funciones de las distintas autoridades que hacen parte del Comité Interinstitucional contra el Lavado de Activos.

–
Describir el papel de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, como miembro del cuerpo consultivo.

Tercero. Contenido. La Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, determinará el contenido del programa de capacitación, teniendo como base los siguientes aspectos:

1.
Contenido del programa básico

1.1  Presentación del programa y metodología

1.2  Sensibilización

1.2.1 Delincuencia económica, crimen organizado y evolución del fenómeno de la mafia.

           1.2.2  Ética o tratados y derechos financieros (deontología)

1.3
 Reglamentación internacional

1.3.1  Declaración de Basilea

           1.3.2  Convención de Viena

1.3.3  Recomendación del Grupo de Acción Financiera, GAFI

           1.3.4  Otros convenios internacionales

           1.4
Reglamentación nacional

1.4.1  Decreto 1872 de 1992

           1.4.2  Decreto 663 de 1993, arts. 102 a 107

1.4.3  Ley 190 de 1995, arts. 31, 39, 40, 41, 44

           1.4.4  Normatividad complementaria y acuerdos interbancarios

      1.5
Concepto, etapas esenciales y estrategia de lavado

1.5.1  Producción o receptación

–
El término “producción” y las normas tendientes a reprimir directamente la creación de las fortunas ilícitas.

1.5.2
Circulación, transformación o estratificación

–
Consideraciones preliminares: Distinción entre la etapa de producción y la etapa de circulación. Precisión y explicación de los elementos que componen el concepto de “circulación”. Conceptos de circulación jurídica y circulación material.

–
Aspectos fenomenológicos del lavado de activos (clasificación detallada y su relevancia casuística). Sectores del mercado para la reconversión de capitales ilícitos.

1.5.3
Inversión, integración o traslado de fondos.

–
Los sectores más privilegiados en materia de inversión de capitales ilícitos.

1.6
Intervención penal en la producción de capitales ilícitos.

1.6.1 Actividad investigativa dirigida a impedir la producción de capitales ilícitos.

–
Operaciones sospechosas.

–
Operaciones fraccionadas.

1.6.2
Análisis de operaciones y reportes.

1.7
Intervención penal en la circulación.

1.7.1
Las subespecies penales no destinadas directamente a reprimir el lavado de activos.

(Favorecimiento y receptación). Análisis del caso colombiano.

1.7.2
Análisis del artículo 177 del Código Penal Colombiano (Ley 190 de 1995, art. 31).

1.7.3
Tipicidad de la conducta del lavado.

1.7.4
Prospectiva de la tipicidad y punibilidad en el campo internacional.

 –
Orientaciones de la comunidad internacional

 –
Represión en algunos ordenamientos extranjeros

1.8 Intervención penal en inversión

1.8.1
Análisis del artículo 177 del Código Penal Colombiano y legislación complementaria.

1.8.2
Consideraciones sobre las subespecies del lavado y el “empleo” de capitales ilícitos.

1.9
Paraísos fiscales y circuitos económicos más utilizados.

1.9.1  Operación simple.

1.9.2  Operación compleja.

1.9.3  Plazas off-shore (situadas en el extranjero).

1.10
Participación de las entidades financieras en la lucha contra el lavado de activos.

1.10.1
  Secreto bancario y la “no injerencia”.

1.10.2
Incidencia de las normas en el contexto colombiano y en el derecho comparado.

1.10.3  Derecho a la intimidad económica del cliente

1.10.4  Identificación y conocimiento del cliente

–
Verificación de la entidad

–
El anonimato

1.10.5 Análisis de las operaciones del cliente

–
Obligaciones

–
Tipología de operaciones

–
Coherencia de las operaciones

1.10.6  Análisis del movimiento de cuenta

–
Obligaciones.

–
Tipología de cuentas (activas e inactivas).

1.11  Conservación de documentos y tecnología informática.

1.12  Obligación de vigilancia interna.

1.13  Conductas ante la presencia de una operación sospechosa.

1.13.1  Niveles de jerarquía.

1.13.2  Manejo operativo de señales de alerta.

1.13.3  Cooperación con las autoridades y reportes.

1.13.4
  Programas de cumplimiento.

1.13.5  Circuito de la declaración o reporte.

1.14  Responsabilidad legal de los banqueros (civil, penal y administrativa).

2.  Programa de intensificación.


Este programa tiene como fin profundizar en áreas de interés, fomentar el apoyo concienzudo de las acciones de investigación criminal que realicen las autoridades y reflexionar y criticar aspectos de la realidad, a partir de la formación de los empleados en sus áreas de responsabilidad dentro de las instituciones, divididas así:

–
Alta gerencia

–
Areas comerciales

–
Areas operativas

· Oficinas.

4.
DECLARACION DE PRINCIPIOS Y ACCIONES DEL SECTOR FINANCIERO FRENTE AL LAVADO DE ACTIVOS (5 DE JUNIO DE 1996):
LAS ENTIDADES FINANCIERAS COLOMBIANAS

QUE FIRMAN EL PRESENTE DOCUMENTO

CONSIDERANDO

a) Que el sector financiero está en la obligación de adoptar medidas tendientes a proteger el interés público envuelto en la actividad financiera, tal como lo califica el artículo 335 de la Constitución Política.

b)
Que es obligación legal de las autoridades nacionales y de las entidades financieras mantener la confianza del público en el sector financiero y, por tanto, deben adoptar medidas para asegurar la estabilidad del sector.

c)
Que el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero Colombiano obliga a las instituciones financieras a adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento, en cualquier forma, de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas.

d)
Que de conformidad con las recomendaciones del Comité de Basilea, las entidades financieras no deberán ofrecer servicios o proporcionar asesoría cuando se trate de operaciones acerca de las cuales tienen buenas razones para suponer que están relacionadas con actividades ilícitas.

e)
Que, tal y como lo ha señalado la Superintendencia Bancaria, la libertad contractual se aplica plenamente en las relaciones jurídicas de las entidades financieras con sus clientes; por tanto, es factible que los establecimientos de crédito se puedan abstener válidamente de contratar con los particulares la prestación de servicios propios de la actividad bancaria y, por expresa autorización legal, los contratos de depósito en cuenta corriente y los de depósitos de ahorros pueden darse por terminados unilateralmente. (Documento de la Superintendencia Bancaria, titulado “Actividad Bancaria, servicio público y obligatoriedad de la prestación”).

f)
Que las entidades financieras colombianas, dentro de sus objetivos de cooperación nacional e internacional, deben evitar que eventuales medidas del gobierno de los Estados Unidos, dictadas al amparo de la situación de excepción decretada por la Orden Ejecutiva 12978, puedan afectar gravemente al sector financiero y a la economía colombiana en general.

DECLARAN

1.
Que continuarán aplicando, con el máximo esfuerzo, todos los mecanismos posibles para prevenir la utilización del sector financiero en el ocultamiento y manejo de dineros provenientes de actividades ilícitas.

2.
Que continuarán haciendo sus mejores esfuerzos para impedir que la Orden Ejecutiva del presidente de los Estados Unidos afecte gravemente los intereses del sistema financiero y de la economía del país.

3.
Que continuarán con sus gestiones para autoregular su comportamiento a través de la adopción de acuerdos interbancarios que desarrollen los Códigos de Conducta, establezcan procedimientos uniformes para el conocimiento del cliente, refuercen los programas de capacitación y desarrollen los demás aspectos necesarios para prevenir la utilización del sector financiero colombiano en el ocultamiento y manejo de dineros provenientes de actividades ilícitas.

4.
Que continuarán creando mecanismos de autoregulación que permitan vigilar el cumplimiento de los acuerdos interbancarios.

5.
COMISION DE SEGUIMIENTO PARA LOS ACUERDOS INTERBANCARIOS SOBRE EL LAVADO DE ACTIVOS (5 DE JUNIO DE 1996):
LA JUNTA DIRECTIVA DE LA ASOCIACION BANCARIA 
Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA

CONSIDERANDO

a)
Que uno de los propósitos de la Asociación Bancaria y de Entidades financieras de Colombia, Asobancaria, es el promover y mantener la confianza del público en el sector financiero, y proteger la imagen del mismo:

b)
Que la junta directiva de la Asobancaria, buscando la autoregulación de la actividad desarrollada por las entidades financieras, ha expedido y continuará expidiendo acuerdos tendientes a lograr comportamientos uniformes sobre aspectos de vital importancia para desarrollo del sector financiero, dentro del marco legal y de los principios éticos y morales:

c)
Que es indispensable que el propio sector financiero adopte mecanismos de autoregulación que le permita efectuar un seguimiento a los acuerdos interbancarios, especialmente aquellos relacionados con la adopción de regulaciones de carácter uniforme y de aplicación general, en materia de prevención, detección y represión de movimiento de capitales ilícitos.

Primera: Crear una comisión de seguimiento, cuya función será la de estudiar el comportamiento de las entidades financieras miembros de la Asobancaria frente a los acuerdos que buscan una regulación de carácter uniforme y de aplicación general, en materia de prevención, detección y represión de movimiento de capitales ilícitos.

Segunda: La comisión de seguimiento estará integrada por cinco miembros de la junta directiva, que representen a cada tipo de instituciones afiliadas a la Asobancaria; es decir, un presidente de un banco, de una corporación de ahorro y vivienda, de una corporación financiera, de una sociedad fiduciaria y de un almacén general de depósito.

Tercera: Esta comisión presentará informes periódicos a la junta directiva, organismo que, de conformidad con sus atribuciones estatutarias, adoptará las medidas correspondientes.

6.
ACUERDO INTERBANCARIO CONOCIMIENTO DEL CLIENTE (5 DE JUNIO DE 1996):
INTRODUCCION
Las instituciones financieras han venido estableciendo, desde hace algún tiempo, políticas y reglas internas claras para prevenir y detectar movimientos ilícitos de capitales, así como también sus propios códigos de conducta; no obstante, este conjunto de esfuerzos individuales requiere homogeneidad de las normas y procedimientos, por una parte, y un respaldo institucional, por la otra.

La junta directiva de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, en reunión del 4 de octubre de 1995, acordó la creación de un Comité de Conocimiento del Cliente, cuyo propósito es unificar procedimientos para vincular clientes, con el fin de facilitar el acatamiento de lo establecido en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, arts. 102 a 107, en particular del artículo 102, régimen general, el numeral 2º, “Mecanismos de control”, literal a), sobre el adecuado conocimiento de la actividad económica de los clientes.

El presente acuerdo fue aprobado en la reunión de la junta directiva de la Asobancaria del 5 de junio de 1996 y es el resultado del trabajo realizado por el Comité de Conocimiento del Cliente. Contiene la información mínima requerida por cada entidad financiera para seleccionar a sus clientes, tanto habituales como ocasionales, al igual que una guía para diseñar los formatos de vinculación de clientes para la apertura de cuentas corrientes, cuentas de ahorro y constitución de certificados de depósito a término (CDT)

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA ASOCIACION BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA, ASOBANCARIA

CONSIDERANDO
1.
Que mediante el Acuerdo aprobado en la reunión de la junta directiva de la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, el 21 de octubre de 1992, se definió el papel del sistema financiero en la detección, prevención y represión del movimiento de capitales ilícitos, dado que una entidad financiera puede llegar a ser utilizada, sin su conocimiento ni consentimiento, como intermediaria de depósitos, transacciones y transferencias de fondos originados o destinados a la ejecución de actividades criminales;

2.
Que en el acuerdo al que se hace referencia en el numeral anterior se expresa que los miembros de la Asobancaria realizarán un esfuerzo razonable para seleccionar y conocer a sus clientes, sean éstos habituales u ocasionales, identificarlos debidamente y tener un conocimiento de sus transacciones y actividades, en orden a establecer la coherencia entre éstas;

3.
Que en el Código Uniforme de Conducta propuesto a los miembros de la Asobancaria en relación con su función en la detección, prevención y represión de movimientos ilícitos de capitales, aprobado por la junta directiva el 21 de octubre de 1992, se establecieron en el capítulo I los documentos e información que las entidades financieras deben obtener de sus clientes, con el fin de seleccionarlos, identificarlos y conocer sus actividades económicas;

4.
Que el adecuado conocimiento del cliente y de sus actividades es necesario para la determinación de un perfil de los clientes de una entidad financiera, que le facilitará a ésta la detección de operaciones inusuales;

5.
Que es conveniente modificar el capítulo I del Código Uniforme de Conducta, mencionado en el numeral tercero, con el fin de complementar y unificar los documentos e información que las entidades financieras deben obtener de sus clientes;

ACUERDA

PRIMERO: Modificar el numeral 1º, capítulo I del Código Uniforme de Conducta aprobado por la junta directiva en su reunión del 21 de octubre de 1992 (Acta 463), el cual quedará con el siguiente texto:

subir
CAPITULO I

SELECCION E IDENTIFICACION DEL CLIENTE Y CONOCIMIENTO

DE SUS ACTIVIDADES ECONOMICAS

La entidad financiera realizará un esfuerzo para seleccionar sus clientes tanto habituales como ocasionales, e identificarlos debidamente así:

1.
Apertura de cuentas corrientes
 1.1  Información mínima obligatoria


Para la apertura de cuentas corrientes deberá diligenciarse una solicitud que contenga, por lo menos, la siguiente información:

1.1.1 Persona natural

1.1.1.1  Información del solicitante

–
Nombre completo

–
Número de documento de identidad, lugar y fecha de expe​dición

–
Lugar y fecha de nacimiento

–
Dirección y teléfono de la residencia

–
Ocupación, oficio o profesión

–
Detalle de actividad (independiente, empleado o socio)

–
Nombre, dirección, fax y teléfono de la empresa o negocio donde trabaja

–
Sexo

–
Estado civil

–
Número de personas a cargo

–
Nivel de estudios

–
Clase de vivienda (propia o arrendada; datos del arrendatario y valor del arrendamiento)

1.1.1.2 Información financiera del solicitante

–
Origen de los fondos con los cuales abre la cuenta

–
Ingresos y egresos mensuales

–
Total activos (vehículo, bienes raíces, semovientes) y pasivos (valor de las prendas, hipotecas y/o préstamos)

 1.1.1.3 Datos del cónyuge

–
Datos del cónyuge (nombres completos, documento de identidad, nivel de estudios, ocupación, dirección y teléfono de la empresa o negocio donde trabaja, ingresos y egresos)

 1.1.1.4 Referencias

–
Una familiar, identificando nombre, parentesco, teléfono y dirección

–
Una personal, identificando nombre, teléfono y dirección

– 
Dos financieras, identificando nombre de la entidad, número de cuenta y oficina

–
Dos comerciales, identificando nombre del establecimiento y teléfono

–
Una o dos, tarjeta de crédito, identificando número de tarjeta, cupo, entidad otorgante y sucursal

1.1.1.5 Operaciones internacionales


Si la actividad del cliente implica transacciones en moneda extranjera, es necesario identificar:

–
El tipo de transacciones que normalmente realiza: impor​taciones, exportaciones, inversiones, préstamos en moneda extranjera, pago de servicios u otras

–
Si tiene cuentas corrientes en moneda extranjera: número de cuenta, banco, ciudad, país y moneda

1.1.1.6 Anexos


Como anexos a la información enunciada en los numerales 1.1.1.1 a 1.1.1.5 se debe obtener como mínimo:

–
Fotocopia del documento de identificación: cédula de ciudadanía, tarjeta de identidad, cédula de extranjería.

–
Registro de la huella dactilar del solicitante

–
Registro de la firma del solicitante

–
Certificado laboral

–
Registro fotográfico1
–
Declaración voluntaria de origen de fondos

–
Certificado de ingresos y retenciones o declaración de renta

· Balances del último año (para los casos que se aplique)

–
Extractos de los últimos tres meses (cuenta corriente y/o ahorros, para los casos que se aplique)

–
Constancia de honorarios (para los casos que se aplique).

–
Autorización para consulta y reporte a Centrales de Riesgo

–
Reporte de Centrales de Riesgo

1.1.2 Persona jurídica

1.1.2.1 Información del solicitante

–
Razón social

–
Número de Identificación Tributaria (NIT)

–
Nombre del representante legal

–
Número de documento de identidad del representante legal

–
Dirección, teléfono, fax y ciudad actual de la oficina principal, agencias y sucursales*

–
Tipo de empresa: privada, pública, mixta, otras

–
Actividad económica principal: comercial, industrial, trans​porte, construcción, agroindustria, servicios financieros, etc., de acuerdo con lo establecido en el código internacional Ciiu (Código Internacional de Industria Uniforme)

1.1.2.2 Información financiera del solicitante

–
Origen de los fondos con los cuales abre la cuenta

–
Ingresos y egresos mensuales

–
Total activos (vehículo, bienes raíces, semovien​tes) y pasivos (valor de las prendas, hipotecas y/o préstamos)

1.1.2.3 Referencias

–
Dos financieras, identificando nombre de la entidad, número de cuenta, producto y oficina

1.1.2.4  Operaciones internacionales


Si la actividad del cliente implica transacciones en moneda extranjera es necesario identificar:

· El tipo de transacciones que normalmente realiza: impor​taciones, exportaciones, inversiones, préstamos en moneda extranjera, pago de servicios u otras

–
Si tiene cuentas corrientes en moneda extranjera, el número de cuenta, el banco, la ciudad, el país y la moneda

1.1.2.5 Anexos


Como anexos a la información enunciada en los numerales 1.1.2.1 a 1.1.2.4 se debe obtener como mínimo:

–
Certificado de existencia y representación legal vigente de la Cámara de Comercio o de la entidad competente 

–
Fotocopia del Número de Identificación Tributaria (NIT)

–
Registro de la firma y huella digital del representante legal

–
Fotocopia del documento de identificación del representante legal y de las personas con firma autorizada

–
Reporte de Centrales de Riesgo

–
Lista de los principales proveedores y clientes, incluyendo su ubicación geográfica*

–
Lista de los principales socios y/o accionistas*

–
Declaración voluntaria de origen de fondos

–
Declaración de renta del último período gravable disponible

–
Estados financieros del mes inmediatamente anterior a la fecha de solicitud de apertura*

–
Extractos de los últimos tres meses disponibles (cuenta corriente y/o ahorros)

–
Autorización para consulta y reporte a Centrales de Riesgo

1.2 Información opcional


Como información adicional se recomienda a las entidades financieras obtener de sus clientes, para la apertura de las cuentas corrientes, lo siguiente:

–
Información para productos: sucursal donde desea vincularse, forma y lugar de envío de correspondencia y extractos

–
Datos para solicitud de crédito: tipo de garantía, valor solicitado, plazo y destino del préstamo

–
Relación con otros clientes de la entidad: nombre y teléfono.

2
Apertura de cuentas de ahorro

2.1 Información mínima obligatoria


Para la apertura de cuentas de ahorro deberá diligenciarse una solicitud que contenga, por lo menos, la siguiente información:

2.1.1 Persona natural

2.1.1.1 Información del solicitante

–
Nombre completo

–
Número de documento de identidad, lugar y fecha de expe​dición.

–
Lugar y fecha de nacimiento

–
Dirección y teléfono de la residencia

–
Ocupación, oficio o profesión

–
Detalle de actividad (independiente, empleado o socio)

–
Nombre, dirección, fax y teléfono de la empresa o negocio donde trabaja

2.1.1.2  Información financiera del solicitante

–
Origen de los fondos con los cuales abre la cuenta de ahorros

2.1.1.3  Referencias

–
Una familiar, identificando nombre, parentesco, teléfono y dirección.

–
Una personal, identificando nombre, teléfono y dirección

2.1.1.4  Operaciones internacionales


Si la actividad del cliente implica transacciones en moneda extranjera es necesario identificar:

–
El tipo de transacciones que normalmente realiza: importaciones, exportaciones, inversiones, préstamos en moneda extranjera, pago de servicios u otras.

2.1.1.5 Anexos


Como anexos a la información enunciada en los numerales 2.1.1.1 a 2.1.1.4 se debe obtener como mínimo:

–
Fotocopia del documento de identificación: cédula de ciudadanía, tarjeta de identidad, cédula de extranjería.

–
Registro de la huella dactilar del solicitante

–
Registro de la firma del solicitante

–
Autorización para consulta y reporte a Centrales de Riesgo

–
Declaración voluntaria de origen de fondos

2.1.2 Persona jurídica

2.1.2.1 Información del solicitante

–
Razón social

–
Número de Identificación Tributaria (NIT)

–
Nombre del representante legal

–
Número de documento de identidad del representante legal

–
Dirección, teléfono, fax y ciudad actual de la oficina principal

–
Tipo de empresa: privada, pública, mixta, otras

–
Actividad económica principal: comercial, industrial, transporte, construcción, agroindustria, servicios financieros, etc., de acuerdo con lo establecido en el código internacional CIIU.

2.1.2.2  Información financiera del solicitante

–
Origen de los fondos con los cuales abre la cuenta de ahorro

2.1.2.3
Operaciones internacionales


Si la actividad del cliente implica transacciones en moneda extranjera es necesario identificar:

–
El tipo de transacciones que normalmente realiza: importaciones, exportaciones, inversiones, préstamos en moneda extranjera, pago de servicios u otras

2.1.2.4  Anexos


Como anexos a la información enunciada en los numerales 2.1.2.1 a 2.1.2.3 se debe obtener como mínimo:

–
Certificado de existencia y representación legal vigente de la Cámara de Comercio o de la entidad competente.

–
Fotocopia del Número de Identificación Tributaria (NIT)

–
Registro de la firma y huella digital del representante legal

–
Fotocopia del documento de identificación del representante legal y de las personas con firma autorizada.

–
Declaración voluntaria de origen de fondos

–
Autorización para consulta y reporte a Centrales de Riesgo


2.2  Excepción a la información mínima obligatoria


De acuerdo con lo consagrado en el numeral 4º, artículo 102 del Decreto 663 de 1993, las entidades financieras podrán establecer una cuantía mínima respecto de la cual no será obligatorio solicitar toda la información relacionada en el numeral 2.1 para la apertura de cuentas de ahorro, cuando conocido el perfil del cliente se deduzca que la cuenta de ahorros no tendrá movimientos significativos.


La cuantía mínima establecida deberá ser informada y justificada por el representante legal de la entidad financiera a la Comisión de Seguimiento de los acuerdos interbancarios relacionados con la prevención del lavado de activos (creada por la junta directiva en su reunión del 5 de junio de 1996). La determinación de la cuantía debe justificarse en función del mercadeo de los productos, capacidad operativa y nivel de desarrollo tecnológico de la entidad. 

2.3
Información opcional


Como información opcional se recomienda a las entidades financieras obtener de sus clientes, para la apertura de las cuentas de ahorro, los siguientes datos:

2.3.1  Información del solicitante

2.3.1.1  Persona natural

–
Nivel de estudios

–
Número de personas a cargo

–
Estado civil

–
Ingresos mensuales y total de activos, incluyendo detalle de los mismos

–
Relación con otros clientes de la entidad: nombre, teléfono

2.3.1.2  Persona jurídica

–
Ingresos mensuales y total de activos, incluyendo detalle de los mismos

–
Relación con otros clientes de la entidad: nombre, teléfono

2.3.2 Documentos opcionales

–
Certificado de ingresos y retenciones

–
Declaración de renta

–
Estados financieros actualizados

–
Certificado de honorarios

–
Extractos de cuentas corrientes o de ahorros de los últimos tres meses

3.
Constitución de certificados de depósito a término (CDT)

3.1 Información mínima obligatoria para la constitución de CDT con un solo beneficiario


Para la constitución de certificados de depósito a término (CDT), deberá obtenerse del cliente, por lo menos, la siguiente información:

3.1.1 Persona natural

3.1.1.1 Información del solicitante

–
Nombre completo

–
Número de documento de identidad, lugar y fecha de expedición

–
Lugar y fecha de nacimiento

–
Dirección y teléfono de la residencia

–
Ocupación, oficio o profesión

–
Detalle de actividad (independiente, empleado o socio)

–
Nombre, dirección, fax y teléfono de la empresa o negocio donde trabaja

3.1.1.2  Información financiera del solicitante

–
Origen de los fondos con los cuales abre el CDT

3.1.1.3  Referencias

–
Una familiar, identificando nombre, parentesco, teléfono y dirección

–
Una personal, identificando nombre, teléfono y dirección

3.1.1.4 Anexos


Como anexos a la información enunciada en los numerales 3.1.1.1 a 3.1.1.3 se debe obtener como mínimo:

–
Fotocopia del documento de identificación: cédula de ciudadanía, tarjeta de identidad, cédula de extranjería

–
Registro de la huella dactilar del solicitante

–
Registro de la firma del solicitante

–
Autorización para consulta y reporte a Centrales de Riesgo

–
Declaración voluntaria de origen de fondos

3.1.2. Persona jurídica

3.1.2.1 Información del solicitante

–
Razón social

–
Número de Identificación Tributaria (NIT)

–
Nombre del representante legal

–
Número de documento de identidad del representante legal

–
Dirección, teléfono, fax y ciudad actual de la oficina principal.

–
Tipo de empresa: privada, pública, mixta, otras

–
Actividad económica principal: comercial, industrial, transporte, construcción, agroindustria, servicios financieros, etc., de acuerdo con lo establecido en el código internacional Ciiu.

3.1.2.2   Información financiera del solicitante

–
Origen de los fondos con los cuales abre el CDT

3.1.2.3  Anexos


Como anexos a la información enunciada en los numerales 3.1.2.1 a 3.1.2.2 se debe obtener como mínimo:

–
Certificado de existencia y representación legal vigente de la Cámara de Comercio o de la entidad competente 

–
Fotocopia del Número de Identificación Tributaria (NIT)

–
Registro de la firma y huella digital del representante legal

–
Fotocopia del documento de identificación del representante legal y de las personas con firma autorizada

–
Declaración voluntaria de origen de fondos

–
Autorización para consulta y reporte a Centrales de Riesgo

3.2
Información opcional


Como información opcional se recomienda a las entidades financieras obtener de sus clientes, para la constitución de certificados de depósito a término (CDT), los siguientes datos:

3.2.1 Información del solicitante

3.2.1.1 Persona natural

–
Nivel de estudios

–
Número de personas a cargo

–
Estado civil

–
Ingresos mensuales y total de activos, incluyendo detalle de los mismos

–
Relación con otros clientes de la entidad: nombre, teléfono

3.2.1.2  Persona jurídica

–
Ingresos mensuales y total de activos, incluyendo detalle de los mismos

–
Relación con otros clientes de la entidad: nombre, teléfono

3.2.2  Documentos opcionales

–
Certificado de ingresos y retenciones

–
Declaración de renta

–
Estados financieros actualizados

–
Certificado de honorarios

–
Extractos bancarios de los últimos tres meses

3.3
Constitución de CDT con varios beneficiarios


Para cada beneficiario se debe obtener la información y anexos exigida para persona natural o jurídica. El registro de firma y huella dactilar debe obtenerse de, por lo menos, uno de los beneficiarios.

3.4
Constitución de CDT por intermedio de tercera persona 

3.4.1 Por intermedio de apoderado 


Se debe recibir el poder por escrito debidamente autenticado con reconocimiento de firma y contenido, documento donde deben aparecer la firma y la huella del beneficiario. En caso de ser varios beneficiarios, éstos deben estar registrados en el poder y necesariamente quien firma el poder debe ser uno de los beneficiarios. Para cada uno de los beneficiarios se debe obtener la información y anexos exigidos para persona natural.

3.4.2 Por intermedio de comisionistas de bolsa


El comisionista debe estar debidamente registrado en la Superintendencia de Valores.


La entidad financiera debe mantener actualizados:

–
El certificado que acredite al comisionista de bolsa como tal.

–
Registro de la firma del representante legal del comisionista de bolsa y la de los funcionarios facultados para tramitar este tipo de operación.


Dado que se entiende que los comisionistas de bolsa están obligados a adoptar los mecanismos establecidos en los artículos 102 a 107 del Decreto 663 de 1993 (art. 39 Ley 190 de 1995, Circular Externa 14 de 1995 de la Superintendencia de Valores) con el propósito de obtener la información de los clientes a quienes tramitan la expedición de títulos valores, las entidades financieras adoptarán los procedimientos para obtener la respectiva certificación sobre dicho cumplimiento.


3.5 Otro tipo de operaciones sobre CDT


En los casos de cambio o inclusión de nuevos beneficiarios, fusiones y fraccionamientos se debe cumplir con los requisitos exigidos en los numerales 3.1 a 3.4.


Cuando el endoso del título no es registrado con anterioridad a la fecha de pago, se debe obtener la firma y huella de quien cobra el título y anexar fotocopia del documento de identidad.

4.
Declaración de origen de fondos


Las entidades financieras deberán solicitar a sus clientes la suscripción de una declaración de origen de fondos, para lo cual se propone el siguiente texto:

DECLARACION DE ORIGEN DE FONDOS

Yo, ___________________________________________, identificado con el documento de identidad_____________________________Nº _______________, expedido en _______________, obrando en nombre propio de manera voluntaria y dando certeza de que todo lo aquí consignado es cierto, realizo la siguiente declaración de fuente de fondos a la entidad financiera ____________________ ___________, con el propósito de que se pueda dar cumplimiento a lo señalado al respecto en la Circular Externa 007 de 1996 expedida por la Superintendencia Bancaria, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 1993), Ley 190 de 1995 (Estatuto Anticorrupción) y demás normas legales concordantes para la apertura y manejo de cuentas corrientes, cuentas de ahorro y certificados de depósito a término.

1.
Los recursos que entregue en depósito provienen de las siguientes fuentes (detalle de la ocupación, oficio, profesión, actividad, negocio, etc.):

2.
Declaro que los recursos que entregue no provienen de ninguna actividad ilícita de las contempladas en el Código Penal colombiano o en cualquier norma que lo modifique o adicione.

3.
No admitiré que terceros efectúen depósitos a mis cuentas con fondos provenientes de las actividades ilícitas contempladas en el Código Penal colombiano o en cualquier norma que lo modifique o adicione, ni efectuaré transacciones destinadas a tales actividades o en favor de personas relacionadas con las mismas.

4.
Autorizo a saldar las cuentas y depósitos que mantenga en esta institución, en el caso de infracción de cualquiera de los numerales contenidos en este documento, eximiendo a la entidad de toda responsabilidad que se derive por información errónea, falsa o inexacta que yo hubiere proporcionado en este documento, o de la violación del mismo.

En constancia de haber leído, entendido y aceptado lo anterior firmo el presente documento a los ____________ días del mes de ______________ de 20______, en la ciudad de _________________________.

_____________________________

Firma cliente

5.
Aclaraciones


Los requisitos incluidos en este documento recogen lo exigido por la Superintendencia Bancaria en la Circular Básica 007 de 1996, sobre los cuales la Asobancaria ha solicitado que sean modificados algunos de ellos (información y anexos señalados en este documento con (*) para la apertura de cuentas corrientes). 


A la fecha de publicación de este acuerdo no se ha recibido ningún concepto de la Superbancaria; en el momento en que se eliminen los requisitos señalados de la circular mencionada, a su vez, deben suprimirse de este acuerdo.


Para el caso de personas, tanto naturales como jurídicas extranjeras, es necesario tener en cuenta lo establecido en la legislación colombiana sobre el particular. 

SEGUNDO:  El presente acuerdo se aplicará a partir del 1º de septiembre de 1996.

La adhesión al acuerdo se producirá por la manifestación escrita de los representantes legales de las entidades miembros

.

IV. RESOLUCIONES  DEL BANCO DE LA REPUBLICA

1.. RESOLUCIÓN EXTERNA No.  3 DE 2002  (Junio 7)

Por la cual se modifica la Resolución Externa No. 8 del 2000
LA JUNTA DIRECTIVA DEL BANCO DE LA REPUBLICA,

en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las que le confieren

los artículos 371 y 372 de la Constitución Política, el artículo 16 literales h.e i. de la Ley 31

de 1992, y en concordancia con el Decreto 1735 de 1993,

R E S U E L V E:
Artículo 1º.
Los numerales 2 y 6, y el parágrafo, del artículo 60 de la Resolución 8 del 2000, quedarán así: 
“2. Suministrar información al Banco de la República sobre las operaciones de cambio que hayan realizado, en la forma y términos que determine dicha entidad. En el caso de operaciones con divisas hechas a través de sistemas electrónicos de negociación o información, el Banco reglamentará la forma, periodicidad y contenido de los reportes que deberán enviarle los intermediarios del mercado cambiario. 
“6. Suministrar la información y la colaboración que requieran las autoridades competentes, entre ellas la Fiscalía General de la Nación, la Unidad de Información y Análisis Financiero y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, para sus propósitos de prevención de actividades delictivas, control cambiario o cualquier otro de su competencia.

Parágrafo. De conformidad con lo previsto en la Ley 9a de 1991, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y la Ley 27 de 1990, así como las demás disposiciones concordantes, el incumplimiento total o parcial de estas obligaciones y, en general, de las disposiciones previstas para los intermediarios del mercado cambiario en la presente resolución, dará lugar a la imposición de sanciones por parte de las autoridades de supervisión y control competentes, tanto a la entidad como a los funcionarios responsables que desacaten estas disposiciones.”

Artículo 2º. 
El artículo 75 de la Resolución 8 del 2000 quedará así: 
“Artículo 75º.
PROHIBICION. Salvo lo dispuesto en normas especiales de la presente resolución, no está autorizada la realización de depósitos o de cualquier otra operación financiera en moneda extranjera o, en general, de cualquier contrato o convenio entre residentes en el país en moneda extranjera mediante la utilización de las divisas de que trata este título. 

“Los residentes en el país podrán comprar y vender divisas de manera profesional, previa inscripción en el registro mercantil. Dicha autorización no incluye ofrecer profesionalmente, directa ni indirectamente, servicios tales como negociación de cheques o títulos en divisas, pagos, giros, remesas internacionales ni ningún servicio de canalización a través del mercado cambiario a favor de terceros. 

“Para poder comprar y vender profesionalmente divisas los residentes deberán cumplir, además, las siguientes condiciones: 

1) Exigir y conservar una declaración de cambio por sus compraventas de divisas, la cual deberá contener la identificación del declarante, del beneficiario de la operación y demás características que el Banco de la República reglamente de manera general. En dicha reglamentación se definirá el monto a partir del cual deberá exigirse la declaración de cambio. 

2) Al comprar divisas, los cambistas sólo podrán pagar en efectivo el equivalente a tres mil dólares de los Estados Unidos de América (US$3.000). Montos superiores deberán pagarlos mediante cheque girado a nombre del vendedor de las divisas, con cláusula que restrinja su libre negociabilidad y para abonar en cuenta. 

3) Reportar a la Unidad de Información y Análisis Financiero del Ministerio de Hacienda (UIAF), en los términos que ella disponga, cualquier operación en efectivo, en pesos o divisas, superior a diez mil dólares de los Estados Unidos de América (US$10.000).

4) Reportar a la UIAF, en los términos que ella disponga, cualquier operación que consideren sospechosa de constituir lavado de activos o de estar relacionada con dinero de origen ilícito.

5) Suministrar la información, y prestar la colaboración, que requieran las autoridades para sus propósitos de prevención de actividades delictivas, control cambiario o cualquier otro de su competencia.

6) Cumplir las obligaciones mercantiles y tributarias derivadas de su condición de comerciantes.

“De acuerdo con las normas legales, el incumplimiento de las obligaciones cambiarias aquí establecidas será sancionado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y demás autoridades de control competentes.”

Artículo 3º. 
VIGENCIA. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D.C., el siete (7) de junio del año dos mil dos (2002).

Juan Manuel Santos Calderón              Gerardo Hernández Correa

Presidente




           Secretario
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